


El archivo histórico del Centro de Estudios del Movimien-
to Obrero y Socialista (cemos) surgió como una iniciativa 
de Arnoldo Martínez Verdugo, quien se encargó de res-
guardar documentación oficial y publicaciones del Parti-
do Comunista Mexicano. Desde los inicios, este espacio 
se comprometió con la conservación de la memoria y la 
tradición de las izquierdas mexicanas, además de ampliar 
su acervo con materiales y donaciones de otras tendencias 
comunistas en México.

Después de 32 años de actividades, el cemos renueva su 
compromiso con el movimiento obrero y socialista, y con-
tinúa su labor: el rescate, la conservación y la catalogación 
de materiales fundamentales para su estudio, así como de 
la renovación editorial de Memoria, que en 2015 inició su 
nueva época.

El cemos pone a disposición de estudiantes, de investi-
gadores y de todos los estudiosos de México y el mundo la 
libre consulta de su archivo documental y fotográfico. El 

acervo comprende la documentación oficial de los Partidos Comunista Mexicano, Obrero Campesino 
Mexicano, Socialista Unificado de México y Mexicano Socialista, entre otros; colecciones especiales, 
entre las cuales destacan folletos y boletines de organizaciones de izquierda en México y América Latina; 
publicaciones de la Liga de Escritores y Artistas Revolucionarios y de la Liga de Agrónomos Socialistas; 
los archivos personales de Valentín Campa y Miguel Ángel Velasco, por mencionar algunos; y un acervo 
gráfico integrado por carteles, grabados y cerca de 3 mil fotografías, que abarcan el periodo 1907-1990.

Mientras, la biblioteca reúne alrededor de 6 mil títulos especializados en temas de izquierda en el ám-
bito continental; alberga textos de corte teórico y literario, entre los que destacan ediciones soviéticas. La 
hemeroteca ofrece para consulta colecciones de periódicos, entre los que sobresalen La Voz de México, Así 
es y Frente a Frente, además de revistas editadas por partidos políticos nacionales y extranjeros, sindicatos 
y movimientos nacionales e internacionales. Cuenta con colecciones completas o por año de Bohemia, 
Correo de la Resistencia, Futuro, Historia y Sociedad, Pensamiento Crítico, Línea, Lux, Oposición, El Ma-
chete, Nuestra Bandera, Política y Motivos.

El archivo ofrece consulta de lunes a viernes, de las 10:00 a las 15:00 horas.

CONTACTO:
http://www.cemos.mx/
Twitter @archivocemos
Teléfono: 5555490253
Pallares y Portillo 99, colonia
Parque San Andrés, Coyoacán,
cp 04040 Ciudad de México.

CENTRO DE ESTUDIOS
DEL MOVIMIENTO OBRERO

Y SOCIALISTA



ÍNDICE

IMAGINARIOS EN DISPUTA. 
COLOMBIA ANTE LA SENDA 
PROGRESISTA
DANIEL BARRERA

CHILE O LA POLÍTICA
EN TIEMPOS NEOLIBERALES
SEBASTIÁN RIVERA MIR

LA GUERRA EN UCRANIA
VÍCTOR LÓPEZ VILLAFAÑE

EDITORIAL: LA REFORMA POLÍTICA Y LA 
PROFUNDIZACIÓN DE LA DEMOCRACIA

REFORMA ELECTORAL 2022
MYLAI BURGOS MATAMOROS Y BENJAMÍN 
CERVANTES

“EN BUSCA DE VERDAD, JUSTICIA, 
MEMORIA”
ENTREVISTA CON EUGENIA ALLIER
POR LISSETTE SILVA

REFORMA 
POLÍTICA
DE LA 4T

30

3 17

46

48

50

5

22

12

24

58

56

61

73

75

77

69

66

DE MAREAS Y OLEAJES ROJOS: 
MUJERES Y SU PARTICIPACIÓN 
POLÍTICA EN MÉXICO
CEMOS

SOL ARGUEDAS
Y LAS MUCHAS LIBERACIONES
ANA SOFÍA RODRÍGUEZ EVERAERT

ANTONIO GRAMSCI COMO 
PURGATORIO DE NICOS POULANTZAS
ENRIQUE SANDOVAL

RECORDANDO A MARGARITA
LORENA PAZ PAREDES

ARNOLDO MARTÍNEZ VERDUGO. 
OBRA DE UN DIRIGENTE 
COMUNISTA
ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ

LA POLÍTICA COMO DISPUTA
DE LAS ESPERANZAS
POR VALERIA FONTES Y RODRIGO 
WESCHE

DE ESPAÑA PARTIÓ HACIA 
MÉXICO, ABRAZÓ A CUBA
Y AMÓ AL CONTINENTE
ANTONIO RAMÓN BARREIRO 
VÁZQUEZ

CINES DOCUMENTALES
Y DERECHOS HUMANOS
GABRIEL RODRÍGUEZ ÁLVAREZ

EMERGENCIA FEMINISTA

PENSAMIENTO CRÍTICO

HACER MEMORIA

LIBRERO

CULTURA

NÚMERO
2022-3

AMÉRICA LATINA

MUNDOMÉXICO
PARA RECUPERAR PODER
SOBRE LA CIUDAD
J. RODRIGO MORENO ELIZONDO Y 
SELENE LAGUNA GALINDO

DESALOJOS Y CUESTIÓN 
INQUILINARIA EN LA CDMX
MARIA SILVIA EMANUELLI

ESTRUCTURA, CONTEXTO Y 
COYUNTURA DE LA VIOLENCIA 
CRIMINAL EN MÉXICO
MARIO PAVEL DÍAZ ROMÁN

35

41

283

JUSTICIA INTEGRAL PARA
LOS PUEBLOS INDÍGENAS
EN LA CUARTA TRANSFORMACIÓN
MILTON GABRIEL HERNÁNDEZ GARCÍA

SALARIOS, EMPLEO Y NIVELES
DE  POBREZA EN LA 4T  
JOB HERNÁNDEZ

EL ESTADO AL CENTRO
CARLOS SAN JUAN VICTORIA



DIRECTOR
Jaime Ortega

COMITÉ EDITORIAL
Mylai Burgos, Elvira Concheiro, Mauro Espínola, Gerardo de 
la Fuente, Haydeé García Bravo, Argel Gómez, Samuel Gon-
zález, Fernando González, Aldo Guevara, Fernando Luna, 
Araceli Mondragón, Jaime Ortega, Víctor Hugo Pacheco, Re-
beca Peralta Mariñelarena, Silvana Rabinovich y Perla Valero.

CONSEJO EDITORIAL
Hugo Aboites, Guillermo Almeyra , Armando Bartra, Barry 
Carr, Elvira Concheiro, Horacio Crespo, Gerardo de la Fuen-
te, Enrique Dussel, Monserrat Galceran, José G. Gandarilla 
Salgado, Pablo González Casanova, Ricardo Melgar  , Mas-
simo Modonesi, Lucio Oliver, Carlos Payán, Enrique Semo, 
Raquel Tibol  , Gabriel Vargas y Mario J. Zepeda.

CORRECCIÓN DE ESTILO
Comité editorial

DISEÑO Y FORMACIÓN
L. A. Mella

IMÁGENES DE INTERIORES
RiniArt (https://riniart.com/)

R E V I S T A  D E  C R Í T I C A  M I L I T A N T E

Memoria es una publicación del Centro de Estudios del Movi-
miento Obrero y Socialista, ac. Pallares y Portillo 99, colonia 
Parque San Andrés, Ciudad de México, cp 04040. Teléfono: 
55490253. issn 0186-1395.

Proyecto apoyado por el CONACYT en el año 2022.

CENTRO DE ESTUDIOS
DEL MOVIMIENTO OBRERO
Y SOCIALISTA, AC.

Presidente y director fundador: Arnoldo Martínez Verdugo
Director: Gerardo de la Fuente Lora

revistamemoria.mx

RINI TEMPLETON

El presente número de Memoria se ilustra con el trabajo de 
Rini Templeton quien nació en Buffalo, Nueva York, en una 
familia de clase media. Entre 1950 a 1959 viajó por Estados 
Unidos, Europa y América Latina. Durante este tiempo fue 
editora de periodicos como el Chicago Maroon y El Crepús-
culo. Realizó estudios en distintas escuelas de artes, destacan-
do los de escultura con Bernard Meadows en la Bath Academy 
en Corsham (Inglaterra), en la Escuela de Pintura y Escultura 
Skowhegan (Skowhegan, Maine) y de grabado en La Esmeral-
da (México). Su periodo en México coincidió con el inicio de 
la revolución cubana, la cual le impactó de inmediato. Rápi-
damente en los primeros días de 1959 viajó a Cuba, comen-
zando un activismo incansable durante 20 años. Rini Temple-
ton realizó dibujos de activistas en Estados Unidos, México y 
Centroamérica mientras los acompañaba en sus mítines, ma-
nifestaciones, piquetes y otras acciones por la justicia social. 
Llamó a sus imágenes en blanco y negro “arte xerox” porque 
los activistas y organizadores podían copiarlas fácilmente para 
usarlas en sus pancartas, letreros, folletos, boletines e incluso 
camisetas, cuando fuera necesario.

Casi ninguna de sus imágenes llevó firma porque “insistió 
siempre en que su obra le pertenecía a todas las personas y 
colectivos que luchaban”. 
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EDITORIAL

LA REFORMA POLÍTICA
Y LA PROFUNDIZACIÓN

DE LA DEMOCRACIA
La oleada popular-ciudadana que se hizo presente en 2018 
dejó fuera de sitio las formas de ejercer el gobierno y la autori-
dad que el país vive desde la década de 1980. Con ello, el régi-
men político heredado se encuentra en estado crítico, a punto 
de fenecer. Lo que está en crisis, para decirlo con precisión, 
es la forma neoliberal de la democratización y cuyo mayor 
triunfo fue el régimen político de la “transición”. Ante esto, 
sus defensores proponen un deformado relato de esta épica 
democrática a través de los principales medios de comunica-
ción, columnas de opinión y otros espacios universitarios. Lo 
que omiten los medios y estos opinadores es que esta forma 
de “transición” se fundó en un ataque a la politización de la 
ciudadanía por medio de movimientos sociales, el fomento 
expansivo de una clase política que desmanteló las formas de 
protección del Estado para con la sociedad, y creó un régimen 
de exclusión sostenido por el poder del dinero. Ello dejó un 
cuadro general de una sociedad atomizada y un Estado preca-
rizado en sus funciones. 

Los defensores de esta democracia neoliberal quieren la pre-
servación irrestricta del Instituto Nacional Electoral, asumen 
que este organismo es el resultado de la participación de clases 
medias que obligaron a acuerdos entre las élites. (Ejemplo es el 
texto de Rolando Cordera el 11 de septiembre de este año en 
La Jornada). El día de hoy, despojados de los soportes que le 
daban sentido, nos encontramos ante la posibilidad de avanzar 
hacia un nuevo régimen político. La reforma política que se ha 
planteado desde la presidencia, más allá las múltiples dificulta-
des de su realización en el mediano plazo, coloca los focos en 
elementos centrales de la vida política.

Pero ¿cuál es el régimen de la “transición” que hoy está de-
rrumbándose estrepitosamente? Es aquel acuerdo político que 
aprovechó el descontento de la sociedad, avanzó en el acuerdo 
de élites que controlaban la gestión del poder y el cual, en 
lugar de abrir el espacio para la actividad de las mayorías de 
la sociedad se encerró en la discusión de la “ingeniería institu-
cional”. Nacieron con esto dos de sus componentes esenciales: 
altos recursos públicos para separar a la clase política del con-
tacto con los ciudadanos, y una alianza con los medios masi-
vos de comunicación, conformándose un gobierno mediático 

de la vida pública. Se gestarón paralelamente los órganos autó-
nomos que socavaron la capacidad del Estado bajo el mandato 
de que los especialistas y técnicos garantizarían la democracia. 
El actual INE es sólo el más visible de los resultados de dicho 
acuerdo político, pero de ninguna manera el único. Dicho 
acuerdo incluyó cuantiosos recursos, el monopolio del reparto 
de las asignaciones de dirección y una larga lista de cuadros 
“técnicos”, al servicio de sus intereses y en contubernio con las 
élites de los partidos. Aunque onerosa, esta burocracia electo-
ral no despejó las dudas en las elecciones de 2006 y permitió 
la manipulación de voto en 2012. 

Así, un gran desorden de esa forma de gobernabilidad se 
instaló cuando el intento bi-partidista y fue sacado del poder 
en 2018. PRI y PAN sufrieron una estrepitosa derrota. De este 
modo, aunque el PRI sufriera una transformación abrupta en 
su fachada, no detuvo su acelerado desgajamiento; el PAN en 
cambio mantiene una base fiel que ronda entre el 15 y 20 
% del electorado. El añadido del PRD a la alianza opositora, 
muestra que en la aritmética política los números no cuentan 
igual y aun sumando una sigla más, no se hizo sino disminuir 
su capacidad de atracción a la sociedad. La descomposición 
del régimen de partidos es clara y se ha venido profundizando 
con las elecciones intermedias y sus secuelas, conformándose 
una oposición capitaneada por empresarios y ya no por su-
puestos políticos. No sorprende que en 2022 asistimos a una 
de las primeras propuestas de reforma política como el acto de 
un gobierno que avanza y no como un recurso para negociar. 

La reforma política ha comenzado a ser discutida por sec-
tores intelectuales, pero el ruido mediático respecto a otros 
temas ha impedido una reflexión más amplia de su contenido 
y efectos. Sin embargo, las disertaciones sobre ella han deja-
do mucho que desear. Recientemente la Facultad de Ciencias 
Políticas y Sociales y el INE impulsaron un foro reflexivo con 
más de 10 ponencias dentro del marco de la Cátedra “Francis-
co I. Madero”. Más que un debate, fue un intento orquestado 
por demeritar la propuesta. Al escuchar el cúmulo de presen-
taciones resalta el tono de aquello que Albert O. Hirschman 
denominó, en su análisis del pensamiento reaccionario, como 
la retórica del riesgo y que consiste en negar u obstaculizar las 
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transformaciones en nombre del cuidado de lo ya ganado. Una 
buena parte de los participantes de la Cátedra Madero, mayo-
ritariamente profesores universitarios y funcionarios, advirtie-
ron que la reforma electoral (sintomático es que se nieguen a 
llamarle reforma política) era un “riesgo para la democracia”. 
Bajo los ya repetidos argumentos de la “no politización” del 
acto electoral o la preminencia de la perspectiva exclusivamen-
te “técnica”. Amparados en un apoliticismo ingenuo, no hacen 
sino reafirmar una posición política cuyo contenido es la opo-
sición a llevar la política hacia las ciudadanías.

Por tanto, hay que insistir en las novedades y posibilidades 
que ofrece la proposición de reforma. Una primera es que esta 
reforma no viene de las organizaciones de la oposición, sino 
del Ejecutivo Federal que pudo triunfar al captar la demanda 
ciudadana de una mayor presencia en la vida pública y de ba-
rrer con sus trabas, lo cual denota ya un intento de modificar 
las condiciones y formas de la lucha política hacia adelante. 
Aunque se denomina reforma electoral, es, con amplitud, una 
reforma política, pues afecta las formas de distribución del po-
der y del ejercicio del mismo. 

Los críticos de la reforma, en la ya señalada Cátedra Made-
ro, sólo colocaron énfasis en lo técnico: la propuesta de reducir 
el aparato burocrático mediante la eliminación de las instan-
cias estatales que comparten actividades con el actual INE, la 
reducción del número de representantes por cámaras y la dis-
minución del financiamiento a partidos. Estos elementos son 
importantes, pues, efectivamente, los institutos locales reci-
ben un importante presupuesto, duplicando las funciones del 
INE. A su vez, reducir el número de representantes se propone 
en función de la disminución del gasto y es una de las medidas 

que generan más consenso ante la población. En cambio, la 
disminución del financiamiento a partidos limitado a épocas 
electorales representa un problema más complejo, pues afecta 
a los propios grupos al mando de quien está la posibilidad de 
avanzar en dicha reforma.

Sin embargo, para discutir la reforma y entender su dimen-
sión propiamente política habría que fijar el mirador en una 
serie de elementos fundamentales. En primer lugar, esta refor-
ma apuesta por romper el vicioso vínculo entre Estado y parti-
dos que se dio a partir del INE como el fiscalizador,  el intruso 
que metía sus manos en la vida de las organizaciones. Este es 
un cambio favorable para acabar con estos remedos de parti-
dos de Estado heredados por la “transición” y abre la puerta a 
una discusión más importante de la vida democrática de las 
organizaciones y el papel de sus militantes. El segundo punto 
clave –y uno de los que genera más rechazo por los defensores 
del INE– es llevar a votación a las y los aspirantes a la direc-
ción del órgano especializado en la organización de elecciones 
y consultas. Los críticos rechazan esto, pues acusan que la vida 
de la institución electoral se “partidizará”, ¡cuando el actual 
modelo es un fruto de cuotas entre los partidos dominantes! 

Sin embargo, el punto medular se encuentra en la propues-
ta de la elaboración de listas y la eliminación del principio de 
mayoría relativa, es decir, que las y los representantes popu-
lares no sean elegidos en un formato que los vincule al terri-
torio. Esto despeja uno de los grandes problemas del proceso 
de democratización: el uso de recursos, dinero y otras formas 
de presión sobre los votantes de determinados espacios terri-
toriales. La propuesta busca vetar, también, la aparición de 
intermediarios que se anclen en ciertos espacios. Este es un 
punto medular, que contribuiría a destrabar un sistema de re-
presentación en manos de poderes territoriales, empresariales, 
de economía criminal y aspira a romper, finalmente, el clien-
telismo. Una lectura distinta de este elemento de desaparición 
de la mayoría relativa apunta a que, al ser todos los congresis-
tas electos por un sistema proporcional, se logrará una mejor 
representación del conjunto de la población, pero, para ello, 
debería avanzarse a otro tipo de modelo político, como fue la 
aspiración de la izquierda socialista de presionar en favor del 
parlamentarismo.

Como sea, desatender este hecho expuesto en la reforma y 
las implicaciones políticas y organizativas –como lo hacen los 
integrantes universitarios de la Cátedra Madero, sólo mirando 
los pesos y centavos que se dejarán de recibir– es tapar con 
el dedo el punto medular y la clave de la forma actual de las 
relaciones de poder. La reforma política propuesta por el pre-
sidente puede ser un punto de inicio –insistimos, a pesar de 
la dificultad inmediata de su realización y de puntos o detalles 
que pueden mejorarse o ampliarse– para una democratización 
que barra, de una vez, con el poder del dinero (y de los poderes 
de facto) sobre el votante. 
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Las reformas electorales en México son tema constante en la 
discusión de la agenda pública. Nuestro sistema electoral está 
en constante transformación, reforma, modificación y adecua-
ción a la realidad política de nuestro país. Desde la constitu-
cionalización del sistema electoral mexicano en 1977, hasta la 
última reforma importante en el rubro en 2014, se han pre-
sentado once reformas con implicaciones sustanciales: ocho 
fueron de amplio alcance e implicaron cambios constitucio-
nales y legales (1977, 1986, 1990, 1993, 1994, 1996, 2007 
y 2014), mientras que tres cambiaron aspectos puntuales y 
sólo requirieron modificaciones legales (2002, para establecer 
cuotas de género, 2003, para elevar los requisitos para formar 
partidos políticos, y 2005, para regular el voto de los mexica-
nos en el extranjero).1

En el último año, por ejemplo, se han presentado 27 inicia-
tivas para reformar, derogar y adicionar diversos artículos de 
la Constitución en materia político electoral. Sin embargo, la 
que más ha recibido atención es la que presentó el presidente 
Andrés Manuel López Obrador en abril pasado, por las im-
plicaciones que significan para nuestro sistema electoral. Esta 
iniciativa coincide, incluso, en algunos de sus puntos con otras 
iniciativas presentadas en la materia por otros partidos políti-
cos como Acción Nacional (PAN), el Revolucionario Institu-
cional (PRI) o Movimiento Ciudadano (MC).2

Este contexto permite dimensionar dos cosas: la reforma no 
es tema exclusivo del Ejecutivo Federal, lo que significa que es 
probable una discusión, negociación y futura aprobación de 
una reforma político electoral en las condiciones y coyuntu-
ras actuales3; la otra, que una iniciativa del calibre de la que 
presenta el Ejecutivo Federal, no es una ocurrencia, sino que 
responde a la misma lógica de todas las reformas electorales 
que han reformado nuestro sistema: adecuarse a la realidad 
política4 con la intención también de cambiar formas de hacer 
política en México, es decir, enfocado en transformaciones de 
esa realidad que se ha vivido en los últimos treinta años.

LA REFORMA ELECTORAL DE LA 4T

El pasado 28 de abril de 2022 el Presidente de la República, 
Andrés Manuel López Obrador, presentó ante la Cámara de 
Diputados la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se 
Reforman, Derogan y Adicionan Diversos Artículos de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia 
Electoral (Reforma Electoral 2022). Los objetivos de la misma, 
son i) ampliar la representatividad y garantizar la pluralidad; 
ii) insertar el principio de austeridad republicana en el sistema 
electoral; iii) facilitar el ejercicio de los mecanismos de partici-
pación ciudadana; iv) fortalecer los órganos administrativos y 
jurisdiccionales electorales; y, v) homologar los procesos elec-
torales locales y el método de representación.

Para la aprobación de una reforma constitucional de este 
tipo, se necesita de la aprobación del Congreso de la Unión 
por el voto de las dos terceras partes de las personas presentes 
en la sesión en que se vote la iniciativa; así como la posterior 
aprobación por la mayoría de las legislaturas de los Estados y 
de la Ciudad de México (artículo 135, CPEUM).

En la Cámara de Diputados, se necesitan cuando menos 
de 334 votos, en el supuesto de que se encuentren presentes 
los 500 diputados que conforman la actual legislatura. En la 
Cámara de Senadores, de 85 votos respectivos. Actualmente, 
la coalición “Juntos Haremos Historia” conformada por los 
partidos afines al movimiento de la Cuarta Transformación, 
suman 292 diputados y 76 senadores, respectivamente. Esto 
implica necesariamente el apoyo de legisladores de la oposi-
ción para su aprobación. 

En general, las propuestas de la reforma se circunscriben en 
siete grandes temas: financiamiento a partidos políticos, tiempos 
en radio y televisión, unificación nacional de organismos electo-
rales, creación del Instituto Nacional de Elecciones y Consultas 
(INEC), elecciones mediante listas y reducción de legisladores-as 
federales, reducción de congresos locales y voto electrónico.

REFORMA
ELECTORAL 2022
MYLAI BURGOS MATAMOROS Y BENJAMÍN CERVANTES

REFORMA POLÍTICA DE LA 4T
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FINANCIAMIENTO A PARTIDOS POLÍTICOS

La reforma propone eliminar el financiamiento público a los 
partidos políticos respecto de sus actividades ordinarias. El 
financiamiento público se mantendría solamente para el gas-
to de campañas durante la contienda electoral. La propuesta 
también plantea que el gasto ordinario de los partidos sea fi-
nanciado por sus simpatizantes y militantes, conforme a reglas 
claras de fiscalización.

El propósito de esta propuesta es reducir el costo que los 
partidos políticos representan al erario y obligarlos a convertir-
se en instituciones autosostenibles. Cada año se destinan alre-
dedor de 11,000 millones de pesos en subsidios públicos para 
las actividades ordinarias de los partidos políticos. 

Para dimensionar la importancia de esta propuesta, es ne-
cesario conocer cómo se financian actualmente los partidos. 
El artículo 41 constitucional, segundo párrafo, Base II, esta-
blece que el financiamiento público para los partidos políti-
cos que mantengan su registro después de cada elección, se 
compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento 
de sus actividades ordinarias permanentes, las tendientes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales y las de 
carácter específico. De acuerdo a la propuesta planteada, sub-
sistirá solamente la segunda, es decir, el financiamiento para la 
obtención del voto en procesos electorales.

En el sostenimiento de las actividades ordinarias perma-
nentes y específicas, la misma disposición constitucional esta-
blece que se fija anualmente el monto correspondiente a cada 
partido político, multiplicando el número total de ciudadanos 

inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por cien-
to del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. 
En el 2022, el INE, que es el órgano encargado de distribuir 
este presupuesto, aprobó un monto total de financiamiento 
público de $5,821,851,704 (cinco mil ochocientos veintiún 
millones, ochocientos cincuenta y cinco mil, setecientos cua-
tro pesos m.n.).5 A ese monto, hay que sumarle la cantidad de 
presupuesto asignado en las entidades federativas a partidos 
políticos locales.6

Las actividades ordinarias permanentes comprenden los 
gastos de los procesos internos de selección de candidatos, 
sueldos y salarios de su personal permanente, arrendamiento 
de muebles e inmuebles, papelería, energía eléctrica, combus-
tible, viáticos, propaganda no electoral y difusión de la cultura 
política.7

En otras palabras, el Estado sostiene presupuestalmente la 
estructura burocrática de los partidos políticos durante tiem-
pos no electorales. Esto ha provocado la proliferación de élites 
partidistas ajenas al interés público y representatividad ciuda-
dana. De acuerdo con la Reforma Electoral 2022, la legitimi-
dad de los partidos políticos y, por tanto, de nuestro sistema 
electoral, se basa en el apoyo social que aquellos reciben, pro-
ducto de sus propuestas programáticas y de su capacidad de 
obtener el apoyo ciudadano como única condición viable para 
el ejercicio del poder.8

En México son los partidos políticos una de las institucio-
nes que menos confianza le generan a la población y esto se 
debe a tres factores identificados. Primero, el monto de los 
recursos públicos que se destinan para su mantenimiento. Se-
gundo, por los excesos, abusos y la corruptela que se perciben 
en el ejercicio del poder político por parte de sus dirigentes. 
Y tercero, por la percepción del nulo o poco beneficio que 
generan a la sociedad.9

Por tanto, se propone eliminar el financiamiento público 
a los partidos políticos respecto de sus actividades ordinarias 
(lo que representa una disminución de más de 66% del finan-
ciamiento) y que dicho gasto lo cubran con el financiamiento 
de sus simpatizantes y militantes. Estos recursos privados no 
serán ajenos a controles fiscales por parte de la autoridad, se 
establecen reglas como topes máximos, no deducibles de im-
puestos, prohibición de que una misma persona done a más 
de un partido político y solo se permitirá de personas físicas 
mexicanas. 

TIEMPOS DE RADIO Y TELEVISIÓN

Uno de los temas más técnicos que propone la reforma electo-
ral, es la modificación y disminución de los tiempos de radio 
y televisión a que tienen acceso los partidos políticos y el INE.

Actualmente, la Constitución otorga 48 minutos diarios, 
distribuidos en dos y hasta tres minutos por cada hora de 
transmisión en cada estación de radio y televisión, reparti-
dos en 50% para las autoridades locales y 50% para mensajes 
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genéricos de partidos políticos en tiempos no electorales (24 
minutos diarios respectivamente).  Durante las campañas elec-
torales, esta distribución se modifica en 15% y 85% respecti-
vamente (7.2 minutos y 40.8 minutos).

La reforma propuesta modifica la fórmula, al reducir a 30 
minutos diarios el tiempo disponible, distribuidos en al menos 
un minuto por cada hora de transmisión, repartidos en 10% 
para la autoridad electoral (3 minutos diarios) y 90% para par-
tidos políticos (27 minutos diarios), sin que esta fórmula se 
modifique en tiempos de campaña.

Se preserva la regla muy importante que prohíbe a cual-
quier persona, partido, precandidatura o candidatura adquirir 
por sí o por terceros, tiempo en radio y televisión, así como la 
veda electoral durante el periodo comprendido entre el cierre 
de campañas y la jornada electoral.

La racionalidad de esta reducción de tiempos, especialmen-
te en tiempos electorales, radica en procurar la difusión efecti-
va de mensajes propositivos de los partidos, pautados con una 
duración no menor a un minuto. 

UNIFICACIÓN NACIONAL
DE ORGANISMOS ELECTORALES

Uno de los problemas que se identifica hoy en el sistema po-
lítico mexicano es el costo de operación que han cobrado sus 
procesos electorales, justificado por su complejidad. México es 
uno de los países con las elecciones más caras en el mundo10.

Desde la creación de organismos administrativos y juris-
diccionales en materia electoral en el año de 1994 a la fecha, 
el presupuesto público que se asigna a los mismos se ha incre-
mentado en un 409%, según datos de Integralia. Los recursos 
públicos asignados a las autoridades electorales abarcan la ma-
yor parte del costo de nuestra democracia: Instituto Nacional 
Electoral (INE antes IFE), el Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación (TEPJF), los 32 Organismos Públicos 
Locales Electorales (OPLE) y los tribunales electorales de cada 
entidad federativa. Estas autoridades son las encargadas de ga-
rantizar, organizar, vigilar y validar las elecciones en todo el 
país.11 

El problema del costo también radica en la duplicidad de 
funciones que presentan estos organismos. Por ejemplo, en la 
reforma de 2014 se buscó una semi centralización de la admi-
nistración electoral con la finalidad de evitar la presunta e in-
debida injerencia de los gobernadores en los procesos locales12. 
Por tanto, el IFE se transformó en INE y absorbió varias de las 
atribuciones locales, como la de fiscalización del presupuesto. 
Se eliminaron los institutos locales y se crearon los Ople, cuyas 
atribuciones se centran en la organización de las elecciones 
locales y cuyos integrantes los designa el propio INE. El caso 
se agrava porque el INE tiene la atribución de “atraer” la orga-
nización de las elecciones locales, por tanto, cuenta con juntas 
locales y distritales en todo el territorio del país. No obstante, 

ambos organismos han observado un incremento de su pre-
supuesto, al parecer contraintuitivo porque los Ople realizan 
menos funciones.13

Por otra parte, se encuentran los organismos jurisdicciona-
les, que comprenden el TEPJF y los tribunales locales electora-
les. Sus atribuciones también generan muchas dudas en tanto 
la mayoría de los asuntos que se someten a la jurisdicción elec-
toral terminan resueltos por el propio tribunal federal.

En total, se destinan cerca de $68,300 millones de pesos del 
erario público para sostener el aparato burocrático electoral.

La Reforma Electoral 2022 propone eliminar a los orga-
nismos administrativos y jurisdiccionales locales, y dejar solo 
un organismo nacional electoral y solo un órgano nacional 
jurisdiccional. Esta modificación implicaría, a su vez, dos ru-
bros importantes: la eliminación de la distritación en el país 
y, la creación del INEC y renovación del TEPJF, como más 
adelante se profundiza.

INSTITUTO NACIONAL DE ELECCIONES
Y CONSULTAS (INEC)

Una de las propuestas más discutidas de la propuesta de re-
forma es la creación de un nuevo organismo electoral nacio-
nal que sustituya al INE. En términos reales, este instituto 
no desaparece, sino que se transforma, sustituyendo conse-
jeros electorales bajo un procedimiento de elección total-
mente diferente.

En la reforma de 2014, cuando el IFE se transformó a INE, 
también se modificó el proceso de elección y se renovó todo su 
Consejo General; es decir, el organismo no es ajeno a este tipo 
de modificaciones.

La iniciativa propone crear el Instituto Nacional de Eleccio-
nes y Consultas (INEC), como única autoridad administrativa 
electoral del país. Sus funciones absorberían la de los Oples; 
organizaría la totalidad de los procesos electorales de la repú-
blica, a nivel nacional, estatal y municipal; organizaría y lleva-
ría a cabo los procesos de consulta ciudadana, revocación de 
mandato y mecanismos de democracia participativa en las en-
tidades federativas.14 Para ello, el INEC contará con órganos 
temporales y auxiliares, en especial en los periodos electorales.

La composición actual del Consejo General del INE, frente 
a la propuesta que presenta la Reforma Electoral 2022 es:

INE (actual) INEC
(propuesta)

Número de
consejeros

11 7

Años en el cargo 9 6
Procedimiento
de designación

Electos por 2/3 
partes de la Cáma-
ra de Diputados.

Votadas de mane-
ra directa y secreta 
por la ciudadanía.
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El procedimiento de elección de las personas consejeras del 
INEC se realizará a través de votación popular. Este proceso 
involucraría a los tres Poderes de la Unión para fortalecer la 
legitimidad de las personas integrantes. Cada poder postulará 
a 20 personas (Cámara de Diputados, SCJN y Presidencia) 
de manera paritaria para la integración del Consejo General 
del INEC. Las 60 personas candidatas tendrán un periodo de 
campaña y el INEC organizaría el proceso electivo y foros de 
debate15, eligiendo por votación directa a siete personas con-
sejeras y presidirá el organismo aquella que haya obtenido la 
mayor votación.

Esta transformación también sucedería para el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, quien asumi-
ría las funciones y atribuciones de los tribunales electorales 
locales.

TEPJF (actual) TEPJF
(propuesta)

Número de
consejeros

7 7

Años en el cargo 9 6
Procedimiento
de designación

Electos por 2/3 
partes de la Cáma-
ra de Senadores.

Votadas de manera 
directa y secreta 

por la ciudadanía.

La única diferencia es que cada poder postulará a 10 perso-
nas candidatas a magistraturas de la Sala Superior del TEPJF 
(Senado, SCJN y Presidencia). 

La racionalidad de esta propuesta radica en que el INE y el 
TEPJF fueron integrados por cuotas partidistas y cooptados 
por grupos de poder, en detrimento de su imparcialidad en 
favor de la democracia. Las autoridades electorales adminis-
trativas y jurisdiccionales deben ser independientes del poder 
político, de los partidos y de los grupos económicos, pues, en 
los últimos años, estas autoridades se han caracterizado por su 
falta de apego a los principios de objetividad, independencia e 
imparcialidad que son propios de la función electoral.16

ELECCIONES MEDIANTE LISTAS Y REDUCCIÓN 
DE LEGISLADORAS-ES FEDERALES

La reforma también propone mejorar la representación ciu-
dadana depositada en las Cámaras de Diputados y Senado-
res a través de la elección mediante una sola lista por entidad 
federativa. En líneas atrás mencionamos la eliminación de la 
distritación en el país. Esa propuesta responde a la nueva fór-
mula de votación.

Actualmente la elección de diputados y senadores responde 
a la siguiente fórmula:

Fórmula Diputados Senadores
Mayoría relativa 300

(1 diputado 
por distrito 
electoral)

64
(2 senadores por 

entidad federativa)

Representación 
proporcional

200
(listas por 

circunscripción)

32
(listas por cir-

cunscripción)
Primera minoría n/a 32

(uno por entidad 
a la segunda fuerza)

Total 500 128

La propuesta de la Reforma Electoral 2022 es que ambas 
cámaras se compongan de personas candidatas elegidas me-
diante el sistema de listas votadas en cada una de las entidades 
federativas. Es decir, los partidos políticos presentarán una 
lista en cada entidad federativa con sus candidatos, observan-
do el principio de paridad de género, en las que se alternarán 
hombres y mujeres nacidos en dicha entidad o con residencia 
domiciliaria de un año de antigüedad.

Además, propone la reducción de diputaciones y senadurías 
a 300 y 96 escaños respectivamente. Esto obedece también a 
que México cuenta con una de las tasas más altas de pobla-
ción/representante en el mundo. Por ejemplo, en nuestro país 
se elige una diputación por cada 252,000 habitantes, en India 
se vota una por cada 2,524,275 y en Estados Unidos por cada 
765,287 habitantes. En el caso de las senadurías, se tiene una 
por cada 984,375 habitantes, frente a 5,573,600 y 3,329,000 
habitantes de la India y Estados Unidos, respectivamente.17 

Esto implicaría que en la boleta electoral el día de la elec-
ción ya no aparecerán los nombres de las personas candidatas, 
sino solamente el partido político por el que se quiera votar 
en la entidad federativa correspondiente. La lógica de esto es 
que, generalmente, las personas votan por simpatizar con al-
gún programa o ideología de un partido político, en lugar de 
los candidatos en sí mismos. 

Es decir, las personas candidatas ya no representarán a un 
distrito electoral determinado, sino a la entidad federativa por 
la que se postulan, reforzando así la representatividad entre 
legisladores y población.

Para la composición de la Cámara de Senadores se elegirán 
3 por cada entidad federativa, repartidas de acuerdo con la 
votación válida.

Para la Cámara de Diputados, se determinará el número de 
curules que le corresponde a cada entidad federativa, dividien-
do el número total de mexicanos y  mexicanas de acuerdo con 
el último censo, entre el número de curules disponibles. Con-
forme al porcentaje de población que representa esa entidad 
federativa para el total del país, le corresponde un porcentaje 
de diputaciones.
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Una vez celebrada las elecciones, la designación a cada par-
tido político de acuerdo con las listas previamente presenta-
das, se realizará dividiendo la votación válida para cada partido 
político en la entidad federativa entre el número total de dipu-
taciones o senadurías por asignar.

Esta fórmula intenta robustecer la representatividad de los 
legisladores federales y la proporcionalidad entre el porcentaje 
de votos obtenidos y el porcentaje de curules ocupadas.

La composición conforme a esta propuesta quedaría como 
sigue:

Fórmula Senadores Diputados
Elección por 

listas
96

(3 por cada enti-
dad federativa).

300
(número de 

mexicano-as/núme-
ro de diputaciones)

Si se toma como referencia el número de habitantes con-
forme al último censo de población, la entidad federativa con 
más diputaciones sería el Estado de México con 44, seguida 
de la Ciudad de México con 22, luego de Jalisco con 20, hasta 
llegar a Colima, Baja California Sur y Campeche, todas con 2 
diputaciones.

REDUCCIÓN DE CONGRESOS LOCALES

Siguiendo la misma línea que el tema anterior, una propuesta 
que sumaría a la austeridad republicana en el sistema electo-
ral y a la representatividad, es la reducción de diputaciones 
locales. 

Según la propuesta, las legislaturas de los estados no po-
drán exceder de 15 diputaciones en aquellas entidades cuya 
población sea menor a 1 millón de personas, sumando una 
diputación por cada 500,000 habitantes adicionales, hasta un 
máximo de 45 diputaciones.

El criterio población para la definición del número de re-
presentantes en los congresos locales es novedoso y redunda en 
la reducción del aparato político electoral de nuestro país. Bajo 
esta fórmula se estima que se tengan aproximadamente 200 re-
presentantes locales, frente a los 654 que existen actualmente.

Esta regla de índice población también aplicará para la 
composición de los ayuntamientos y las alcaldías en las regi-
durías y consejerías.

VOTO ELECTRÓNICO

El último tema que propone la Reforma Electoral 2022 es el de 
implementar el voto electrónico para facilitar la participación 
ciudadana en las elecciones y procesos de democracia directa 
como las consultas populares y la revocación de mandato.

Este tema es uno de los que fácilmente transitaría a su apro-
bación debido al consenso que existe en la implementación de 

tecnologías de la información que robustezcan la fiabilidad de 
la emisión del voto y también en el ahorro de dinero en impre-
sión de boletas y papelería para las elecciones.

Si bien, el voto electrónico en el continente americano no 
es aún una práctica que prevalezca, se identifican algunos casos 
exitosos en la materia como Venezuela, Brasil y Perú. Inclu-
so, en México se han realizado votaciones a través de la urna 
electrónica en las entidades de Coahuila y Jalisco, y también 
se lleva a cabo la votación de los mexicanos en el extranjero a 
través de internet.

La iniciativa advierte que la implementación de la votación 
totalmente electrónica, deberá pasar por un proceso de ensa-
yos tanto de diversas tecnologías como mecanismos de certifi-
cación, autenticación y encriptación, hasta lograr mecanismos 
que brinden certeza a la ciudadanía en el respeto y conteo de 
cada uno de los votos.

REFORMA ELECTORAL 2022
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A MODO DE CONCLUSIONES

La reforma electoral propuesta por el Ejecutivo recoge cam-
bios en el sistema político, mucho más allá de la gestión elec-
toral, que es la temática constante en este tipo cambios legales. 
Presenta puntos como el voto electrónico y las modificaciones 
a los tiempos en radio y televisión donde convergen criterios 
positivos. Sobre otros aspectos a reformar hay posiciones co-
munes entre los grupos partidistas como la reducción del sis-
tema representativo federal, local y el financiamiento público a 
los partidos, y la desaparición de los órganos locales electorales 
administrativos y jurisdiccionales. 

No obstante, en estos puntos comunes existen opiniones 
encontradas de funcionarios del ámbito electoral, especialis-
tas en la materia y de los propios diputados-as donde han ex-
presado desacuerdos totales o acuerdos en las necesidades de 
reformas, pero con diferencias en las formas de concretarlas18.

Sobre la reducción del sistema representativo y su confor-
mación por listas se debaten diferentes problemas que enun-
ciamos. El cómputo en la elección para la determinación de 
la voluntad del elector, la sobrerrepresentación y la necesidad 
de equilibrios donde se exprese la pluralidad de las fuerzas po-
líticas. La regulación de acciones afirmativas para que grupos 
vulnerables como los pueblos indígenas puedan ocupar cuo-
tas en listas para ser elegidos. Por último, las dificultades para 
conformar con efectividad las listas de futuros representantes 
con paridad de género. Hay que destacar que existen pocas 
críticas sobre la reducción del número de diputados y senado-
res a niveles federal o local, en lo que parecería haber ciertos 
consensos.

Sobre la desaparición de los organismos electorales locales 
administrativos y jurisdiccionales se han generado argumen-
tos en contrario. Por un lado, que los Oples solo organizan 
las elecciones y estos procesos se pueden realizar mediante la 
propuesta de órganos temporales para estos fines, y no nece-
sariamente permanentes. Por el otro, que su función es esen-
cial en las elecciones locales, ya sean estatales o municipales, 
que deben ser respetados porque devienen del sistema federal 
mexicano, y no somos una república unitaria. Este último ar-
gumento se refuerza más al debatir sobre los Tribunales Elec-
torales de las entidades federativas, aunque se han aportado 
estadísticas de cómo los conflictos locales son resueltos, en su 
mayoría, en el Tribunal Electoral Federal.

Hasta aquí las discusiones rondan tópicos técnicos.
El debate político de mayor envergadura está en la elimi-

nación del financiamiento público de los partidos políticos y 
la modificación del INE por el Instituto Nacional Electoral y 
de Consultas con sus nuevas formas de elección directa de los 
consejeros y los magistrados electorales, por voto popular.

Sobre la eliminación del financiamiento público de los 
partidos políticos para sus actividades ordinarias se plantea 
que serán cooptados por organizaciones criminales, aunque 
no se niega que esto ya ocurre en varios niveles, no sólo en la 

organización partidista sino en los procesos electorales. Frente 
a este argumento, de manera contundente hay estadísticas de 
como la participación de la ciudadanía no ha variado en lo 
más mínimo en calidad ni cantidad, en la medida que ha ha-
bido aumento de millones de pesos para financiar los partidos 
políticos. El financiamiento a las organizaciones partidistas 
no implica mejor trabajo para con la participación política de 
mexicanos y mexicanas. 

Lo que es un hecho es que los partidos tradicionales en 
México se han convertido en maquinarias electorales, coop-
tadas por élites políticas, dónde en los últimos treinta años la 
ecuación ha sido la siguiente: mientras más financiamiento, 
menos relación dialógica deliberativa y formativa se tiene con 
su militancia y la ciudadanía. Esto último, es el objetivo de 
esta parte de la reforma, que realmente los partidos políticos 
se conviertan en cuerpos de construcción política desde abajo.

La cereza del pastel es la votación popular de magistrados y 
consejeros electorales. El rechazo a la democracia participativa 
aflora en cada análisis con una negativa contundente y mayo-
ritaria de expertos y funcionarios a que no sean electos por el 
voto popular dichos funcionarios.

Las razones argumentadas son varias: los elegidos, sean 
consejeros-as o magistrados-as, deben ser personas expertas y 
con experiencia en el tema electoral. Los que seleccionan las 
candidaturas debe ser un comité técnico que también debe co-
nocer lo que implican estos órganos para revisar la expertise de 
los seleccionados y, deberían pertenecer a diferentes órganos y 
fuerzas políticas. Ratifican además, que es sano y loable que la 
clase política sea quién elija a los funcionarios públicos, como 
ocurre en estos momentos mediante la Cámara de Diputa-
dos para consejeros electorales y Cámara de Senadores para 
los magistrados respectivos. Todo ello implica negociaciones 
políticas, pero sobre todo, cuotas partidistas, que al final es 
para ellos la esencia de la pluralidad política. 

Respecto a los y las candidatas, como está previsto en la 
propuesta, puede inferirse que se establezcan una serie de re-
quisitos en la convocatoria que se emita. La selección previa 
por cada poder de la unión podría llevar consigo requisitos de 
conocimientos y experiencias en las temáticas, así como ele-
mentos relacionados a la integridad de estas personas. Podrían 
detallarse más estos aspectos en la propuesta legislativa, pero 
pueden estar recogidos en las convocatorias si necesidad de re-
gulación expresa. Respecto a los magistrados-as hay requisitos 
referidos en la propuesta, ya establecidos en la Constitución 
que son los previstos para ser integrante de la Suprema Corte.

Una vez que estén los y las candidatas vendría el “temido” 
proceso democrático del voto popular. Realmente qué hay de-
trás de estas críticas, pues un desprecio evidente por los proce-
sos populares, de democracia directa. 

Veamos los diferentes temas. 
Plantean que las campañas electorales de las candidaturas es-

tarían cooptadas por grupos partidistas o de poder porque no 
tendrían cómo hacerlas y podrían responder posteriormente a 
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14  Presidencia de la República, Iniciativa con Proyecto de Decreto… 
ob. cit., p.10.
15  Para la primera conformación del INEC, será el INE quien orga-
nice las elecciones de las personas candidatas a consejeros electorales.
16  En un artículo anterior, los autores afirmamos que el Instituto 
Nacional Electoral (INE) han tomado partido y, en lugar de cumplir 
su misión como una institución que organiza y arbitra elecciones, 
se ha constituido en el centro de atención mediática del momento 
electoral, con una tendencia para favorecer a la oposición. Ver, Ma-
tamoros Burgos, Mylai y Cervantes Pérez, Benjamín, “INE: Abuso o 
desvío de poder y lawfare” en Memoria Revista de Crítica Militante, 
número 278, Año 2021-2, https://revistamemoria.mx/?p=3334 
17  De acuerdo con propuesta de reforma electoral, el alto número de 
representantes existentes en México no se ha traducido en una me-
jor democracia, en mayor cercanía de representantes con población 
representada, ni en una mayor cantidad de leyes que atiendan las 
necesidades más sentidas de la sociedad mexicana.
18  Ver los debates del Parlamento abierto donde estuvieron todo 
tipo de actores relacionados al sistema electoral debatiendo las pro-
puestas presentadas, no sólo la del Ejecutivo. https://reformaelecto-
ral2022.diputados.gob.mx/foros.html 

estos grupos, lo cual trae como consecuencia límites a la im-
parcialidad. Pero hoy las campañas se circunscriben a gestiones 
inter élites dentro de la clase política parlamentaria, lo cuál tam-
bién puede implicar inclinaciones hacia determinadas fuerzas 
políticas que los hayan apoyado, como ya ha sucedido con algu-
nos consejeros electorales actuales. 

El otro punto es que los pueblos no sabrían elegir ni deter-
minar quiénes son las personas indicadas para realizar tal tra-
bajo, basado en el conocimiento de la especialización, que no 
es otra cosa que un argumento tecnocrático y elitista. Si se le 
da la mayor publicidad sobre quiénes son las personas candi-
datas, cuáles son sus recorridos ocupacionales y sus programas 
de trabajo, de manera imparcial, se podrá seleccionar el voto 
sin ningún problema. Los pueblos saben mucho sobre los la 
política y sus derroteros, porque la viven y/o la han sufrido 
históricamente. 

Lo que es un hecho, que a pesar de que puedan existir in-
fluencias como en todo tipo de elección sea directa o indirecta, 
desde los imaginarios, las conciencias colectivas, los grupos de 
poder, etc., las élites tienen dos grandes temores. Uno, que 
ya no podrán decidir directamente quiénes quedarán dentro 
del organismo electoral ni condicionar influencias posteriores. 
Dos, que justamente la popularidad actual de la 4T, su gobier-
no, su partido-movimiento le lleva ventajas en una elección 
que aún no está dispuesta legalmente.

El último punto tiene que ver con el cambio de la institución 
del INE al INEC, lo cual fundamentalmente se refiere a la elec-
ción popular de los funcionarios mencionados y la reducción 
de su estructura central. Para los detractores implicaría mayor 
control central del partido en el poder a los órganos electorales, 
menos autonomía, lo cuál no está referido en la propuesta de 
reforma ni tiene manera de ser explicado como tal, lo cual es un 
completo prejuicio. En esencia es el temor a perder el control 
elitista del organismo en la actualidad y que realmente tenga 
sus funciones técnicas autónomas sin compromiso mayor que 
con la ciudadanía y el pueblo de México.
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Entrevista a Eugenia Allier Montaño respecto a los trabajos 
de la Comisión para el Acceso a la Verdad, el Esclarecimiento 
Histórico y el Impulso a la Justicia de las violaciones graves 
a los derechos humanos cometidas de 1965 a 1990, y la ins-
trucción del Presidente de abrir el Campo Militar No. 1 y los 
archivos de Sedena.

Lissette Silva (LS): Hola Eugenia, muchas gracias por esta 
entrevista. Tú que has estudiado a profundidad otras expe-
riencias de comisiones de la verdad, en comparación ¿cuáles 
consideras que son los alcances, objetivamente hablando, de 
esta comisión?

Eugenia Allier (EA): Hola Lissete. Muchas gracias por la 
invitación para platicar sobre los trabajos que se han empren-
dido. Es muy importante para nosotros el acompañamiento 
que nos dan desde los medios de comunicación.

Vale la pena recordar cómo está conformada la comisión: 
tiene cinco mecanismos internos, es algo muy novedoso, muy 
diferente con respecto a otras experiencias en el mundo. En 
general se trata de comisiones que tienen como misión el 
esclarecimiento histórico, casi siempre ese es el objetivo de 
cualquier comisión de la verdad. Las personas que trabajan, 
trabajan haciendo el informe histórico. Esta comisión (que 
integramos cinco personas: Abel Barrera Hernández, David 
de Jesús Fernández Dávalos, Aleida García Aguirre y Carlos 
Alonso Pérez Ricart)1 cuenta con un Mecanismo de Esclareci-
miento Histórico y, por supuesto, tiene el objetivo de esclare-
cer lo más posible lo ocurrido entre 1965 y 1990, respecto a 
la guerra sucia y las graves violaciones de derechos humanos.

Los objetivos de la comisión son (aparecen en el mandato 
presidencial): la desaparición forzada, la tortura y las ejecucio-
nes extrajudiciales. Pero nosotros decidimos ampliarlos. Tam-
bién tenemos exilio (que normalmente siempre está margina-
do); prisión política (que tampoco suele incluirse); violencia 
contra la infancia y la juventud (también es un tema que casi 
siempre se deja de lado), de hecho se lo dije a Micaela2, el 

miércoles [22 de junio de 2022]3, pues es justamente de lo que 
ella habló, de lo que ella vivió estando en el Campo Militar 
número 1, como niña, la tortura y la violencia; tenemos tam-
bién violencia sexual, particularmente contra la mujer; desa-
parición forzada transitoria, y quizá se me olvida algo, pero 
seguro luego lo retomamos.

En esta comisión, como [sucede en] cada comisión siempre 
hay algo diferente (y ésta es muy a la mexicana) tiene también 
un Mecanismo de Impulso a la Justicia que está representa-
do por tres personas independientes: Ángela Buitrago, Fabián 
Sánchez Matus y Carlos Pérez Vázquez. Ellos tres ven cómo 
proceder respecto a la justicia. Normalmente, ninguna comi-
sión suele tener vinculada la justicia. En los pocos casos que 
existió como, por ejemplo, en Sudáfrica se trasmutaba. Si tú 
hablabas se te quitaban las penas, ya no ibas a juicio, entonces 
en lugar de justicia se prioriza conocer la verdad. Casi siempre 
ese es el sentido de las comisiones: conocer la verdad y dejar 
de lado la justicia.

Luego tenemos otro Mecanismo que es el de búsqueda, en 
donde está Javier Yankelevich, ahí está básicamente la Comi-
sión Nacional de Búsqueda, que ya tenía su propio programa 
sobre búsqueda de desaparecidos de la guerra sucia llevado a 
cabo por Javier. Ellos llevan trabajando desde antes y conti-
nuarán trabajando una vez que acabe la comisión.

Pero todos somos parte de la comisión y tendremos que en-
tregar un informe de labores al final, todos colaboramos juntos 
o así debería de ser.

Luego está el Mecanismo para Reparación, en parte repara-
ción simbólica, pero sobre todo reparación económica, eso es 
algo que suele no existir tampoco en las comisiones. Normal-
mente, la reparación llega hasta el final de toda una serie de 
procesos y de pasos. Con este mecanismo se pretende alcanzar 
a todos en poco tiempo, y para esto está la CEAV (Comi-
sión Ejecutiva de Atención a Víctimas), también ya tenía algún 
departamento dedicado a guerra sucia, estaban trabajando las 
reparaciones sobre todo con Atoyac. Es un tema muy compli-
cado porque muchas veces se pretende que sea una reparación 
económica internacional, lo cual genera grandes problemáticas 
porque no sólo se trata de reparar lo que ocurrió en México, lo 
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que ocurrió en la guerra sucia, sino lo que sucede desde hace 
15 años, lo cual es insostenible económicamente. Eso es una 
realidad. Se están analizando los mecanismos que puedan ser-
vir, pero tomando en cuenta esta situación.

Entonces están esos cinco mecanismos integrados a la Se-
cretaría de Gobernación, ese también es un punto importante 
porque no es una comisión del todo independiente, aunque 
algunos de los que trabajamos al interior de la comisión sí 
somos independientes, no sólo no laboramos en el gobierno, 
bueno podríamos decir que sí trabajó en el gobierno, por tra-
bajar en la UNAM, pero no somos funcionarios públicos.

LS: No son funcionarios públicos ni dependen del ejecuti-
vo ni de ninguno de los poderes, digamos.

EA: Y no nos están pagando por este trabajo. Entonces 
tenemos esta situación un poco extraña de que somos inde-
pendientes, pero al mismo tiempo no somos independientes. 
Creo que el miércoles [22 de junio] se demostró esa ambiva-
lencia, porque finalmente quien preside la comisión es Alejan-
dro Encinas quien sí es un funcionario público y la Secretaría 
técnica está a cargo de Félix Santana, que también es un fun-
cionario. Todo esto para explicar que igualmente tenemos un 
tiempo muy acotado, ya no son tres años, ahora son menos los 
que nos quedan porque eso tiene que ver también, no siempre 
ocurre, pero suele ir asociado al gobierno que pone en marcha 
estos mecanismos.

LS: El hecho de si habrá continuidad o no.
EA: Exactamente, bueno, pues frente a eso se pone un pla-

zo. Tiene un término medio, no es que sea de las más acotadas 
en el tiempo, pero tampoco tiene mucho más, y no sabemos si 
vamos a poder pedir un poco más de tiempo, aunque eso suele 
ocurrir en otros lugares. Yo creo que sí es importante señalar, 
incluso a nivel público, que hay que tener cuidado con lo que 
podemos esperar de una comisión de este tipo.

Pero resaltar que no conozco ningún país, ninguno, en el 
cual haya comenzado un proceso en torno a la justicia, la me-
moria, la verdad… ah, y al respecto, se me olvidó mencionar 
el mecanismo de memoria en el cual están Gabriela Pulido 
y Fritz Glockner, de Memórica4. Ellos están coordinando los 
sitios de memoria, los archivos; son algo intermedio, ni son 
completamente independientes ni son realmente funcionarios.

Primero, creo que es una comisión ambiciosa porque busca 
abarcar los distintos rubros ligados a la violencia en el pasado: 
verdad, justicia, memoria, aquí incluso se suma reparación, y 
búsqueda. Por todo ello, yo siempre he pensado que lo que lo-
gremos, lo que realmente logremos será un paso fundamental.

Una cosa incluso que parece paradójica del miércoles [22 de 
junio] es que en cierto sentido se posicionó públicamente, eso 
no había ocurrido. Yo creo que uno de los más graves proble-
mas que tenemos en México es el desconocimiento sobre este 
periodo, si hiciéramos una encuesta a mexicanos y mexicanas 
sobre qué conocen de la guerra sucia, de los movimientos ar-
mados, de los movimientos sociales, el desconocimiento sería 
realmente muy amplio. No creo que haya ni un 10% de la 

población que sepa sobre este periodo. Considero que lo im-
portante ya ni siquiera sería que logremos los grandes hallazgos, 
porque nunca se logran, esa es la realidad. Respecto al escla-
recimiento, a la búsqueda, hay países, por ejemplo Uruguay, 
que tienen 200 personas desaparecidas y se han logrado 5 lo-
calizaciones de personas desaparecidas. Es muy difícil, pero yo 
creo que ponerlo en el debate público, hacer que esto llegue a 
más personas es un paso muy relevante. Si lo queremos todo 
nunca lo vamos a lograr y nunca, en ningún país del mundo, 
los colectivos quedan satisfechos con ninguna comisión y tam-
poco quedan satisfechos con lo que se ha hecho. Si tú te vas a 
los países más avanzados respecto a estas temáticas, Argentina, 
Uruguay siempre te dirán que no se ha conseguido nada, que 
esperan más. En esos países ya hubo juicios, sentencias, han 
localizado personas desaparecidas, han encontrado hijos de 
desaparecidos. Y aún así no se considera suficiente.

Pero además de eso, si le sumas que también existieron re-
paraciones a exiliados, a prisioneros políticos, a hijos e hijas de 
personas desaparecidas, a familiares, y aún así la gente cree que 
no es suficiente… y está bien, porque nunca va a ser suficiente. 
El dolor que se vivió no te permite pensar que será suficiente. 
Si vas a Alemania, tampoco se han terminado ni las memo-
rias ni las demandas en torno al Holocausto. Pero yo creo que 
cualquier avance, cualquier paso significativo es importante. 
Ahora, probablemente eso lo vemos distinto quienes estamos 
en la comisión, los comisionados, que los colectivos.

LS: Una pregunta sobre lo que pasó el miércoles 22 de ju-
nio, específicamente. Ese día, además de esta apertura histó-
rica a un espacio emblemático, hubo una serie de discursos… 
¿Cómo los verías tú desde dentro de la comisión? que tiene 
justamente este papel tan difícil, articulador. El de la comisión 
es un expediente que tiene que ver con la memoria, con lo 
sucedido hace 30 años, pero hay expedientes abiertos y estas 
dos cosas se están manejando al mismo tiempo en una relación 
entre el Estado y el Ejército. En este contexto tan complejo, 
la comisión logra entrar y sí, es una apertura importante, sin 
embargo creo que esa es una de las cosas, pero otra cosa fueron 
los discursos, en mi opinión.  

EA: Mira, yo creo que en todo esto lo fundamental es la voz 
de las víctimas, de los sobrevivientes, de los familiares y de los 
colectivos. Realmente ellos y ellas sí son quienes tienen la le-
gitimidad de decir qué pasó el miércoles [22 de junio] y cómo 
hay que reaccionar. La mayoría de las reacciones de ellas y ellos 
es de mucho enojo y molestia por lo que pasó. Entiendo que 
es una situación complicada y que parte de todo este trabajo es 
una cuestión de negociación, pero sí es importante decir que si 
yo, Eugenia Allier Montaño, estoy en esto, acepté participar y 
acepté lograr algún avance con respecto a esta temática, es por 
la gente que conozco, por los colectivos y porque creo, prime-
ro, puede darles o no una respuesta a ellos, porque quizá no 
logremos la respuesta, pero sí acompañarlos y acompañarlas en 
sus decisiones y sus discursos. Además, permitir lo que te de-
cía, permitir que esto llegue a más personas en México. Dicho 



14

esto, desde el principio pensé que acceder al campo militar 
número 1 era una cuestión importante. Por qué decidí que 
sí había que ir y traté de convencer a algunos colectivos de ir, 
fue porque creía que era un hecho simbólico muy importante.

Igual que ocurrió en Argentina cuando se entró a la ESMA, 
entrar al campo militar número 1 era una forma de decir: aquí 
sucedió algo. Mucho nos han preguntado, y sí me gustaría 
aclararlo, qué tanto sabíamos nosotros cómo iba a ser: y no 
lo sabíamos. Creo que es importante decirlo, imagino que no 
lo sabía ni el equipo técnico que lo hizo, no lo tenían claro. 
Quizá no preguntamos, pensamos que íbamos a entrar, pero 
no me quedaba claro que sería esta escena con gente sentada, 
mitad civiles, mitad militares, la plana mayor al frente.

Sabíamos que no sería un recorrido, que no íbamos a poder 
entrar a hacer una inspección ocular como se quiere hacer. 
Eso sí lo sabíamos y conocíamos que eso tenía sus desventajas, 
pero yo creía que entrar era una apuesta simbólica por decir 
que entramos y ellos están aceptando que ahí ocurrió algo y 
por eso están aceptando que entremos como comisión con to-
dos los colectivos.

El discurso de Alejandro Encinas me pareció muy propio, 
muy necesario y muy congruente con lo que se está haciendo 
en la comisión y con su papel como presidente de la comi-
sión, me gustó mucho. Evidentemente lo que dijeron Micaela 
Cabañas y Alicia de los Ríos es no sólo congruente, sino lo 
esperable y lo que había que decir.

El discurso del general me parece más controvertido, yo 
creo que no hay ningún país en el mundo en el cual los mi-
litares hayan querido motu proprio decir lo que ocurrió. En 
algunos casos ha ocurrido por problemas de conciencia, como 
el caso de Adolfo Scilingo en Argentina, pero en términos ge-
nerales los militares son una institución vertical y cerrada que 
no va a permitir decir o criticar ni siquiera a los que ya murie-
ron, aunque parecería más fácil. Entonces me parecía que era 
un discurso más o menos esperable. Lo que sí no me pareció 
que fuera esperable es que dijera que ahí estaban los familiares 
de los soldados caídos y que ellos también serían inscritos en 
un monumento (a los militares caídos) porque eso sí equipara, 
también un poco, a esa famosa teoría de los dos demonios en 
Argentina: demonios los militares, demonios los movimien-
tos, particularmente los armados.

Ahora, es bien importante decir que en México este pe-
riodo de la guerra sucia aplica de 65 a 90 e incluye muchos 
militantes políticos de distinto tipo y un enemigo político 
construido desde el gobierno y las fuerzas militares muy di-
ferente. No vamos a decir que la gente masacrada en 68 o 
71, de ninguna manera se le puede considerar una fuerza 
beligerante y podríamos discutir si los movimientos armados 
lo fueron o no, pero el Estado, ésa es la gran diferencia, tiene 
que respetar los derechos humanos de sus ciudadanos. No 
quieres que haya una fuerza beligerante, pero suponiendo 
que existió, en ese caso detienes a las personas, las puedes en-
juiciar, pero no las puedes desaparecer, no las puedes torturar 

y no puedes, bajo ninguna circunstancia, hacer ejecuciones 
extrajudiciales.

Los militares, incluso si los hubo como él lo planteó, agra-
viados, heridos en Tlatelolco, lo fueron por sus propios com-
pañeros, no por los estudiantes, no por el movimiento, enton-
ces el ejército no puede considerarse una víctima en todo esto. 
También respecto al discurso del presidente, que por supuesto 
creo que se encuentra en una situación muy complicada (no es 
el primer presidente que está en esa situación, ni el primero en 
responder así, es algo entendible), tiene que negociar con los 
colectivos, con las víctimas, pero tiene que negociar también 
con sus militares.

Sí creo, dicho eso, que este tampoco sé si es un proceso 
de reconciliación. Siempre es un problema el perdón, la re-
conciliación, en todo caso, eso no nos toca a nosotros sino a 
las víctimas, los sobrevivientes, los familiares y los colectivos, 
ellos y ellas dirán si quieren reconciliarse o dar el perdón. Yo 
escuché a personas… Alicia de los Ríos5, a Tania Ramírez6, 
después dando entrevistas y decían eso: no hay forma, no es 
posible equiparar a las organizaciones político militares y a las 
fuerzas armadas. Si tenemos esta comisión, y tiene que ver con 
lo primero que te decía, es porque hay personas que llevan 30, 
40 o 50 años exigiendo que se conozca la verdad, que haya 
justicia y memoria.

 LS: Pero, no es un regalo. 
EA: No es un regalo: los reclamos fueron escuchados, está 

muy bien, y se creó la comisión, pero ¿vamos a equiparar aho-
ra a los militares que nunca han tenido ningún movimiento 
y vamos a crearles un monumento y ya está? Los colectivos lo 
ven como un regalo que ni siquiera se han ganado. Vuelvo a lo 
mismo: yo creo que son ellos y ellas quienes tienen la voz can-
tante en esta historia, quienes tienen que decir qué no se hace, 
cómo entendemos o no estos procesos, pero además es por 
ellos y ellas que estamos aquí. Yo no sé si puede haber recon-
ciliación, o si ese es el objetivo, pero en todo caso sé que ellos 
y ellas no lo quieren. Si no, tendrán que decirlo ellos y ellas.

LS: Cómo se ha vinculado este ejercicio y esta experiencia 
con el trabajo teórico que tú venías desarrollando.

EA: Voy a darte un ejemplo que me gusta mucho, que fue 
muy significativo para mí. En algún momento, teniendo pocas 
semanas de empezar a trabajar en la comisión estaba explicán-
dole a mis alumnos por qué yo podía estar ahí, por qué yo 
debía estar en la comisión. Les dije “hace muchos años que he 
trabajado en comisiones de verdad, sobre procesos de memoria, 
justicia. Conozco lo que es eso.” Y uno de ellos me dijo: “pero 
en el fondo tú no sabes lo que es trabajar en una comisión.” 
En efecto, no lo sabía. Tenía todo el bagaje teórico, incluso 
empírico de los casos, he trabajado mucho sobre Uruguay, Mé-
xico y justamente estas temáticas: violencia de Estado, derechos 
humanos, procesos de memoria, de justicia, pero la experiencia 
de estar en una comisión, no. No tenía ni idea, pasa por cues-
tiones políticas que muchas veces los académicos no forzosa-
mente sabemos cómo manejar. Sabía que sería mucho trabajo, 
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que había que negociar, pero no tenía realmente una idea de 
lo que significaría este encargo. Te diría que está siendo por 
igual apasionante, cansado, estresante y complejo. Hasta ahora 
es más político que otra cosa, no sé si en todos los casos, esa es 
otra cosa, no creo que por haber trabajado aquí yo pudiera irme 
a Chihuahua para trabajar en una comisión y pensar que ya lo 
sé. En parte sí, pero cada ejemplo, cada situación es distinta. 
Por ejemplo, hablé con Álvaro Rico quien fue el coordinador 
del informe histórico sobre desapariciones forzadas en Uruguay 
y él me decía que se pasaba 16 horas al día encerrado en un 
archivo buscando información. Yo paso una gran parte del día 
hablando y negociando.

 LS: ¿Será también la naturaleza diferente de la comisión?
EA: Probablemente y creo que es el tipo de caso nacional 

también, probablemente había mucho más apoyo o por lo me-
nos por parte de los colectivos también había más claridad so-
bre lo que significaba en el caso uruguayo. Creo que los colec-
tivos en México tienen mucho más recelo hacia el gobierno en 
general, lo que los lleva a pensar que no se llegará a nada. No 
están tan seguros de que realmente deba hacerse la comisión. 
Mucho cuestionamiento… es entendible, llevan mucho tiem-
po luchando casi sin ser oídos, es uno de los países en donde 
menos se ha conseguido algo respecto a todo esto. Cuando 
escucho, por ejemplo, esta teoría de la cascada de la justicia, 
que es cuando los organismos de derechos humanos y los pro-
pios colectivos son muy fuertes se logra la justicia, como el 
caso argentino, yo digo: eso está muy bien para el caso argen-
tino, pero deja muy mal parado a los mexicanos, es como si el 
Comité Eureka, el Comité 68 pro Libertades Democráticas, 
H.I.J.O.S. y todos los demás no hubieran hecho nunca nada, 
es decir, “como no se movieron fuerte, no lograron nada”. En 
realidad, también tiene que ver con el acompañamiento de la 
sociedad, medios de comunicación y la voluntad política. Es 
un caso complicado, se tiene que negociar constantemente.

LS: Retomando lo que pasó el miércoles 22 de junio, ¿qué 
cambia?, ¿qué percepción tienes de cómo se han comportado 
estas instituciones que son las responsables (SEDENA y SE-
MAR)?, ¿Qué están apoyando? ¿Cómo están participando con 
el proceso de la comisión? y qué opinas de su posible partici-
pación en el caso de los normalistas desaparecidos en Ayotzi-
napa, Guerrero. 

EA: Tiene que ver con todo lo que hemos hablado, con 
que todo en realidad son procesos de negociación, quien crea 
que llegó y está servida la mesa y sólo se trata de sentarse a 
comer, pues no entendió nada. En realidad, esto es estar con-
tinuamente viendo cuáles pueden ser los alcances. Tal vez eso 
puede ser agotador, una como académica no está acostum-
brada a tener que hacer esta negociación constante. Están en 
juego muchas cosas, un Estado que no sólo no ha cuestiona-
do a sus fuerzas armadas, sino que las ha vuelto muy fuertes 
en los últimos años. Evidentemente eso tiene que ver, pero al 
mismo tiempo las fuerzas armadas también tienen que ceder 
precisamente por la posición privilegiada que tienen respecto a 

otros países. Pienso que desde ahí se entiende que estén dando 
por lo menos cierta información, por ejemplo, con respecto 
a Ayotzinapa, como tú lo decías. Hace unos meses hubo re-
velaciones importantes sobre lo que ocurrió y cómo, quiénes 
estuvieron vinculados.

Mi esperanza con respecto a la comisión es un poco eso, 
que en el ejército si haya, de alguna forma, negociado con el 
poder ejecutivo, primero para que se creara esta comisión y 
segundo para dar informes. El discurso del general no parece 
dejarlo en claro. Él hizo referencia de alguna forma a que van 
a dar algunos materiales, pero materiales que se supone ya se 
habían dado a la fiscalía y no sirvieron mucho. Yo sigo con 
la esperanza de que sí darán algo, pero no podemos estar es-
perando solamente que sí den algo de eso, nosotros tenemos 
que seguir trabajando, buscando otras fuentes documentales y 
testimoniales. Es así.

LS: Pero sí consideras que esta negociación que se está ha-
ciendo después de 50 años de la guerra sucia y después de 8 
años de Ayotzinapa, en la que el ejército esté dando un paso, 
aunque sea medio paso, es histórico, porque ni siquiera se ha-
bía aceptado lo más mínimo. Siempre había un negacionismo, 
en otros casos como Argentina, Uruguay, Chile, no se podía 
tampoco negar que eso sucedía. Era otra la relación con la 
responsabilidad. En ambos casos la creación de la comisión, 
la apertura o la entrega de más documentos al GIEI por parte 
de la SEDENA y de SEMAR responden a un cambio político, 
que como dices tú no sabemos hasta dónde llegará, pero que 
al menos está posicionando estos temas. En ese sentido, cómo 
ves esta relación de negociación, de desequilibrio-equilibrio 
sobre el papel que han jugado las fuerzas armadas y aunque 
ahora les puedan poner su monumento, pues están aceptando 
que algo hicieron. 

EA: Por eso te digo, creo que tienen un papel privilegiado, 
si lo comparas con muchos ejércitos de América Latina, en 
todo, a nivel económico y de todo tipo, eso me parece que 
hace que tengan que negociar en algunos puntos y eso es lo 
que me parece que están haciendo. Aceptaron que entrara la 
comisión al campo militar, eso es aceptar que algo pasó aun-
que al mismo tiempo digan bueno, pero en realidad fue una 
cosa entre dos bandos. Por eso, yo tengo la esperanza de que 
sí vayan a dar más información, como en el caso Ayotzinapa.

LS: ¿Y cómo ves a los colectivos? ¿Crees que esto que está 
sucediendo los fortalece, fortalece su lucha? Esta nueva posi-
ción frente a los medios, dar luz sobre lo que sucedió, ¿Cómo 
crees que repercuta en los propios colectivos?

EA: Tengo la esperanza de que también a ellos les sirva, esa 
fue la esperanza desde el principio de entrar en la comisión y 
de alguna manera también poder dialogar con ellos y darles 
voz. Sí noto que sí hay más interés desde los medios de comu-
nicación, no es un interés desmesurado ni va a ser el centro 
del debate nacional, pero tiene un lugar que no tenía; por lo 
mismo se les está dando un espacio a las víctimas. Creo que 
se puede hablar, se puede escuchar, eso es muy importante. Yo 

“EN BUSCA DE VERDAD, JUSTICIA, MEMORIA”



16

hablaba hace poco con Gabriela Pulido y me decía por qué no 
organizamos, conozco mucha gente que nunca ha hablado ni 
de su participación política ni de la violencia que vivió, por 
qué no organizamos 30, 50 entrevistas a todas estas personas 
que no van a escribir su testimonio. Les ayudamos a escribirlo, 
que sean entrevistas trabajadas con ellas y ellos, no sólo hacer 
la entrevista, sino una narración que dé cuenta de las historias 
de vida. Ella estaba encantada, entonces es eso, echar a andar 
este tipo de iniciativas, es el momento, podemos criticar mu-
chas cosas, pero existe la posibilidad de hacerlo. Está la coyun-
tura disponible. Hagámoslo.

LS: Además eso genera un cambio político, un cambio en 
la episteme de cómo se contemplan las propias víctimas, pero 
también su propia lucha, no sólo como víctimas sino como 
luchadores.

EA: Claro, la idea, por ejemplo, que recuperaremos en el 
informe (para mí era lo fundamental) es la historia de los co-
lectivos. En el mismo informe tenemos que dar cuenta de la 
historia de los colectivos. No decir “El comité Eureka se fun-
dó…”, no, decir cuál es la historia de los colectivos, cuáles son 
los hitos de la lucha, cómo fue que llegamos hasta aquí. Es 
super ambicioso lo que queremos hacer, no sé si lo vamos a 
lograr, pero hay que intentarlo.

LS: ¿Qué sabes tú de cómo va (aunque sé que eso no es tu 
tema) este tercer informe del GIEI? ¿Qué alcances tú le ves 
a esta investigación y a lo que se pudiera conseguir a corto o 
mediano plazo respecto a esta terrible situación de luchadores 
sociales desaparecidos en este país?

EA: A mí realmente me sorprendió mucho lo que se dijo 
hace unos meses en el segundo informe. El trabajo del GIEI 
ha sido muy relevante, en el caso mexicano, para dar luz sobre 
lo ocurrido. Uno puede pensar, sólo por poner un ejemplo, 
en Tlatelolco, en la cantidad de años que tuvieron que pasar 
para que se pudiera conocer mínimamente lo ocurrido. Podías 
medio saber por fuera, pero no se podían tener realmente las 
fuentes gubernamentales. Lo que se ha logrado en este tiempo 
para Ayotzinapa es increíble. Me parece que tiene que ver con 
toda la lucha de todos esos colectivos previos. Lo que ocurrió 
hace unos meses, lo que dieron a conocer es fundamental, es 
muy importante porque el hecho de que estén negociando 
para dar por lo menos algunos avances sobre lo que sucedió, 
no lo van a dar todo, en ningún lugar lo dan todo, pero ya 
me parece que es muy revelador y relevante, tanto para lo que 
podamos o no conseguir con respecto al pasado como para la 

repercusión política de los colectivos. Hay una cosa que siem-
pre me preocupa sobre Ayotzinapa y la violencia en México en 
el presente, respecto a que cien mil desapariciones se concen-
tran en 43, me preocupa que cuando nos concentramos en 43 
olvidamos las otras cien mil. Por echar luz en unos cuantos, 
dejamos de ver el resto: no quiere decir que no sea importante 
lo ocurrido con los 43 de Ayotzinapa, pero quiero decir que 
no debemos perder de vista que tenemos cien mil desaparicio-
nes7. Entonces, eso que se está sabiendo respecto a lo que está 
ocurriendo con los 43 tiene que echar luz para lo que sucede 
en el resto del país. Eso tendría que servir, no sólo para Ayo-
tzinapa, no sólo para el pasado, sino también para el presente.

LS: Muchas gracias, Eugenia 
EA: Al contrario, muchas gracias a ti y a Memoria.

NOTAS

1  El 22 de septiembre de 2022, Aleida García presentó su renuncia 
al Mecanismo de Esclarecimiento Histórico.
2  Micaela Cabañas Ayala, hija de Lucio Cabañas Barrientos, el fun-
dador del Partido de los Pobres que fue asesinado hace 48 años. Sien-
do una niña, Micaela Cabañas estuvo presa en el Campo Militar 
Número Uno, junto con su madre. 
3  El miércoles 22 de junio de 2022, por instrucciones del Presidente 
Andrés Manuel López Obrador la Secretaría de la Defensa Nacional 
abrió las puertas del Campo Militar número uno “para cumplir con 
el esclarecimiento de los hechos pasados, la dignificación de las vícti-
mas y el acceso a la memoria histórica”.
https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidente-instruye-
abrir-campo-militar-no-1-y-sus-archivos-que-se-conozca-la-ver-
dad-y-cero-impunidad
4  Memórica. México, haz memoria es un espacio que contiene una 
variedad de recursos digitales –documentos escritos, fotografías, vi-
deos, audios, libros, testimonios orales, tradiciones, entre muchos 
otros— provenientes de distintos archivos, bibliotecas, acervos fe-
derales y municipales, colecciones privadas y familiares, recuerdos 
personales, con el fin de difundir la riqueza de la memoria histórica 
y cultural de México. 
https://memoricamexico.gob.mx/es/memorica/Haz_memoria
5  Es hija de Alicia de los Ríos Merino, militante de la Liga Comunis-
ta 23 de Septiembre, detenida desaparecida en enero de 1978.
6  Es hija de Rafael Ramírez Duarte, detenido desaparecido en junio 
de 1977.
7  Comisión Nacional de Búsqueda, Versión Pública Registro Nacio-
nal de Personas Desaparecidas y no Localizadas (RNPDNO) (con-
sulta: 9 de agosto de 2022).
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INTRODUCCIÓN

El gobierno de la Cuarta Transformación está configurando 
un novedoso mecanismo de atención a las demandas históricas 
de los pueblos indígenas del país. Recordemos que a partir de 
la rebelión armada del Ejército Zapatista de Liberación Na-
cional (EZLN) en 1994, las la voz y las reivindicaciones de 
los pueblos indígenas ganaron espacio en la discusión pública, 
académica y legislativa. Sin embargo, el Estado mexicano per-
sistió en el empeño de negar por diferentes medios el ejercicio 
pleno de sus derechos colectivos, reconocidos en instrumen-
tos internacionales que nuestro país había suscrito, como el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT). 

Sin embargo, pueblos, comunidades y organizaciones no 
cancelaron la lucha por sus derechos y sus reivindicaciones 
históricas. Con el triunfo electoral de las fuerzas progresistas 
de izquierda en 2018, se abrió la posibilidad histórica de em-
pezar a revertir la relación colonial que se configuró a lo largo 
de siglos entre el Estado y los pueblos indígenas. El gobierno 
de la Cuarta Transformación ha trabajado fuertemente en la 
creación de una reforma constitucional sobre derechos de los 
pueblos indígenas y afromexicanos, con la que se busca mo-
dificar 15 artículos de nuestra carta magna para dar respuesta 
a las demandas que durante décadas han planteado pueblos, 
comunidades y organizaciones a lo largo y ancho del país. Esta 
iniciativa se encuentra aún en la ruta del proceso jurídico que 
tiene que atravesar, pasando del ejecutivo al legislativo.

En paralelo, el Gobierno de México ha impulsado un no-
vedoso modelo de atención integral e interinstitucional, esta-
bleciendo un diálogo directo y horizontal con las autoridades 
tradicionales indígenas, con el objeto de identificar las prin-
cipales problemáticas de cada pueblo y a partir de ello, esta-
blecer acuerdos para avanzar en su resolución. Este proceso 

está soportado a su vez en la movilización permanente de los 
pueblos indígenas a través de sus organizaciones y autoridades 
tradicionales, las cuales están mediando el diálogo con el ac-
tual gobierno y estableciendo la agenda de la discusión pública 
en sus territorios. 

A través de numerosas mesas de trabajo y recorridos en el 
territorio, se avanza en el diagnóstico y en la construcción de 
estrategias para establecer ejes de acción prioritaria para empe-
zar a revertir una multiplicidad de agravios hacia los pueblos 
indígenas que se han acumulado no durante décadas, sino a 
través de los siglos de dominio colonial. El resultado es una 
serie de Planes de Justicia que se están ya instrumentando, 
buscando la acción concertada del gobierno federal con los 
estatales y los municipales. Esta nueva hoja de ruta que está 
empezando a transformar las condiciones en las que se había 
estructurado históricamente la cuestión étnico-nacional, tuvo 
su inicio en el agreste territorio del pueblo yaqui (yoeme), en la 
costa central del estado de Sonora. 

TERRITORIO, CULTURA Y RESPETO A LA 
AUTORIDAD TRADICIONAL DE LA YOEMIA

Esta nueva política empezó oficialmente el 27 de octubre de 
2020, cuando el Presidente de México, Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, publicó el “Decreto por el que se crea la Comi-
sión Presidencial de Justicia para el Pueblo Yaqui, del estado 
de Sonora”. Fue un hecho inédito en la historia reciente de 
nuestro país. Este ordenamiento oficial empieza reconociendo 
que el Pueblo, Nación o Tribu Yaqui, asentado en el estado de 
Sonora, está conformado por los pueblos fundamentales de 
Vícam, Primera cabecera; Pótam, Segunda cabecera; Loma de 
Guamuchil-Cócorit, Loma de Bácum, Tórim, Ráhum, Huí-
rivis y Belem, todos ellos con una forma de organización, te-
rritorio ancestral y gobierno tradicional, de conformidad con 

JUSTICIA INTEGRAL
PARA LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

EN LA CUARTA TRANSFORMACIÓN

MILTON GABRIEL HERNÁNDEZ GARCÍA
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sus propios usos y costumbres. No menos importante es que 
también señala que “el Gobierno de México tiene presente las 
injusticias cometidas a los pueblos indígenas, por lo que se ha 
acordado impulsar un Plan de Justicia que atienda los recla-
mos ancestrales sobre sus tierras, territorio, agua y desarrollo 
integral”. 

El Decreto hace oficial la existencia de la “Comisión Pre-
sidencial de Justicia para el Pueblo Yaqui”, cuyo objetivo es 
analizar, diseñar y proponer un Plan de Justicia que atienda 
sus necesidades de tierras, territorio, agua y desarrollo integral. 
Esta Comisión está integrada por el Presidente y los titulares 
de diferentes Secretarías. También participan los pueblos ya-
quis, a través de sus gobernadores tradicionales. 

Ya en agosto de ese mismo año, AMLO había señalado: 
“vamos a suscribir un acuerdo con los yaquis porque queremos 
reivindicarlos, queremos hacerles justicia, porque es mucha la 
deuda que tiene el pueblo de México con ellos, es el acto de 
injusticia más grande que se cometió durante el porfiriato, los 
asesinaron los querían exterminar, se calcula que perdieron la 
vida más de cinco mil yaquis, todo porque querían quitarles 
sus tierras, por eso los deportaron al sureste, es una vergüenza 
para México”. 

Este Decreto y la palabra empeñada por el Presidente ante 
sus autoridades tradicionales, generaron una gran expectativa 
al interior del pueblo yaqui, que vio ahora la posibilidad de 
empezar a construir una relación distinta con el Estado mexi-
cano, basada en el respeto a su autonomía política, territorial 
y libre determinación. Al hacerse público este proceso que se 
está consolidando en el territorio Yaqui, otros pueblos origi-
narios del noroeste que también han estado al borde del ex-
terminio, resistiendo al despojo de sus territorios y que viven 
en graves condiciones de pobreza y marginación, pidieron un 
trato similar por parte del Gobierno de México. 

Finalmente, el 28 de septiembre de 2021 se dio a cono-
cer a la sociedad mexicana el “Plan de Justicia para el Pueblo 
Yaqui”. La presentación fue hecha por el Gobierno de Méxi-
co desde Vícam Pueblo, que es la cabecera de los otros siete 
pueblos fundamentales de los yaquis.  El documento de 245 
páginas que contiene este Plan de Justicia tiene tras de sí un 
intenso trabajo entre las autoridades tradicionales de la tribu 
yaqui (yoeme) y un conjunto de dependencias del gobierno 
federal.

El proceso mediante el cual se elaboró este Plan de Justicia 
es algo inédito en la construcción de políticas públicas rela-
cionadas con los pueblos indígenas. Partió de un diagnóstico 
participativo con pertinencia cultural en el que se involucró la 
población yoeme junto con sus autoridades tradicionales. Me-
diante este trabajo se identificaron las principales problemá-
ticas en relación con la tierra y el territorio, agua, educación, 
infraestructura, salud y medicina tradicional, cultura, produc-
ción agrícola y pesquera, organización y gobierno tradicional.

Una vez que se identificaron las problemáticas y las nece-
sidades compartidas por los y las integrantes de la yoemia, se 

construyeron colectivamente los planes de acción y los pro-
yectos para enfrentarlas mediante numerosas reuniones de 
trabajo.

En relación a la tierra, tres de los acuerdos más importantes 
ente el gobierno de la 4T y el pueblo yaqui que se despren-
den del Plan de Justicia, son los siguientes: a) resarcir al pue-
blo yaqui más de 20 mil hectáreas que no fueron respetadas 
por el gobierno de Ernesto Zedillo a partir del Decreto de 
1940, emitido por Lázaro Cárdenas, b) incorporar al patrimo-
nio yaqui la superficie de tierras nacionales que la autoridad 
competente encuentre en las inmediaciones del territorio de la 
“tribu” y c) regularizar aproximadamente 8,800 hectáreas que 
tienen actualmente en posesión. 

Respecto al agua, el Gobierno de México reconoce el dere-
cho del pueblo yaqui a usar, disponer y aprovechar el 50% del 
agua del Río Yaqui, según lo establecen los decretos presiden-
ciales emitidos por Cárdenas en 1937 y 1940. Para resolver la 
problemática relacionada con el agua para uso doméstico, se 
acordó construir el “Acueducto Yaqui”, con su respectiva plan-
ta potabilizadora, que llevará el líquido desde la Presa Álvaro 
Obregón hasta las Guásimas. De allí se distribuirá a los ocho 
pueblos tradicionales y a las comunidades que los conforman. 
Esta obra, que deberá estar concluida en diciembre de 2023, 
tendrá una longitud de 158 km y desplazará un volumen de 
9 millones de metros cúbicos de agua. Además, se emitió ya 
el Decreto de Creación del Distrito de Riego No 018, cuyo 
titular será el pueblo yaqui, con una superficie total de 126 mil 
259 hectáreas, una superficie irrigable de 61 mil 223 hectáreas 
y un volumen de agua de 673 millones de metros cúbicos. 

En materia de educación, la SEP y el INPI, en conjunto 
con las Autoridades Tradicionales, acordaron elaborar e ins-
trumentar un “Modelo Educativo Integral Yaqui” que atienda 
su cultura, conocimiento y cosmovisión en todos los niveles 
y modalidades. Se incluye la creación de un Bachillerato In-
tercultural Comunitario, así como la Universidad del Pueblo 
Yaqui (ya en proceso de construcción), que iniciará con las 
siguientes carreras: licenciaturas en Educación Comunitaria, 
Indígena e Intercultural, en Salud y Medicina Comunitaria y 
en Derechos Indígenas, así como una Ingeniería en Procesos 
de Producción Sustentable y Economía Social Comunitaria. 

En cuestión de salud, el IMSS ha iniciado ya la construc-
ción de un Hospital Rural de Segundo Nivel en la comuni-
dad de Vícam Switch, que tendrá 20 camas y 4 especialidades, 
así como la construcción, rehabilitación y equipamiento de 6 
Unidades Médicas Rurales. Estas instituciones trabajarán bajo 
un modelo de atención con pertinencia cultural y lingüística, 
sin discriminación y a partir del respeto y la recuperación de la 
medicina tradicional. 

En materia cultural se está trabajando ya en acciones orienta-
das al fortalecimiento, rescate y revitalización de la lengua yaqui, 
la espiritualidad, los ciclos y fiestas tradicionales, lugares y ob-
jetos sagrados, así como la memoria histórica. Uno de los pro-
yectos culturales más importantes consiste en la construcción y 
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operación de la Radiodifusora Cultural Indígena “La Voz del Río 
Yaqui”, que ya ha obtenido autorización del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (IFT). 

En infraestructura, como parte del Plan de Justicia se es-
tán desarrollando 1,722 acciones de vivienda bajo un modelo 
participativo, 38 obras de mejoramiento de espacios públicos, 
introducción y ampliación de infraestructura eléctrica en 13 
comunidades, reconstrucción de caminos, pavimentación de 
carreteras y la construcción de dos sucursales del Banco de 
Bienestar en Vícam y Pótam. 

En el ámbito de la producción, la SADER implementa ya 
un proyecto que considera subsidios a la producción agrícola, 
acceso a créditos, apoyo a la ganadería, sustitución de 85 mo-
tores y embarcaciones, cobertura total por parte del programa 
Bienpesca para los integrantes de la Cooperativa de Produc-
ción Pesquera “Comunidades Yaquis” S.C.L., así como mu-
chas otras acciones para fortalecer la autosuficiencia alimenta-
ria y la disminución progresiva de los agrotóxicos. 

El Plan de Justicia considera también una serie de proyec-
tos en materia ambiental y para fortalecer el gobierno y la or-
ganización tradicional. Para su realización, se está ejerciendo 
una inversión histórica de 11 mil 600 millones de pesos. Poco 
tiempo después de que se anunció el plan de justicia para los 
yaquis, se dieron a conocer otros planes integrales para otros 
ocho pueblos. 

PESCA, TERRITORIO Y ORGANIZACIÓN 
COMUNITARIA: EL PLAN DE JUSTICIA SERI

 
El 22 de mayo pasado, el presidente López Obrador anunció 
la creación del Plan de Justicia Seri  en Sonora. Este plan 
busca atender las demandas y aspiraciones de vida de las 
comunidades en las que se asienta el pueblo seri o comca´ac. 
El acuerdo entre el Gobierno de México y el pueblo seri, a 
través de sus autoridades tradicionales, consiste en que el plan 
aborde seis ejes principales: tierra y territorio, agua, medio am-
biente, turismo, organización comunitaria y gobierno tradi-
cional. Un aspecto medular de este plan de justicia tiene que 
ver con el fortalecimiento integral de la pesca artesanal, pues 
es la principal fuente de ingresos para muchos integrantes de 
la “nación comca´ac”. 

Respecto al problema del agua, el plan de justicia busca 
dar respuesta a un problema histórico del pueblo seri, que es 
la falta de acceso a agua potable en las únicas dos comuni-
dades en las que vive actualmente este pueblo: Punta Chueca 
y Desemboque. Las comunidades también insistieron en la 
necesidad de crear más y mejorar los caminos que llegan a 
ambas comunidades desde Bahía de Kino, la capital del estado 
y Puerto Libertad, además de la terracería interna que conecta 
a Desemboque con Punta Chueca a través del desierto costero. 

Para la configuración del plan de justicia se han realizado 
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más de 50 reuniones entre gobierno federal, estatal, autori-
dades tradicionales y representantes de organizaciones pes-
queras, artesanales, ambientalistas y turísticas del pueblo seri. 
En ellas se han tomado acuerdos fundamentales sobre acciones 
y proyectos específicos a desarrollar en el corto, mediano y lar-
go plazo. Estos son algunos de ellos: a) resolver lo relativo a la 
certeza jurídica del terreno particular conocido como “Rancho 
Pozo Coyoteen el Desemboque”, donde actualmente se ubica 
la toma principal del agua. El INPI y el Gobierno de Sonora 
trabajarán en una propuesta para la adquisición de un terre-
no particular que cuenta con dos pozos; b) las dependencias 
federales y estatales en conjunto con las autoridades tradicio-
nales, trabajarán en una estrategia para que la actividad turísti-
ca sea implementada por parte del pueblo comca´ac; c) sobre 
organización y gobierno tradicional se acordó que todas las 
dependencias del gobierno de México y del estado de Sonora 
se coordinarán directamente con las autoridades tradicionales, 
como el Gobierno Tradicional y el Consejo de Ancianos, con 
pleno respeto a su sistema normativo; d) se acuerda impulsar 
mecanismos de coordinación entre las instancias federales, es-
tatales y municipales y las autoridades tradicionales para im-
plementar acciones de seguridad en su territorio y e) construir 
una sede física para el gobierno y la guardia tradicionales con 
apoyo del INPI y de SEDATU.

El propio Gobernador Tradicional Comca´ac ha definido 
a este plan de justicia como “un trabajo muy grande el que 
estamos haciendo, es un hecho histórico para el pueblo seri”. 

AGUA, TERRITORIO, GOBIERNO
Y DESIGUALDAD: JUSTICIA PARA
LOS PUEBLOS YOREME Y GUARIJÍO

El 20 de mayo de 2022, se dio a conocer el Plan de Justicia 
Yoreme (mayo). A través de mesas de trabajo con integrantes de 
la tribu, se establecieron los siguientes acuerdos mínimos: a) 
establecer mecanismos para la solución de conflictos agrarios 
para el reconocimiento y restitución de su territorio ancestral; 
b) recuperación del río Mayo y del acceso del agua para los 
ejidos y comunidades, tanto para el consumo doméstico como 
para las actividades agropecuarias; c) fortalecer el sistema de 
gobierno tradicional, de manera especial, las asambleas co-
munales y ejidales; d) establecer y fortalecer unidades médicas 
rurales y la atención en los hospitales de Navojoa y Etchojoa 
y e) pavimentación de caminos, mantenimiento de carreteras, 
construcción y ampliación de puentes vehiculares para mejo-
rar la comunicación.

En esa misma fecha se dio a conocer el Plan de Justicia 
Guarijío, el cual contempla distintas acciones en favor del ter-
ritorio de este pueblo que habita sobre todo en el municipio de 
Álamos: a) la recuperación de 501 hectáreas del predio “Ran-
cho el Maquipo”, en el Ejido Los Conejos; b) recuperación de 
800 hectáreas de agostadero de la comunidad “Los Bajíos”; c) 

aplicación de programas sociales y el mejoramiento de sus co-
munidades; d) construcción de vías de comunicación dignas 
y seguras; e) ampliación y mantenimiento de la red de agua 
potable en las 7 comunidades; f ) construcción de infraestruc-
tura para la captación, uso y aprovechamiento de agua pluvial 
y g) perforación y construcción de un pozo profundo en Mesa 
Colorada.

 
DESPOJO, TALA ILEGAL Y CONFLICTOS 
AGRARIOS: EJES ARTICULADORES
DE LA JUSTICIA RARÁMURI

En junio del presente año, el gobierno federal y 60 autorida-
des y gobernadores rarámuri comenzaron las mesas de diálogo 
para definir un plan de justicia para su pueblo. Las princi-
pales demandas que las autoridades rarámuri plantearon para 
la construcción del plan de justicia tienen que ver con tierra, 
territorio y medio ambiente en la llamada Sierra Tarahumara, 
considerando las especificidades de las tierras altas, medias y 
bajas en los 18 municipios en los que se asienta su población. 
Hicieron énfasis en la necesidad de atender problemáticas re-
lacionadas con el cuidado de los bosques, recursos forestales 
y minerales, reforestación, agua, residuos sólidos y aguas resi-
duales, así como los efectos de los megaproyectos que se han 
impuesto en su territorio. 

Las autoridades indígenas han expresado la problemática de 
su territorio ancestral como consecuencia de invasiones, saqueo 
de recursos naturales e incursión de personas ajenas, conflic-
tos agrarios, expedición de títulos sobre tierras nacionales y la 
necesidad de regularizar los derechos agrarios en los ejidos.

Una de los componentes del plan es la identificación del 
territorio tradicional ancestral del pueblo rarámuri, pues me-
diante la corrupción, el despojo y el racismo, a este pueblo 
se le ha arrebatado buena parte de sus tierras por parte de 
privados que han contado con el apoyo de gobiernos del pas-
ado. Además, el problema de la tala ilegal, ahora a manos del 
crimen organizado, es una situación cada vez más grave que se 
ha vuelto endémica en el territorio desde hace varias décadas. 
Las autoridades tradicionales hicieron hincapié en la impor-
tancia de proteger de manera especial los sitios sagrados, los 
ríos y los manantiales.

El Plan de Justicia Rarámuri tiene un componente agrario 
que es fundamental, pues además de los problemas relaciona-
dos con la tenencia, posesión y usufructo de la tierra y el ter-
ritorio, es una demanda que se remonta a muchos años el que 
se actualicen los padrones de ejidatarios y comuneros ante las 
autoridades agrarias, pues muchos titulares tienen suspendidos 
de manera oficial sus derechos como propietarios de la tierra 
desde hace décadas, aunque por la vía de los hechos los ejercen. 

Las autoridades tradicionales de Kirare, Guachochi y 
Mogótavo han expresado que hay una gran expectativa en el 
pueblo rarámuri pues el plan de justicia es algo inédito, por lo 
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que se espera que realmente se cumplan los acuerdos por parte 
del gobierno federal, pero sobre todo el estatal, pues desde que 
inició la actual administración, no ha existido una buena rel-
ación entre las comunidades indígenas y la gobernadora.  

LOS CAMINOS DE LA JUSTICIA PARA
LOS PUEBLOS WIXÁRIKA, NAYERI Y O’DAM

 
Para la construcción de los planes de justicia de estos tres pue-
blos que habitan en la región de El Nayar, que abarca una par-
te de los estados de Jalisco, Durango y Nayarit, se realizaron 
mesas de trabajo en una Asamblea Regional de Autoridades 
Tradicionales, durante el mes pasado mes de junio. En ellas 
se abordaron diferentes problemáticas que estos pueblos con-
sideran de urgente resolución, sobre todo las que tienen que 
ver con lugares sagrados, cultura, identidad, tierra, territorios, 
recursos naturales, medio ambiente, gobierno tradicional, paz, 
seguridad, infraestructura básica, salud, medicina tradicional, 
educación, economía indígena y procesos productivos, entre 
otros. Participaron 35 gobernadores tradicionales, autoridades 
agrarias y jueces comunitarios. 

En la plenaria se acordó llevar a cabo una reunión en Real 
de Catorce, San Luis Potosí, con la mediación de la Secretaría 
de Gobernación (Segob) y ejidatarios, para abordar temas re-
lacionados con la protección de cinco lugares sagrados: Tatei 
Haramara, en San Blas, Nayarit; Tee’kata, en Santa Catarina 
Cuexcomatitlán, Jalisco; Xapawiyemeta, el Lago de Chapala, 
Jalisco; Hauxamanaka, en Cerro Gordo, Durango; y Wiriku-
ta, en San Luis Potosí.

También se acordó elaborar un catálogo de lugares sagra-
dos con base en una ficha técnica del Instituto Nacional de 
Antropología e Historia (INAH) y el INPI, para la identifica-
ción, reconocimiento y protección de dichos lugares, además 
de diagnosticar las problemáticas que presentan y establecer la 
relevancia que tienen para su identidad y cultura.

Además, se establecieron acuerdos en materia agraria, agili-
zar procesos jurídicos a causa de despojos, impulsar los resolu-
tivos para restituir territorios, buscar mecanismos de concilia-
ción en 22 comunidades para definir sus límites territoriales, 
así como realizar acciones concretas para detener la tala clan-
destina de sus recursos forestales. 

Las autoridades tradicionales pidieron que, como parte del 
Plan de Justicia para estos tres pueblos, se refuerce la presencia 
de la Guardia Nacional para garantizar la seguridad en las co-
munidades. De hecho, pidieron construir cuarteles para esta 
corporación en el crucero de Banderitas, municipio de Bola-
ños y en el Cerro de la Puerta, Santa Catarina Cuexcomatit-
lán, municipio de Mezquitic, Jalisco, así como en Santa Cruz 
y Santa Lucía, municipio de Valparaíso, Zacatecas.

NOTA

* Etnólogo por la Escuela Nacional de Antropología e Historia 
(ENAH). Profesor-investigador de tiempo completo del Instituto 
Nacional de Antropología e Historia (INAH). 

REFLEXIONES FINALES

Gracias a mi formación como etnólogo, llevo casi 30 años 
conociendo de manera directa la realidad no de todos, pero 
sí de muchos pueblos indígenas del país, particularmente de 
Puebla, Veracruz, Sonora, Guerrero, Sinaloa, Chihuahua, Du-
rango, Baja California, Chiapas, Tlaxcala, Oaxaca, San Luis 
Potosí, Hidalgo y Querétaro. Siempre constaté una realidad 
compartida a lo largo y ancho del territorio nacional. De lado 
del poder: pobreza, marginación, abandono, desigualdad, des-
pojo e injusticia. De lado de los pueblos: persistencia, digni-
dad y resistencia.

Lo que nunca vi fue una acción concertada del Estado y de 
los diferentes niveles de gobierno para, por lo menos, escuchar 
los diferentes malestares y demandas de los pueblos indígenas. 
Mucho menos vi la voluntad de cualquier gobierno por esta-
blecer un diálogo horizontal con los pueblos, con pleno recon-
ocimiento y respeto a sus autoridades agrarias, tradicionales e 
incluso religiosas.

Es por ello que, sin temor a equivocarme, puedo decir que 
la Cuarta Transformación está significando el inicio de una 
nueva época para los pueblos originarios de México. Por prim-
era vez, de la voz de los pueblos no se escucha solo el silencio 
que produce el olvido. Los que nunca fueron escuchados ahora 
están dialogando con el gobierno sobre los agravios históricos 
que se han acumulado, pero también sobre sus aspiraciones y 
sus proyectos de futuro. Y a partir de ello se están estructuran-
do planes integrales de justicia que, en algunos casos, como el 
yaqui, ya están operando.

Las voces críticas señalan que es insuficiente, que no es la 
manera, que aún está por verse si este nuevo modelo de políti-
ca de Estado tendrá resultados favorables para los pueblos. Y es 
cierto, aún está por verse, aunque en algunos casos, ya se está 
viendo. Es verdad que aún falta que este nuevo modelo opere 
en todo el país, pero por un lugar había que empezar. Recien-
temente escuché decir a un comunero sonorense del pueblo 
yoreme de Masiaca, que el Plan de Justicia Mayo le ha abierto 
a su pueblo un camino de esperanza sobre el cual hacer andar 
sus pasos. El desafío es descomunal, pero la férrea voluntad de 
los pueblos indígenas para resistir ante la adversidad, lo será 
también para construir su futuro. 

JUSTICIA INTEGRAL PARA LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN LA CUARTA TRANSFORMACIÓN
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SALARIOS, EMPLEO
Y NIVELES DE  

POBREZA EN LA 4T  
JOB HERNÁNDEZ 

Hemos pasado por una época catastrófica para los asalariados 
mexicanos. La baja tasa de crecimiento económico, el cada 
vez más débil ritmo de creación de puestos de trabajo y la 
eliminación de todas las restricciones legales a la explotación, 
condujeron a una brutal caída de las remuneraciones  y a la 
precarización generalizada del trabajo. Los salarios mínimos 
perdieron dos terceras partes de su poder adquisitivo, la infor-
malidad superó el sesenta por ciento y generaciones enteras se 
acostumbraron a laborar sin prestaciones (como el derecho a 
una pensión digna, la posibilidad de una vivienda propia o el 
acceso a servicios de salud pública). Ser pobre y desprotegido 
a pesar de trabajar con ahínco, -incluso padeciendo jornadas 
más prolongadas e intensas que muchos otros países-  fue la 
triste realidad para millones de mexicanos.

Esto no fue un “daño colateral” o una consecuencia acci-
dental. Como en el resto del mundo, fue el resultado necesario 
de un programa  que deliberadamente se propuso conseguir 
una reversión de las conquistas sociales de la clase trabajadora 
y una disminución de su participación en la riqueza social. El 
empobrecimiento de los asalariados constituyó el eje central 
del modelo neoliberal. Como rasgo estructural, por tanto, no 
podía remediarse mediante las políticas focalizadas de com-
bate a la pobreza tan populares en esos tiempos. Y los datos 
demuestran que todo intento de paliar sin mejorar los indica-
dores salariales fracasaron rotundamente.

La salida de este laberinto implicaba una modificación de 
las condiciones económicas generales y del carácter del Estado 
mexicano. Sólo la derrota -aunque parcial- del bloque neoli-
beral podía frenar la curva descendente de los salarios y con-
ducir a la restauración de algunos diques de contención contra 
la explotación extrema del trabajo. La victoria electoral de la 
Cuarta Transformación alentó las esperanzas en esa dirección, 
sobre todo porque colocó a la redistribución de la riqueza en 
un lugar estelar de su programa político. 

Y, efectivamente, podemos señalar algunos avances en esa 
dirección:

• En primer lugar, La 4T implementó una amplia disper-
sión y multiplicación de los apoyos sociales. A través de pro-
gramas y becas se ha impactado en los ingresos de 25 millones 
de hogares (70 por ciento de las familias mexicanas) aproxi-
madamente, con un presupuesto que ha crecido en 26 por 
ciento en lo que va del sexenio y que en 2022 tuvo el aumento 
más considerable de los últimos quince años. Sometido a la 
visceral crítica de la oposición es indudable que estos apoyos 
han funcionado como tabla de salvación para las pauperiza-
das familias mexicanas, aunque su impacto sobre el mercado 
interno y la reactivación de las regiones económicas todavía 
están por evaluarse. 

• En segundo lugar, el gobierno encabezado por Andrés 
Manuel López Obrador emprendió una política de incremen-
tos continuos del golpeadísimo salario mínimo. Durante los 
primeros tres años de gobierno éstos han sido de 16.21, 20 
y 15 por ciento, de tal forma que el salario mínimo fue de 
102.68 pesos diarios en 2019, 123.22 en 2020 y 141.70 en 
2021. Así, mensualmente, pasó de 3 121.47 pesos en el primer 
año, a 3 745.89 en 2020 y 4 307.68 en 2021. Aunque mani-
fiestamente insuficientes para revertir el rezago histórico, estos 
incrementos fueron los primeros en más de cuarenta años en 
medio de una situación deplorable donde 52 por ciento de la 
población no alcanza a comprar la canasta mínima y 20 por 
ciento carece de ingresos suficientes para adquirir la canasta 
alimentaria. 

• En tercer lugar, se instrumentaron una serie de reformas 
jurídicas orientadas a contener la precarización e informali-
zación del trabajo y a incrementar el nivel de empleo formal. 
Destacadamente, se modificó la Ley Federal en la materia para 
contener el outsourcing, una de las modalidades más lesivas 
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de los derechos laborales, que había sido alentada gracias a 
la reforma de 2013. Este hecho no fue menor si tomamos en 
cuenta que entre 4 y 10 millones de mexicanos, dependiendo 
de las fuentes, padecía esta condición. Como consecuencia de 
la reforma impulsada por la 4T, tres millones de trabajadores 
migraron del esquema de outsourcing a uno con seguridad 
social. Igualmente, está en puerta una iniciativa de ley para 
regular el trabajo por aplicaciones reconociendo los derechos 
laborales de quienes se desempeñan en este novedoso ámbito.

Esta trayectoria de reparación del daño sufrido por los asa-
lariados fue bruscamente interrumpida por la pandemia de co-
ronavirus y sus consecuencias económicas. Como es conocido, 
las restricciones a la movilidad humana y el contacto social 
tuvieron severas consecuencias sobre el nivel de la actividad 
productiva, agudizando una dinámica que ya estaba en aprie-
tos debido a las tendencias al estancamiento que la economía 
mundial venía mostrando desde 2019. Los paros en la pro-
ducción manufacturera y en los servicios, la dislocación de las 
cadenas mundiales de valor, la disminución de los gastos de 
inversión y del consumo, además de la salida de capitales y la 
caída de los precios internacionales del petróleo y otras mate-
rias primas, fueron factores que produjeron una de las crisis 
más severas en la historia de México, expresada en una caída 
del Producto Interno Bruto (PIB) de 8 por ciento. Además, 
el nivel de empleo se retrajo, perdiéndose casi un millón de 
empleos formales, y los indicadores de pobreza experimenta-
ron una notable involución.  Esto explica el aumento de la 
población en situación de pobreza, que pasó de 41.9 a 43.9 
por ciento y de la que vive en pobreza extrema, que creció 
de 7 a 8.5 por ciento, de acuerdo con las cifras del Conse-
jo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(CONEVAL). En la misma sintonía, el indicador de pobreza 
laboral -que señala el porcentaje de mexicanos que viven con 
un ingreso por debajo de lo necesario para adquirir la canasta 
mínima-, mismo que había caído 4 puntos de 2018 a 2019, 
pasando de 40.7 a 36.6 (la tasa más baja en 12 años), experi-
mentó un brusco repunte a consecuencia de la pandemia hasta 
alcanzar 46 por ciento en 2020.

No obstante, la recuperación económica fue relativamente 
rápida y estuvo apuntalada por algunos aciertos por parte del 
Gobierno Federal, sobre todo su negativa a generar un mayor 
nivel de endeudamiento y subsidiar a los grandes monopolios. 
Además, es indudable que la Cuarta Transformación reforzó 
su estrategia redistributiva después de la pandemia y a pesar 
del repunte inflacionario provocado por ésta y por la guerra de 
Rusia contra Ucrania: el gasto destinado a la protección social 
tuvo un incremento de 12.8 por ciento en 2022 y tendrá otro 
de igual magnitud (12.7 por ciento) en 2023, de forma que 
pasará de 1 billón 477.2 mil millones a 1 billón 750.9 mil 
millones de pesos. La pensión para adultos mayores aumenta-
rá de los 3 850 pesos bimestrales de la actualidad a 4 800 en 
2023 y poco más de 6 000 en 2024. 

Y tanto la recuperación económica como el mayor esfuerzo 
en el gasto social han generado algunas señales alentadoras en 
los indicadores que interesan a los asalariados mexicanos y a 
las grandes mayorías depauperadas por el neoliberalismo:

• Se recuperó el nivel de empleo anterior a la pandemia e, 
incluso, el empleo formal en el sector privado –con seguri-
dad social y prestaciones-, medido de acuerdo con los registros 
del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), alcanzó en 
agosto de 2022 la mejor cifra para ese mes en 20 años, con 
157 400 puestos de nueva creación (lo que supera la meta de 
100,000 nuevos empleos mensuales considerados suficientes 
para ocupar a los individuos que se incorporan a la Población 
Económicamente Activa), aunque en los ocho meses que van 
del año se han creado 616,718 empleos de los 800 000 esta-
blecidos como meta, lo que deja un déficit de 183 282.

• De acuerdo con el IMSS, al cierre de agosto de 2022 el 
salario base de cotización promedio de los empleos registrados 
en esa institución era de 484.3 pesos diarios, lo que representa 
un incremento nominal de 11.5 por ciento, el más alto de 
los últimos veinte años. Y desde 2019 este salario ha experi-
mentado incrementos iguales o superiores a 6 por ciento.  Por 
su parte, el salario mínimo aumentó 22 por ciento en 2022, 
el mayor incremento en 34 años, con lo que pasó de 141.70 
a 172. 87 pesos diarios. Con esto, las remuneraciones en el 
sector formal acumularán un 38 por ciento de aumento en lo 
que va del sexenio, mientras los salarios mínimos lo harán en 
64 por ciento. 

• El indicador de pobreza laboral retomó su trayectoria 
descendente para situarse en 38.3 por ciento en el segundo 
trimestre de 2022, una cifra más alta que el 36.6 por ciento 
anterior a la emergencia sanitaria pero indudablemente más 
baja que cualquiera de las correspondientes al anterior sexe-
nio.  De acuerdo con el CONEVAL, esta disminución se debe 
principalmente a un mayor número de personas ocupadas que 
abona al aumento del ingreso disponible en los hogares. Tam-
bién se debe al aumento en el ingreso laboral real per cápita 
que, entre el segundo trimestre de 2021 y el segundo trimestre 
de 2022, aumentó 4.8 por ciento, al pasar de $2,747.68 a 
$2,880.91, lo que significan $133.23 pesos más de un periodo 
a otro.

Como se puede ver, los retos derivados de la situación here-
dada por la Cuarta Transformación en materia de empleo, sa-
larios y pobreza son mayúsculos y los avances iniciales fueron 
interrumpidos por la pandemia y por el repunte inflacionario 
que experimenta la economía mundial en la actualidad. Pero 
hay signos de que se están mejorando los indicadores a pesar 
de las adversidades. En adelante, todo dependerá de la profun-
dización del carácter redistributivo del régimen en el poder y 
del mejoramiento de las perspectivas económicas. En un caso 
bastará la voluntad política, pero en el otro será necesario tam-
bién un poco de fortuna.  
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EL ESTADO
AL CENTRO

CARLOS SAN JUAN VICTORIA

Comentario a “Despejar la ecuación: el México de López 
Obrador y la “cuarta transformación”1: se propone en este im-
portante artículo publicado en la revista Polis este año, que hay 
en curso un cambio efectivo del Estado y de sus relaciones con 
la sociedad promovido por la llamada Cuarta Transformación 
(4T), en un escenario que ya no es igual al que nos acostum-
bró el neoliberalismo. Y a la vez, que esta transformación es 
paradójica, modifica áreas estratégicas del Estado, pero no ha 
resuelto las mediaciones de su relación con la sociedad.  Es po-
sible entonces que sea parte de una larga historia de cambios 
de arriba hacia abajo, sin convocatoria y participación de los 
grupos populares afectados. 

Entiendo estas afirmaciones como hipótesis de trabajo que 
ya aterrizan en caracterizaciones de los espacios que se trans-
forman. Reflejan en parte a un segmento de autores que recu-
pera y que engrosan una bibliografía sobre el tema, y, por lo 
tanto, es un “estado del arte” orientado a la comprensión que 
al enjuiciamiento del proceso estudiado y que se sedimenta se-
gún avanza la experiencia de este gobierno. En su formulación 
paradójica aporta un carácter polémico como una importante 
contribución a una agenda de investigación y reflexión cada 
vez más sólida y comprometida con la comprensión de este 
fenómeno sorprendente, más allá de las luchas del momento y 
sus deslindes a favor y en contra. 

A contracorriente del “sentido común” de la comentocracia 
y los medios masivos orientado a afirmar  la “destrucción de 
las instituciones democráticas” como tarea sistemática de este 
gobierno; señala las áreas específicas donde está ocurriendo 
una transformación positiva, en coincidencia con varios au-
tores, pero lo coloca en otro rango teórico y político: el papel 
del Estado, el gran ente que es eje de la vida pública y de su 
gestión, deslindando así su propuesta de otros acercamientos 
que mencionan las partes, pero no al sujeto mismo que les 
integra y da sentido. 

Es un “regreso al Estado” como problema central de la co-
yuntura luego de que la reflexión política se centró en subsis-
temas de partidos, de instituciones democráticas, de medios 
y de opinión pública, y de “ingeniería” constitucional y que, 

además de esta vocación hacia las partes, se “despolitizó”, colo-
cando los problemas en un limbo donde el conflicto y sus ten-
dencias sólo existen como oposiciones abstractas, por ejemplo,  
democracia versus autoritarismo o populismo, y muy poco 
con los campos de lucha política y social de cada momento.  

Es un regreso afortunado el que realiza en “Despejar la 
ecuación” al menos en dos sentidos. Retoma el florecimiento 
del pensamiento crítico registrado en los años setenta en una 
coyuntura también decisiva, cuando los socialismos y las muy 
diversas variantes de estados de bienestar y de desarrollismo 
nacionalista entraban en crisis y se anunciaba la desestructu-
ración que le abrió paso al neoliberalismo. Fue un momento 
de alta intensidad donde el Estado se colocó al centro de las 
reflexiones, con influencias estructuralistas (Althusser y Pou-
lantzas) y de la filosofía de la praxis (Gramsci). 

Ahora, cuando las secuelas sociales y políticas de la gran 
crisis del 2008-2009 sacuden al sistema neoliberal, con des-
bordes a escala nacional por la derecha y la izquierda de su 
consenso dominante, vuelve a regresar la cuestión del Estado. 
Ya no, como ocurrió en los setenta, con el signo negativo de 
generar las crisis, sino con un signo positivo, como regulador y 
estabilizador del sistema o bien como eje de su gradual supera-
ción en las experiencias latinoamericanas muy diversas que se 
mencionan como “progresismo”. El autor se planta en ese dile-
ma actual y en gesto decisivo de continuidad teórica, muestra 
la vigencia de la “ecuación social” de René Zavaleta, tal vez el 
mayor referente teórico en nuestra América, planteada justo 
en el hervor de los años calientes de los años setenta. 

EL ESTADO

“Como parte de una historia nacional, el gobierno que 
encabeza AMLO expresa la consolidación de una tenden-
cia al seno de la sociedad que perfila una transformación 
del Estado y el emplazamiento de un nuevo orden político. 
Para decirlo con el lenguaje más clásico, un cambio gradual 
que derivará en una modificación de porciones significati-
vas del régimen político. Entendemos de manera amplia al 
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régimen político como un conjunto de instituciones que 
amalgaman al conjunto de las fuerzas sociales y políticas, a 
partir de articulaciones específicas como lo son los partidos 
y sus programas, el lugar del mercado en la sociedad, el 
papel del Estado como regulador de la vida social. Demos-
traremos que el gobierno de AMLO expresa un cambio en 
la “ecuación social”, en la medida en que vincula “sociedad 
civil y sociedad política” de manera distinta, pero también 
porque modifica el significado propio de esos componentes. 
Así, el gobierno de la 4T es un replanteamiento de la “ecua-
ción social” existente, antes que la sustitución de ella.”2

 
En este texto el Estado es un ente con arquitectura y sentido 
propio e inserto en relaciones con la sociedad. Puede tener 
rangos de autonomía y está cruzado por relaciones sociales y 
políticas enmarcadas en un régimen político, o la articulación 
de la sociedad política y la sociedad civil dependiendo del con-
tinente teórico desde el que se le nombre. A lo largo de su 
ensayo trata en primer lugar el espacio de la transformación al 
interior del Estado y luego las modificaciones en las relaciones 
con la sociedad, tres mundos societales en la inmensa plura-
lidad de la sociedad mexicana: empresarios, clases medias y 
segmentos populares. En estos pilares estatales y de relaciones 
con la sociedad descansa la pregunta teórica de si en México se 
ha “despejado la ecuación”, es decir, si se pasa de un régimen 
político a otro.

LAS TENDENCIAS QUE MOLDEAN A LA 4T

El proyecto de la 4T es resultante de dos trayectos, propone 
Jaime. Por un lado, el cambio que realiza el neoliberalismo en 
el lugar del Estado, que disminuye su capacidad para regular 
la vida social y su capacidad soberana, es decir, como poder 
supremo. El Estado se “achica “y a la vez se expande el lugar 
y el papel de los mercados. Y por otro lado la ruta de un líder 
local que asciende a líder nacional a través de movimientos y 
causas populares y a una tendencia social y política de fuerte 
raigambre en el país, lo nacional – popular. 

Me detengo primero en la importante idea del cambio neo-
liberal en el Estado, y que consiste en un desgaste de su figura 
y función ya sea por la corrupción entre elites políticas y eco-
nómicas que controlaban sus decisiones, la delegación de sus 
responsabilidades públicas de gestión a manos empresariales, y 
una reestructuración de sus procesos decisorios con la creación 
de “organismos autónomos” en diversas áreas de economía y 
de la política, que restringieron su ya mermada autonomía. 
De manera particular resalta la sangría de recursos y facultades 
del Estado que se realizó con una variedad extensa de expe-
dientes: la extrema riqueza exenta de pagar impuestos, el robo 
del patrimonio federal con estafas maestras o huachicol, y un 
largo etcétera.

“La 4T colocó en el centro del huracán la captura del 

Estado para (favorecer) los intereses privados. Varios fueron 
los frentes que se abrieron en este tramo de la reforma del 
Estado. El objetivo ha sido el de modificar la relación de los 
grupos empresariales con las instituciones del Estado. (…)  
Un conjunto de elementos que aspiran a la recuperación 
soberana de fracciones de la vida social, en las que se había 
dejado el control a los privados.”3 

Sigue así varios frentes de acciones que en efecto se propo-
nen recuperar no sólo los recursos económicos, el excedente 
transferido a los más ricos, sino sobre todo a la “recuperación 
soberana” de la gestión y regulación social. Los años noventa 
y parte del siglo XXI popularizaron en el mundo las “reformas 
del estado” que persiguieron adecuar al aparato estatal como 
una formidable maquinaria de transferencias y de fomento a 
la sociedad de mercado, y a la captura de instituciones como 
transición democrática hacia la transparencia y el control ciu-
dadano del Estado.  Nuestro autor considera que la 4T en los 
hechos hace una reforma de esas reformas, emprende el cami-
no inverso para restablecer su autoridad, sus campos de acción 
y su financiamiento y gasto. 

En el otro trayecto que moldea a la 4T, resalta que el líder 
popular de masas, Andrés Manuel López Obrador, luego se 
convierte en un hábil dirigente nacional del PRD con el que 
logra las más altas votaciones, y un jefe de gobierno eficiente 
de la ciudad de México donde se muestra un modo de gober-
nar que ya anuncia lo que sería, 12 años después, su ejercicio 
como presidente del país. Se destacan tres rasgos: colocar en 
primer plano público a los pobres y a programas de apoyo con 



26

ambición de universalidad (el apoyo a los adultos mayores) y 
a la vez, concretar alianzas y climas que permitieron una con-
junción de inversión pública y privada exitosa, con una forma 
de comunicación en formato de conferencias de prensa en la 
mañana, donde dictaba la agenda pública local y en ocasiones, 
la nacional.  

Pero tal vez lo más innovador del planteamiento del autor 
con respecto a este otro vector es la recuperación explícita que 
hace nuestro autor de lo nacional popular y su fuerte vínculo 
con la llamada 4T, que se reclama parte de un trayecto histó-
rico republicado, signado por tres momentos previos de irrup-
ción popular en la política y de reafirmación de la vida pública 
republicana. 

“Desde nuestra caracterización, corresponde a una reinven-
ción de lo “nacional-popular”, trayecto político e ideológico 
con fuerte raíz en la nación mexicana. Siguiendo la definición 
lanzada por el ya citado intelectual boliviano, René Zavaleta, 
lo nacional-popular es un proceso socio-político en el cual la 
disputa por el excedente social va en paralelo de la transfor-
mación de la “ecuación social” (Zavaleta, 2008), es decir, en 
el vínculo relacional que tienen sociedad política (el Estado) y 
la sociedad. Es decir, un cambio en la forma en que la riqueza 
de la sociedad, mediada por el Estado, se reparte y utiliza, al 
tiempo que se ensanchan figuras y formas democráticas exis-
tentes o se crean nuevas”4 

Y agrega: “Lo “nacional-popular” no es un proyecto “anti-
capitalista”, sino un horizonte de construcción sociopolítica 
que involucra el fortalecimiento del Estado y su capacidad de 
intervenir, en favor de los grupos populares, frente al orden de 
los intercambios privados generalizados (el mercado), el cual 
no aniquila, pero busca gobernar, ya sea por medio de la con-
tención o de la regulación.” (p. 87) Es por tanto un proyecto 
para luchar por formas históricas de capitalismo y transitar de 
un modo, dominado por las relaciones de fuerza mercantiles 
incluida la política, hacia otro que reequilibre a las fuerzas so-
ciales, se ganen derechos y terrenos de lucha menos hostiles 
para las clases populares y adquiera mayor capacidad soberana 
el Estado para reorientar al país.  Habría que subrayar que esa 
pugna por modificar relaciones de fuerza dentro del capitalis-
mo no es un error de estrategia sino el estado actual de las lu-
chas sociales y políticas que no apuntan hacia una revolución 
del sistema.  

El autor agrega otro asunto esencial para entender no sólo 
el triunfo electoral de la 4T, sino también, según este comen-
tarista, para explorar la gobernabilidad resultante. Señala que 
hay una “reinvención” de este trayecto con fuerte raíz en la 
historia mexicana, y que de la política de masas se salta hacia 
una “activación de la protesta ciudadana” que se orienta ha-
cia la arena electoral, aunque existan resortes de movilización 
social importantes, para confrontar al pacto oligárquico que 
conduce al Estado y a la nación. Se dibuja así la forma pacífica 
y legal para acceder al gobierno, concentrada en la moviliza-
ción ciudadana para ir a votar, pero también, como veremos, 

un sustrato importante para la forma realmente existente de 
relación entre gobernantes y gobernados. 

LAS RELACIONES ENTRE ESTADO Y SOCIEDAD

Una vez ubicadas las áreas al interior del estado donde se re-
gistran los síntomas mas precisos del cambio, nuestro autor 
encara la otra gran dimensión de las transformaciones en cur-
so, en su ritmo y tendencia en ocasiones inciertas y aún sin 
consolidaciones plenas, vale decir, en proceso: 

“La característica principal del gobierno de AMLO es 
la de transformar el régimen político, a partir de la modi-
ficación de instrumentos de procesamiento de conflictos y 
articuladores  entre las distintas instancias de la vida social. 
Quizá la expresión conceptual más acertada  sea la de las 
mediaciones y los mediadores. AMLO y la 4T proponen 
una transformación de  las mediaciones que vinculan al 
Estado con la sociedad y parcialmente de las que lo articu-
lan  con el mercado. De tal manera los mediadores anterio-
res con la sociedad han sido desplazados y aún no se han 
sustituido por otros, en tanto que frente al mercado se ha 
optado por una  estrategia de retirada de su influencia en 
ámbitos de decisión política y pública” (p. 90) 

En el texto se encuentran tres franjas de la relación con la so-
ciedad donde se advierten estas modificaciones que se concen-
tran en la idea de las mediaciones y los mediadores. Una es la 
de las relaciones con los empresarios, distinguiendo entre los 
que concentran poder, riqueza e influencia, y la base social de 
esta clase, una extensa red de medianos y pequeños empresa-
rios. La otra franja son las llamadas clases medias haciendo 
referencia preferente a la que es parte de redes de poder, con 
recursos para intervenir en lo social y en la política y que tu-
vieron una fuerte relación de colaboración con los gobiernos 
neoliberales anteriores. La tercera es la parte baja de la pirámi-
de social mexicana, su extensa base social donde las mediacio-
nes organizativas y de interlocución popular con los gobiernos 
también sufrió cambios y desplazamientos selectivos con el 
neoliberalismo y que no se mencionan. Por ejemplo, recon-
figurando sus papeles de acompañamiento en la educación y 
generación de propuestas de gestión sobre problemas locales, 
asesorías en el conflicto y mediaciones con redes de abogados, 
de creación de frentes con organizaciones hermanas y expre-
siones políticas. Esta amplia agenda de asuntos ligados a la 
construcción de capacidades populares se concentró en el rol 
de interlocutores para “bajar recursos” de los programas fede-
rales. No en todos los casos, pero se facilitó que los mediadores 
crearán nichos de poder con clientelas hacia abajo y ligas con 
segmentos de las burocracias gobernantes y sus políticas. Otro 
asunto que aparece poco explotado en la bibliografía en mar-
cha sobre la 4T y lo que hereda. 

En acuerdo con otros autores, distingue que la tensión que 
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introduce la 4T en su relación con los grandes corporativos, 
los organismos empresariales habitualmente controlados por 
ellas, y los gobiernos. No se propone una ruptura frontal sino 
dar bases para otro trato y ese punto es esencial para considerar 
el papel de las mediaciones en la gobernabilidad que anuncia el 
nuevo gobierno. Los arropa con ventajas específicas (no impo-
ner una reforma fiscal y congelar los impuestos, por ejemplo) 
y les exige cumplir con las normas existentes, por ejemplo, pa-
gar sus impuestos con un sistema de recaudación mejorado, o 
no ejercer el tráfico de influencias para lograr licitaciones. De 
ese modo se logra un objetivo político: pierde centralidad la 
gran empresa corporativa, se nulifica su influencia política en 
las decisiones de estado, pero sin arrojar al sector empresarial 
hacia los opositores. 

Al referirse a la “sociedad civil” en realidad menciona, 
como ya se dijo, a una parte de un universo de organizacio-
nes y grupos  “mediadores” entre segmentos muy específicos 
de poblaciones y sus problemas, la constituida por los grupos 
más beneficiados por la reorganización social de los media-
dores ocurrida durante el neoliberalismo, quien confrontó o 
transformó a una buena parte de la otra sociedad civil, ligada 
a movimientos y a poblaciones con causas específicas. Jaime 
menciona a las organizaciones de científicos que capturaron al 
CONACYT, la instancia financiadora y dadora de reconoci-
mientos al salario base de muchos profesores e investigadores, 
así como a las abiertamente ligadas a empresarios, así como los 
grupos de expertos y especialistas que coparon otras institucio-
nes autónomas y en mucho como resultado de negociaciones 
políticas de partidos y de lobby de intereses. A diferencia de lo 
que ocurre con los empresarios, aquí se registra una confronta-

ción abierta en la idea estatal de desplazarlos de los nichos que 
habían conquistado y en contraparte, estos segmentos se su-
man a las críticas de las oposiciones de derecha proempresaria-
les. El resultado de esta polarización es alto, dice Ortega, pues 
en las elecciones del 2021 el partido oficial, Morena, pierde en 
grandes ciudades con altos índices educativos. 

Las relaciones entre Estado y sociedad cierran con un pro-
blema: lo que a juicio de Ortega y otros analistas como Gusta-
vo Gordillo y Carlos Illades, es un grave hueco:  la población 
más castigada por el neoliberalismo si bien recibe de manera 
directa diversos apoyos, carece de sus mediadores tradiciona-
les, es decir, hay una política deliberada que  “Ignora” a orga-
nizaciones campesinas, obreras y crea varias tensiones con mo-
vimientos sociales importantes, como las mujeres y las causas 
de pueblos originarios por territorio y gobiernos propios. La 
acción del estado, a diferencia de lo que ocurre con los empre-
sarios, desplaza a una extensa capa de mediadores y a la vez, 
no crea una nueva capa. Así se configura una paradoja, la de 
una 4T que apela discursivamente al pueblo, pero no propicia 
que se convierta en sujeto activo de esta transformación. Pero, 
además, aparece un problema sustantivo: ¿cómo gobernar a 
una sociedad abigarrada para la cual el Estado ha requerido de 
manera histórica de mediaciones y mediadores?

Así, el cierre del texto se consolida la idea expuesta al inicio. 
El trayecto de la 4T se puede caracterizar como un “momento 
nacional popular” de acuerdo con la noción conceptual de Za-
valeta, un momento de lucha por otra forma de capitalismo, 
no por su superación, que sin embargo logra cambios en su 
régimen político sin sustituirla por otra ecuación social, asun-
to que se evidencia en el manejo de las mediaciones con la 
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sociedad. Su grave saldo es que carece de una salida de mo-
vilización social que fortalezca al campo popular.  “AMLO es 
un líder de masas que no convoca a las masas”. Transforma de 
arriba hacia abajo sin mediaciones societales. No cumple con 
el “populismo clásico”, no se ha registrado la acción del pueblo 
como actor que se moviliza y se confronta con las élites oligar-
cas. Su relación con la sociedad se realiza a través de formatos 
de universalización de apoyos que no fortalecen al tejido de las 
mediaciones organizativas.  Por lo tanto y de manera paradó-
jica México “despeja” su ecuación social. Hay transformacio-
nes ciertas y en curso, el Estado se refunda en sectores clave y 
se transita hacia un escenario diferente al acostumbrado en el 
neoliberalismo, pero es una transformación sin grandes acto-
res colectivos y empujando el proceso. 

HACIA UNA AGENDA ABIERTA

El artículo “Despejar la ecuación: el México de López Obra-
dor y la “cuarta trans- formación”, como ya se dijo, una fun-
dada y polémica intervención que aporta al esfuerzo colectivo 
por comprender la experiencia singular de la 4T. Deja al lector, 
como fue mi caso, en ánimo de coincidir y también con pre-
guntas sobre tan importante esfuerzo. Hago un breve esbozo 
de las principales en ánimo de imaginar a ese esfuerzo colec-
tivo como una agenda abierta de problemas que las comuni-
dades involucradas logren consolidar, en ánimo respetuoso de 
compartir coincidencias y diferencias.

Un tiempo incierto: “Despejar a la ecuación social”, ubicar 
las transformaciones dentro del Estado y el régimen político 
(articulaciones de la sociedad política con la sociedad civil) 
ocurre en un tiempo muy agitado donde irrumpen aconteci-
mientos inesperados. Son años de fractura de la globalización 
donde las reglas aceptadas empiezan a cambiar: se negocia con 
Trump con tarifas arancelarias que supuestamente ya no se 
utilizan entre países con tratados de libre comercio, por dar un 
ejemplo. Irrumpe la pandemia y la parálisis social y productiva 
que abre la puerta, con otros acontecimientos, a una crisis de 
dimensiones globales, su signo, la caída estrepitosa de las mo-
nedas y bolsas. De ahí que un primer criterio para evaluar a la 
4T consistiría en cómo navegó y navega estas aguas agitadas, 
retos fuera del Plan imaginado, y que desafiaron su capacidad 
de conducción. Estas irrupciones de lo inesperado se asoman, 
pero no se concretan en el análisis del tamaño de sus desafíos. 

El reino de la contingencia: La naturaleza de la política del 
periodo de la experiencia 4T se puede reflejar en parte en la 
idea-metáfora de la guerra de posiciones gramsciana: un labe-
rinto de construcción institucional y de poderes de facto, muy 
complejo y erizado de trincheras preparadas de antemano, con 
amplios recursos que se ejercen en cada coyuntura y  abriendo 
varios frentes para defender cada nicho de poder que se intente 
arrebatar. El autor explora ese terreno y abre una buena bre-
cha en el problema mayor, la comprensión que ahora debemos 
tener, con los paisajes frescos y vigorosos de las batallas aún 

en curso, de la hegemonía neoliberal, y que requiere del re-
conocimiento y exploración de ese extenso laberinto. Sin em-
bargo, no queda clara la exposición de un “régimen político”, 
del modo fino de enlace de la sociedad política y la sociedad 
civil que produjo el neoliberalismo y que es el terreno de lucha 
de esta guerra de posiciones. La rehechura constitucional y 
de leyes secundarias, así como la colonización a fondo de los 
poderes republicanos, una vigorosa “sociedad civil burguesa” 
de corporaciones, organizaciones, medios masivos, control de 
la opinión pública y de las narrativas de cada suceso; esfuer-
zos por articular oposiciones sociales muy valiosas y legítimas 
(mujeres y pueblos, Ayotzinapa) con sus frentes y agendas. Y 
otro muy dúctil y evanescente, el poder blando, amable o se-
ductor, pero que forma las bases de un “sentido común” que 
luego se puebla de razones, los resortes más profundos que 
configuran las subjetividades: el consumismo, el crédito y los 
modos de vida ejemplares, la actitud del espectador ante el 
desfile de la “realidad” de las pantallitas, la blanquitud en una 
sociedad estamental, clasista y racista; la creación de fobias y 
filias en redes, y un largo etcétera. La hegemonía neoliberal es 
muy dúctil y extensa, afecta incluso y de manera muy fuerte a 
la teoría y a los conceptos. ¿Es o no el “populismo” como cate-
goría normativa, que distingue en ejercicios de poder intelec-
tual lo “normal” de lo “anormal”, lo “civilizado” de las barba-
ries pasionales, una categoría que debería ser revisada a fondo, 
un asunto de la hegemonía neoliberal en el terreno sofisticado 
de las teorías? Sin esa revisión lo nacional popular será visto 
de manera externa y ajena, asunto a corregir o evitar, no como 
una fuerza de imaginarios que hay que resignificar y potenciar. 

¿Qué significa “despejar la ecuación” en el análisis fino de 
los terrenos de lucha heredados para las clases populares, se 
mantiene la derrota laboral en el derecho, en las negociaciones 
del salario, en el reconocimiento de sindicatos democráticos, 
por dar un ejemplo? ¿Qué significa cómo trayecto posibles 
para desmantelar esa formidable construcción hegemónica, 
pensar por ejemplo en procesos prolongados, de varios sexe-
nios, para afectar en serio a este laberinto fortificado y armado, 
en esfuerzos con múltiples frentes en cada coyuntura? ¿cómo 
incidir en el “sentido común”, el cemento que cohesiona a los 
de arriba y a los de abajo? 

EL PROBLEMA DEL MANDO

Es desde el terreno de esta guerra de posiciones complicada 
con la irrupción de eventos inesperados y de gran calado que 
se tendría que tratar de comprender el problema del Mando, 
es decir, si el gobierno de la 4T tuvo la capacidad para condu-
cir sus intenciones de cambio, en otras palabras, si convierte la 
potencia que le ofrecen las elecciones del 2018, en poder para 
conducir un proceso. En América Latina ese conjunto hetero-
géneo llamado progresismo, es un abanico al respecto: en el 
extremo Perú con un gobierno acosado que dedica su mayor 
esfuerzo a preservarse. En medio, Argentina y en parte Chile 
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con poderosas oligarquías y capturas de su poder judicial y el 
Congreso que avanza con mucha dificultad. Y en el otro extre-
mo, México y Bolivia cuyo ritmo de avance y cristalización de 
objetivos es intenso. 

México destaca pues en lugar de experiencia previa en el 
progresismo como Bolivia, afronta a una de las construccio-
nes más sólidas de instituciones, poderes civiles y sentido 
común tal vez semejante a la de Chile. Y, sin embargo, sin 
dejar de señalar deficiencias y huecos, resaltan un consistente 
avance en varios frentes. ¿Cómo se formó ese Mando, sólo 
es el liderazgo de un personaje, hay detrás un tejido de áreas 
del ejecutivo federal, cuál es la importancia en ese sentido 
de Hacienda y el Ejército, hay tejidos de coaliciones amplias 
que entretejen al estado y a la sociedad, o es un fruto frágil de 
decisiones de fuerza? 

ESTADO Y SOCIEDAD

El autor aporta ya un análisis esencial de las mediaciones y 
en ese contexto se pregunta por la gobernabilidad de una so-
ciedad muy heterogénea y los riesgos potenciales de la in-
gobernabilidad. Y con ello aparece otro foco, otra perspecti-
va que habrá que profundizar desde este terreno espinoso y 
conflictivo de la guerra de posiciones. ¿Ha existido en estos 
años agitados algo parecido a una crisis de gobernabilidad? 
¿La sociedad abigarrada y compleja se ha desgarrado en algún 
momento, sea en sus franjas de clases empresariales, medias o 
populares? ¿Se han pervertido las dinámicas republicanas y se 
ha vivido la supresión de algún poder? ¿Los procesos electo-
rales se convirtieron en confrontación civil o en pleitos jurí-
dicos interminables? ¿Se han amenazado las libertades civiles 
o las garantías sociales? En mi opinión hay evidencias de una 
estabilidad social, política, republicana y democrática con 
focos potenciales de desestabilización. Y por ello se sostiene 
la siguiente pregunta ¿Qué está ocurriendo en esta relación 
Estado -sociedad que no se descarrila? 

EL PODER AL CENTRO

Colocar al centro al Estado implica un regreso vigoroso a pen-
sar la política en su entramado de poderes, y a lo social como 

una potencia capaz de generar poder. ¿Qué es lo que está en 
juego en esta guerra de posiciones, la precariedad del Estado 
chico en atribuciones y recursos o, sin descartar lo que pare-
ce más un efecto,  una reorganización de la jerarquía de los 
poderes, rehacer a uno como soberano y lograr la progresiva 
supeditación de una constelación inmensa de poderes bajo las 
reglas de una nueva gobernabilidad?  

¿No ocurre algo parecido en las relaciones entre el Estado y 
la sociedad, donde las mediaciones y los mediadores, con un 
poder derivado de su función, afrontan ese dilema, o se re-ads-
criben en una reorganización de esa jerarquía que les reubica 
sus funciones y les despoja de una acumulación de atribucio-
nes y roles que se crearon en el neoliberalismo o quedan fuera 
del contacto directo entre Estado y sociedad? ¿Abona sólo a 
su destrucción o abre también otra ruta hacia su refundación?

El ensayo que comentamos me parece entonces una contri-
bución sustantiva a este ya importante incremento de libros, 
artículos y ensayos que se proponen comprender las muchas 
singularidades de la experiencia de la llamada 4T. Aún faltan 
muchos de sus espacios por explorar. Faltan por ejemplo los 
estudios regionales y a ras de tierra tanto de lo macro como 
de lo micro, las experiencias productivas, de construcción de 
un orden social propio, como lo que se avista con el Plan de 
Justicia para el pueblo Yaqui, una propuesta nacida de sus au-
toridades y expertos para gobernar y desarrollar su región, y de 
las coordinadoras como Agua para Todos, agua para la vida. Y 
en esa ruta de ánimos que apuesten a la comprensión, que re-
conozca insuficiencias y errores y con capacidad crítica y pro-
positiva , se perfile una Agenda abierta de diálogos por donde 
avance el combate de ideas a favor de  “despejar la ecuación” 
mexicana.  
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MÉXICO

PARA RECUPERAR 
PODER SOBRE

LA CIUDAD

J. RODRIGO MORENO ELIZONDO Y SELENE LAGUNA GALINDO

INTRODUCCIÓN

El problema inquilinario es uno de los más importantes de 
abordar para la organización popular y para la izquierda. El 
fenómeno expresa la extensión del proceso de valorización del 
capital en las condiciones de reproducción de la fuerza de tra-
bajo y en las unidades domésticas, estrechamente asociado a la 
creación de condiciones para impedir o dificultar el acceso po-
pular a la vivienda. Se intensifica la precarización de las clases 
oprimidas pues el fenómeno inquilinario agudiza la extracción 
de excedente a las clases trabajadoras y erige intermediarios en 
la dominación de clase con la formación de pequeños burgue-
ses, capitales pequeños y medianos alimentados de las rentas. 
Ello vela las relaciones de explotación y una dificultad en la 
identificación del adversario en el sistema capitalista.

El centenario de la huelga de 1922 permite pensar el tema 
desde varias aristas. Por un lado, las contradicciones estructu-
rales del desarrollo capitalista en la época, pero también los 
elementos subjetivos, de construcción del sujeto político y de 
acción que emergieron en el momento y se transformaron en 
un movimiento con reivindicaciones permanentes con diverso 
grado de profundidad y horizonte. Por otro, la reemergencia 
del problema de la vivienda, de las unidades domésticas, de 
las condiciones de reproducción de la fuerza de trabajo y de 
las ciudades en las formaciones socioeconómicas periféricas en 
un momento de agotamiento del ciclo de acumulación capi-
talista en el paso del modelo de desarrollo por sustitución de 
importaciones a la reestructuración neoliberal. Finalmente, la 

vigencia del problema, las posibilidades y límites de las reivin-
dicaciones, los grados de articulación de la ruta para recuperar 
el poder sobre la ciudad en el presente.

En los tres momentos nuestro objetivo consiste en recupe-
rar el significado en la lucha inquilinaria para los procesos de 
apropiación popular de la ciudad, entre la recuperación de una 
cuota de poder sobre ella y la producción alternativa del espa-
cio urbano. Así, planteamos una reflexión sobre el potencial, 
los alcances y linderos de las demandas, así como su actualidad 
y vigencia. También buscamos abordar el movimiento a partir 
de los aprendizajes que aportan los procesos en términos del 
sujeto político, de sus capacidades organizativas y de articula-
ción para construir una fuerza popular, de construir orgánica-
mente un poder popular como germen de la recuperación del 
poder sobre la ciudad.

1. LA HUELGA DE 1922 Y EL NACIMIENTO
DEL MOVIMIENTO INQUILINARIO

En 1922 estalló una huelga de arrendatarios en un núcleo eco-
nómico primordial de la época porfiriana y de las primeras dé-
cadas de la revolución: el puerto de Veracruz. La huelga fue el 
resultado del crecimiento urbano producto del desarrollo indus-
trial porfirista, que continuaron en los primeros años del perio-
do posrevolucionario. Por tal motivo, el proceso se extendió a los 
centros urbanos más importantes de México: Distrito Federal y 
Guadalajara. Si bien constituyó un movimiento en sí mismo, 
también se desencadenó una tendencia con reivindicaciones, 

PASADO Y PRESENTE DEL
MOVIMIENTO INQUILINARIO
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formas de organización y de lucha a lo largo de la década. La 
ola llegó en los meses y años siguientes a ciudades del Golfo 
de México en Tamaulipas, Tabasco y Yucatán, pero también a 
Puebla, San Luis Potosí, Zacatecas, Aguascalientes, Guanajuato, 
Monterrey y Ciudad Juárez. En algunos lugares se prolongó has-
ta 1925 y en otros un par de años más. Ahí emergió con fuerza 
el movimiento inquilinario en México.

Dicho movimiento fue posible por diversos factores dentro 
del territorio nacional:

1) La circulación de ideas y experiencias de lucha inquili-
naria en importantes centros urbanos capitalistas, así como 
en ciudades de América Latina. Esa experiencia circuló por 
medio de migrantes que nutrieron las tradiciones y expe-
riencias locales.
2) Una importante experiencia organizativa acumulada del 
sector con la formación de organizaciones defensivas frente 
a los casatenientes, las cuales adquirieron la forma sindical. 
De ahí la asunción de ciertas formas de lucha como la huel-
ga de pagos y la ocupación para cortar el flujo de excedente 
extraído por el rentista.
3) La vinculación con anarquistas y organizaciones comu-
nistas, cuyos objetivos convergieron en la búsqueda de or-
ganizarse con el sector y promover una huelga. Esto impri-
mió un sentido político al descontento en un segmento no 
controlado por la Confederación Regional Obrera Mexi-
cana (CROM). A pesar del elemento consciente, la movi-
lización espontánea superó las capacidades de estos actores 
políticos.
4) Las banderas que plantearon, como la regulación de los 
alquileres a la toma y/u obtención de terrenos para la cons-
trucción de viviendas, se convirtieron en una herencia de 
intervención radical en la producción del espacio urbano.

También es cierto que, desde entonces, aquella huelga y el mo-
vimiento que originó nos dan pistas importantes y aprendiza-
jes sobre cuestiones fundamentales:

1) Las tensiones que representaron las disputas y divisiones 
entre el conjunto de la izquierda; es decir, la falta de unidad 
entre las fuerzas políticas que influyen en el sector, sus orga-
nizaciones y en el movimiento.
2) Por tanto, la falta de unidad entre el conjunto de organi-
zaciones del sector para constituir un movimiento con po-
der y capacidades de construcción de un programa político 
común, así como de hacerlo valer.
3) La identificación del adversario principal a vencer con 
el casero, pequeño burgués dependiente de sus rentas, y 
no con las relaciones de clase y de propiedad vigentes san-
cionadas por el Estado, así como el sistema capitalista en 
conjunto. 
4) La restricción de las demandas a su alcance mínimo en 
las modificaciones o matices en términos del alquiler y no 

en términos de la propiedad, del derecho a la vivienda, del 
derecho a la ciudad, de la recuperación del poder sobre la 
misma y de la transformación orden social y político en 
conjunto. 
5) Finalmente, la pérdida de autonomía y la subordinación 
a las relaciones corporativas desarrolladas a finales de la dé-
cada que tuvieron continuidad en los años siguientes.

2. REIVINDICACIONES INQUILINARIAS
EN EL CENIT Y NADIR DEL MOVIMIENTO 
URBANO POPULAR

Si bien las reivindicaciones de inquilinos estuvieron presentes 
a lo largo del siglo XX no se constituyeron en un movimien-
to autosuficiente de amplia base social. La naturaleza de las 
reivindicaciones le imprimió una volatilidad por el carácter 
transitorio de la circunstancia inquilinaria y el mayor atractivo 
de su horizonte más amplio y radical con la apropiación del es-
pacio urbano y la producción social del mismo en la obtención 
y/o producción autónoma de vivienda. Lo anterior también se 
debió a que a partir mediados de siglo en varios centros urba-
nos la apropiación de la tierra en las periferias de las ciudades 
se dió a través de la incorporación informal al mercado de las 
mismas, por adquisición y en menor medida por tomas, frente 
a una fuerte ausencia del Estado y del capital, con lo que se ge-
neraron tensiones entre campesinos y las clases de los sectores 
populares urbanos. 

Lo anterior dio lugar a un espacio urbano ya producido con 
contenido popular, aunque no necesariamente con contenido 
político democrático alternativo o de cuestionamiento del or-
den social y político. Luego el Estado buscó regularizar dicho 
espacio producido e insertarlo al mercado para beneficio de 
segmentos de la pequeña burguesía y del capital interesados en 
la explotación del suelo. 

Las reivindicaciones del sector inquilinario fueron absorbi-
das en el proceso de integración dirigido por el Estado o bien 
se agruparon de manera minoritaria como una parte del aba-
nico de reivindicaciones del movimiento orgánico que buscó 
fundar el bloque promotor de la Coordinadora Nacional del 
Movimiento Urbano Popular (Conamup), llamada así desde 
1981, estructurada por la acción de organizaciones políticas de 
izquierda socialista y organizaciones populares. La reestructu-
ración neoliberal, la crisis, la represión estatal, las concesiones 
para recomponer la hegemonía de las clases dominantes, los 
pendientes de consolidación de la estructura de coordinación y 
el predominio de reivindicaciones como la regularización de la 
tierra, dotación de servicios públicos o la lucha por la vivienda 
definitiva, imprimieron a las organizaciones inquilinarias y sus 
reivindicaciones el carácter defensivo del conjunto del sector 
y establecieron los límites del programa posible de enarbolar.

Esto no quiere decir que los inquilinos no hubiesen apor-
tado una importante capacidad de lucha y experiencia a ese 
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bloque de organizaciones del sector popular urbano con ho-
rizonte socialista. Las organizaciones inquilinarias aportaron a 
los objetivos de fortalecimiento de la Conamup, en tanto que 
recibieron el respaldo de sus luchas en la ciudad de México y 
otras urbes bajo la política de enfrentamiento regional con el 
Estado capitalista y en la resistencia frente a los desalojos entre 
1981 y 1982. Entre ellas destacaron la Unión de Colonos In-
quilinos y Solicitantes de Vivienda 11 de noviembre (UCISV 
11 de noviembre) y la Asociación de Colonos e Inquilinos In-
dependientes de San Miguel Amantla, Azcapotzalco, mismas 
que sembraron el camino para la realización de un encuentro 
de inquilinos en mayo de 1982, aunque no lograron un peso 
decisivo en la Conamup.

Estas circunstancias incidieron en las posibilidades de la in-
tegración de sus reivindicaciones en las del conjunto del sector. 
En el encuentro de la Conamup de 1982 se agregaron como 
parte de las demandas en torno a la vivienda: el rechazo al des-
alojo y a la derogación de la ley de renta congelada, así como 
la exigencia del alto al aumento desproporcionado de rentas y 
la reparación de la vivienda por parte de los propietarios. Estos 
límites estaban trazados por la capacidad de hacerlos valer, así 
como las dificultades que imponía la defensa de las condicio-
nes de vida frente a la profunda carestía. Lo anterior no fue 
revertido con los esfuerzos de reorganización de la Conamup 
tras el fracaso de los paros cívicos de 1983 y 1984 pues la 
apuesta de organización a partir de subsectores como el de in-
quilinos y la lucha por una ley inquilinaria democrática como 
demanda fueron afectadas por la dispersión y la fragmentación 
sufridas por ese esfuerzo organizativo.

Cuando las afectaciones por el sismo de 1985 reactivaron 
al movimiento popular por el resto de la década, también 
resurgió el subsector inquilinario. En el periodo destacó el 
protagonismo de la Coordinadora de Cuarto Azotea de Tla-
telolco (CCAT), la Unión de Inquilinos y Damnificados del 
Centro (UIDC) y el Comité de Lucha Inquilinaria del Centro 
(CLIC). Sus luchas buscaron trascender las reivindicaciones 
en torno a la regulación de la renta, mayores obligaciones para 
el arrendador o límites a las formas de propiedad urbana y 
se llegaron a plantear la lucha por la vivienda. Por poner un 
ejemplo, organizaciones como el CLIC se integraron en nue-
vas organizaciones dedicadas en particular a la lucha por la 
vivienda, como sucedió con la fundación de la Asamblea de 
Barrios. Ahora bien, aunque continuaron existiendo organi-
zaciones mixtas y propiamente inquilinarias, a finales de la 
década el sector organizado fue realmente minoritario en el 
conjunto de agrupaciones divididas en los distintos referentes 
que también atravesaron a los movimientos urbanos.

En esas condiciones de los sujetos políticos del sector, la 
producción del espacio urbano bajo el neoliberalismo avan-
zó con el desarrollo de los capitales industrial, inmobiliario 
y financiero. Los grandes capitales lograron dominar la pro-
ducción de vivienda urbana, con apoyo de las instituciones 
estatales, de manera paralela a la extensión de las manchas 

urbanas, la expulsión de los sectores populares a las perife-
rias y la limitación del acceso a la vivienda. La gran mayoría 
de  las organizaciones populares sobrevivientes, incluidas las 
inquilinarias, no pudieron hacer frente a la lógica dominante 
y se vieron obligadas a gestionar el acceso a la vivienda en las 
condiciones impuestas, salvo excepciones. La producción del 
espacio urbano por el capital impuso obstáculos a la obtención 
de vivienda digna, pero también ha producido una extraordi-
naria cantidad de inquilinos, aún en condiciones más difíciles 
que las enfrentadas por los huelguistas de 1922.

3. A UN SIGLO: LA CIUDAD, LOS INQUILINOS, 
LAS DEMANDAS, LA HUELGA Y EL MOVIMIENTO

Desde 1922 han sido constantes la falta de acceso a condicio-
nes dignas de vida, el hacinamiento, el aumento desmedido 
del costo de la vivienda, la falta de espacios salubres y de equi-
pamiento público, la falta de mantenimiento de los espacio 
habitables por parte de los propietarios, la falta de seguridad 
en la permanencia de un lugar para vivir, la falta de regulación 
de los costos de las viviendas en renta y el desequilibrio en los 
niveles salariales de las y los trabajadores. Hoy, la condición de 
inquilino es más una constante que una situación transitoria.

La huelga de hace cien años constituye una de las primeras 
expresiones de lo que a partir de la década de 1980 se autode-
nominó movimiento urbano popular. Esta lucha reivindicó, 
aun sin mencionarlo, el derecho a la ciudad y el derecho a ser 
partícipes de las decisiones en materia urbana, más allá de acto 
de memoria, traerlo al presente implica recuperar el carácter 
histórico de las demandas. Así, la huelga inquilinaria, nos per-
mite colocar en la discusión actual problemas estructurales, 
aún no resueltos en la ciudad:

1. La ciudad es reflejo de la desigualdad social y de la socie-
dad dividida en clases en la cual los trabajadores tienen las 
peores condiciones de espacio y de higiene. El suelo urbano 
en las zonas centrales con mejores servicios, infraestructu-
ra y movilidad está destinado a un grupo minoritario de 
población con los mayores recursos. Tal situación también 
se manifiesta en el acceso a las viviendas de alquiler, pues 
quienes tienen menores ingresos sólo tienen posibilidad de 
alquilar en algunas zonas populares. Los espacios centrales 
de la ciudad son inaccesibles.
2. Es casi imposible que las clases populares puedan acceder 
a una vivienda en el mercado formal, primero, porque el 
60 % de la economía es informal y ante ello no es posible 
acceder a créditos de vivienda y, segundo, porque aún es-
tando en la economía formal, los insuficientes salarios no 
lo permiten, es entonces una clase condenada a acceder a 
la vida urbana en las zonas populares por medio de la auto 
producción o del alquiler.
Con sólo observar el caso de la Ciudad de México, uno 
de los centros urbanos donde las relaciones capitalistas de 
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producción del espacio urbano tienen mayor desarrollo en 
el país, podemos tener un panorama de lo que sucede con 
las ciudades y con el sector. Las rentas de menor costo van 
de $6,000 a $7,000 en alcaldías como Iztacalco, Iztapalapa 
o Gustavo A. Madero. Sin embargo, rentar en la Ciudad 
de México inmuebles de dos recámaras, en promedio cues-
ta $22 314 y $36 032 si se trata de inmuebles de cuatro 
recámaras o más. Ese alto costo de la vivienda en renta no 
corresponde a los niveles de ingresos mensuales ni a nivel 
nacional donde el 30 % de la población tiene salarios me-
nores a $ 5,255 y el 39 % gana de $5,256 a $10,510 ambas 
cifras importantes, porque se trata del 69% de la población; 
ni a la ciudad de México donde el salario promedio men-
sual es de $4,520.30.
Vale la pena mencionar que 15.9% de hogares a nivel na-
cional son alquilados. Esta proporción aumenta de mane-
ra significativa en la ciudad de México, donde el 26% de 
las viviendas son rentadas, además de un 15.6 % que se 
encuentra en otra condición (prestada o subarrendada). Es 
decir, 1 de cada 4 familias no son dueñas del espacio donde 
habitan y están a merced de los caseros. Además por los 
costos, significa que un alto porcentaje de los ingresos de los 
miembros de las familias trabajadoras está destinado única-
mente a pagar a los casatenientes.
La profunda desigualdad social se manifiesta también en la 
forma de distribución de los hogares que alquilan vivien-
das. Así los hogares de menos ingresos son los que en pro-
porción tienen menos posibilidad de acceso a una vivienda 
ya sea auto producida o comprada en el mercado formal, 
por lo tanto, pagarán alquiler en un porcentaje mayor, así, 
“entre los menores ingresos 16% de ellos pagan alquiler a 
nivel nacional, y 49% en la Ciudad de México y además, 
el 37% de los hogares en pobreza muy alta en la Ciudad de 
México pagan alquiler” (Rodríguez et. al, 2021).
3. La especulación del suelo urbano y de las rentas por parte 
de un sector minoritario que tiene el control de la tenencia 
de las viviendas. La acaparación del suelo urbano, es permi-
tida por la falta de regulación en el valor del uso de suelo en 
la ciudad y porque las mismas políticas públicas fomentan 
estas transformaciones gentrificadoras. Además de que las 
rentas son acaparadas por quienes tienen mayores recursos 
y propiedades. Como señalan Rodríguez et. al. (2021:49): 
“en la ciudad se observa la distribución desigual de quienes 
reciben pagos por alquiler se vuelve todavía más extrema 
cuando se toma en cuenta el monto de lo que se redistribu-
ye vía rentas de propiedad: 99% de los ingresos por alquiler 
se acumulan en el 10% más rico del país y, de hecho, 62% 
de estos —es decir, 6 de cada 10 pesos— van sólo para el 
1% más rico del país.”
4. El control y la aplicación de las medidas regulatorias del 
estado dependen de la movilización popular. Actualmen-
te la vivienda en alquiler únicamente está regulada por el 
Código Civil. Ahí se presenta como cualquier relación con-

tractual entre supuestos iguales y es considerada como un 
acuerdo particular. Por lo tanto, al no tener regulación de 
sus costos por parte del Estado, los inquilinos se encuentran 
a disposición de los caseros que operan libremente con las 
leyes del mercado. Está condición ha sido permitida porque 
la izquierda ha dejado al olvido la demanda histórica en ma-
teria de alquileres. En ese sentido, es importante observar 
que la huelga de inquilinos logró acuerdos importantes de 
regulación gracias a la movilización popular, dichos acuer-
dos posteriormente fueron derogados. Sin el impulso de los 
movimientos sociales y la fuerza de las movilizaciones, los 
caseros seguirán acaparando y aprovechando los servicios 
de la ciudad de manera privativa.

Hace un siglo de la huelga inquilinaria y los problemas de 
acceso a la ciudad no se han resuelto. Una de las grandes lec-
ciones de este movimiento fue la capacidad organizativa que 
logró paralizar los pagos en distintas ciudades, además de la 
creatividad en la agitación, la propaganda y la incorporación 
de amplios sectores de mujeres incluyendo sexoservidoras, 
además de extender la huelga de pagos al propio transporte en 
la ciudad, situación que ocurrió por lo menos en Veracruz, y 
sin duda en otros centros urbanos.

Hoy, el problema de la ciudad no es tan distinto, centrado 
en la especulación del suelo urbano en las zonas centrales con 
mayores servicios. Se ha imposibilitado acceder a la ciudad 
mediante la adquisición o rentas, con lo cual los sectores po-
pulares son condenados a vivir en las periferias. Es importante 
mencionar que la ciudad y sus servicios son bienes sociales 
construidos con presupuesto público y son esos bienes sociales 
los que agregan valor al suelo urbano. Así, los altos costos de 
las viviendas y de las rentas son producto en realidad de la va-
lorización que no realizan los casatenientes particulares pero la 
captación de las rentas de ese valor agregado si va directamente 
a sus bolsillos.

Además de las problemáticas vigentes que fueron plantea-
das desde la huelga inquilinaria es necesario señalar que siguen 
sin existir mecanismos regulatorios de las rentas en las ciuda-
des, y se normaliza la imposibilidad de acceder a una vivienda 
o más aún, en la población más joven, se naturalizan mecanis-
mos tales como compartir habitaciones en lugares centrales de 
la ciudad. 

A MODO DE CIERRE

A un siglo de la huelga de 1922, nos encontramos en una 
ciudad producida predominantemente por las relaciones eco-
nómicas y políticas capitalistas. Hoy es más acusado el papel 
que tienen las unidades domésticas rentadas en el proceso de 
extracción de excedente a las clases trabajadoras y como condi-
ción de abaratamiento del pago de la fuerza de trabajo para el 
capital. Con los obstáculos a la obtención de vivienda digna en 
un sector  dominado por el capital, no sólo se ha multiplicado 
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en términos generales la cantidad de personas que rentan una 
vivienda, sino que cada unidad doméstica obliga al hacina-
miento con la integración de cada vez más habitantes. Con 
ello los capitales medianos, pequeños y pequeña burguesía que 
se alimentan de las rentas extraen el mayor excedente posible 
a los trabajadores y es posible mantener salarios que unitaria-
mente hacen imposible la adquisición y/o renta de un espacio 
digno. En resumen, hoy existe una precarización extraordina-
ria del sector inquilinario.

Por lo anterior, las demandas para regular los alquileres y 
promover la construcción de vivienda asequible para los tra-
bajadores, expresadas en 1922 y desarrolladas en la historia de 
la izquierda y de las organizaciones populares, siguen más que 
vigentes. Es decir, la disminución de la renta, su proporciona-
lidad de la misma, y en general mayores regulaciones para la 
pequeña burguesía y capitales casatenientes. Estás son deman-
das necesarias como una conquista Intermedia en el camino 
hacia el logro de una vivienda y una vida dignas, donde entran 
en juego otras reivindicaciones frente al capital: límites a la 
propiedad urbana, a sus procesos constructivos, al monopolio 
de la construcción, detener los procesos de especulación y de 
gentrificación.

Pero también siguen vivas demandas positivas no sólo de 
conquistar el programa máximo de una vivienda y vida dig-
nas, sino de de organización cualitativamente superior de los 
inquilinos en cooperativas de solidaridad y de vivienda para 
construir una ciudad bajo el interés popular. Lo anterior es im-
portante porque aunque se ha extendido el número de perso-
nas que son inquilinos, existe un velo ideológico que edulcora 
la situación de precarización bajo los significados que el capi-
tal y la gentrificación imponen al espacio producido. Final-
mente, las formas de lucha que se han enarbolado desde 1922 
también siguen vigentes: movilizaciones callejeras, huelgas de 
pagos, tomas y paros nacionales. Estas demandas particulares 
para tener un lugar para vivir y articulación en un proceso 
de lucha popular, como se ha mencionado, ha sido produc-
to de condiciones objetivas coyunturales, mismas que se han 
transformado, mermado y por lo tanto fueron disminuyendo 
al mínimo un movimiento que tuvo un alcance nacional.

Por lo anterior, aunque se pudiera decir que existen con-
diciones estructurales y de desarrollo del capital para impul-
sar una lucha como la de los inquilinos de 1922, lo cierto es 
que la condición de vulnerabilidad, el aislamiento y la falta de 
capacidad organizativa no lo hacen posible en lo inmediato. 
Cualquiera de las formas de lucha para hacer valer las reivindi-
caciones precisa de niveles importantes de organización de los 
inquilinos como sujeto político, como sucedió hace un siglo. 
Ello nos lleva a pensar las formas organizativas que ha asumido 
el sector, desde la sindical hasta las uniones y cooperativas. 
Es necesario recuperar, analizar, estudiarlas, pero también de-
sarrollar nuevas formas de organización en red que permitan 
extender su alcance y construir organización a diversos niveles.

Así, también con la perspectiva centenaria, podemos decir 

que los caminos de lo que es necesario construir para desarro-
llar mayores niveles en la lucha política están planteados. Es 
decir: la unidad de movimiento inquilinario en organizacio-
nes de un nivel superior cualitativamente hablando la articu-
lación por medio de programas comunes de lucha propuestas 
de transformaciones puntuales en materia normativa y desde 
luego sin abandonar la lucha por una vivienda digna como el 
horizonte máximo en el camino de cambiar el orden social y 
político radicalmente. Dado que la organización popular está 
desarticulada, resolver las problemáticas de acceso a la ciudad 
en un proceso de transformación más amplio, significa sumar-
las a un programa político donde la izquierda debe tener un 
papel fundamental, necesariamente implica reconstruir un 
movimiento amplio que luche también por el derecho a la 
ciudad. En este centenario, la lucha inquilinaria vive.
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Hace un siglo, mujeres y hombres de los barrios populares de 
Veracruz, dieron inicio a uno de los movimientos más impor-
tantes de la post revolución impulsando una huelga del pago 
de las rentas que se fue extendiendo rápidamente a las prin-
cipales ciudades del país, lo que posicionó a los inquilinos en 
la esfera política de aquel entonces. El problema más evidente 
radicaba en el desequilibrio entre el precio de la vivienda en 
renta y los salarios, situación que empeoró de forma significa-
tiva entre 1910 y 1921 cuando las rentas se incrementaron en 
un 500% en Veracruz y en un 400% en la Ciudad de México. 
A ello se sumaba el descuido y las condiciones insalubres en 
las cuales los propietarios abandonaban las viviendas y sus ha-
bitantes, así como los frecuentes lanzamientos.

Las movilizaciones inquilinarias, respaldadas según las ciu-
dades por grupos anarquistas, socialistas y por el partido comu-
nista, aun cuando fueran duramente reprimidas, motivaron la 
adopción de leyes específicas por parte de siete estados, a los cua-
les se sumaron otros cuatro entre los años 30 y 40. En la actuali-
dad, estas leyes han sido casi todas derogadas y la relación entre 
propietarios e inquilinos se encuentra reglamentada únicamente 
por escuetos artículos de los códigos civiles de cada estado. 

Si bien con altibajos y con menor visibilización de la que 
merecerían en textos académicos y de análisis, las demandas 
inquilinarias no han dejado de levantarse durante el siglo XX. 
En la década de los 40 volvieron a tener cierto auge y aun 
cuando los decretos federales y estatales para el congelamiento 
de las rentas son de esta época, los movimientos de la Ciudad 
de México siguieron insistiendo en una legislación inquilina-
ria específica que la capital del país no había todavía logrado y 
seguirá sin lograr hasta el día de hoy. 

En 1968, teniendo como antecedente más directo las mo-
vilizaciones de inicio de siglo, surgió el movimiento urbano 

popular (MUP) en coincidencia con la ocupación, en el Esta-
do de Chihuahua, de terrenos urbanos que permitieron con-
formar la Colonia Francisco Villa. De pensamiento maoísta, 
el MUP planteaba la conformación de colonias populares 
que disputaban espacio a la ciudad capitalista. Demandaba 
suelos y viviendas respectivas para grupos de escasos recur-
sos, regularización de la tenencia de la tierra, reducción del 
impuesto predial, dotación de servicios públicos de infraes-
tructura urbana, alto a los desalojos y hacía suyas las deman-
das inquilinarias. 

Ya en los años 80 en la capital del país el incremento de 
los precios de las rentas por inflación, los efectos de la espe-
culación, el derrumbe de edificios, los cobros excesivos y los 
abusos de los caseros justificó el intento de conformación de 
un frente inquilinario. Sobre todo en colonias como Guerrero, 
Morelos y Martín Carrera, se lograron evitar varios desalojos, 
además se presionó para que se volvieran a presentar, gracias a 
la presencia de partidos de izquierda en la Cámara de diputa-
dos, iniciativas de ley con el fin de regular de manera más justa 
la relación desigual entre propietarios e inquilinos aun cuando 
se alertaba que las reformas no podrían resolver del todo la 
relación desigual en el alquiler. En abril de 1982, se realizó en 
Tlatelolco, la 1ª Reunión Inquilinaria del Valle de México y 
paso seguido se conformó la Coordinadora Inquilinaria que 
jugó un papel fundamental en el temblor del 85, por tener una 
fuerte presencia en el centro de la ciudad. En este contexto se 
logró el Decreto de Expropiación y el Programa de Renova-
ción Habitacional Popular que amparó acciones sobre más de 
cuatro mil predios en la zona central de la ciudad. Esto bene-
fició a muchas personas de las clases populares que dejaron de 
ser inquilinos para convertirse en propietarios, lo que motivó 
que dejaran de lado las demandas originarias.
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Durante los años subsiguientes la Ciudad de México no 
ha dejado de ser escenario de importantes luchas impulsadas 
por el movimiento urbano que, a través de la movilización, la 
propuesta, el ensayo de alternativas, el desafío de los marcos 
jurídicos dominantes, e incluso la articulación regional, sigue 
buscando enfrentar los efectos de una ciudad excluyente y se-
gregadora. Así como visibilizar y obtener el reconocimiento 
de la capacidad y creatividad de aquellas personas y colectivos 
que han construido más de la mitad de las viviendas y los ba-
rrios del país. 

En la primera década del nuevo siglo, la lucha se ha enfoca-
do en la construcción de una conceptualización colectiva del 
derecho a la ciudad, alimentada también por el intercambio 
y la alianza con movimientos sociales de otros países como 
Brasil, que en 2001 había logrado el Estatuto de la Ciudad. La 
concreción de este derecho para la urbe más grande del país 
se refleja en la Carta de la Ciudad de México por el derecho a 
la ciudad suscrita por los tres poderes de la entidad en 2011. 
La pretensión que está sobre la base de este esfuerzo no se 
relaciona con el derecho a poder acceder a la ciudad injusta 
que materializa las relaciones sociales y económicas del neo-
liberalismo urbano, sino con la posibilidad de construir una 
ciudad diferente, más apta a las necesidades colectivas y a la 
reproducción de la vida. 

El derecho a la ciudad ha sido reconocido finalmente en 
la Constitución de la capital del país de 2018 y cada uno de 
sus componentes se emplearon para estructurar toda su carta 
de derechos. El artículo 12 de la Carta Magna afirma que el 
derecho a la ciudad “consiste en el uso y el usufructo pleno 
y equitativo de la ciudad, fundado en principios de justicia 
social, democracia, participación, igualdad, sustentabilidad, 
de respeto a la diversidad cultural, a la naturaleza y al medio 
ambiente”. Establece además que “el derecho a la ciudad es 
un derecho colectivo que garantiza el ejercicio pleno de los 
derechos humanos, la función social de la ciudad, su gestión 
democrática y asegura la justicia territorial, la inclusión social 
y la distribución equitativa de bienes públicos con la participa-
ción de la ciudadanía”. Aunado a ello, la carta magna plasma 
en su artículo 9, apartado E, el derecho a una vivienda adecua-
da estableciendo en el apartado 4 que, “Se adoptarán medidas, 
de conformidad con la ley, contra el desalojo arbitrario e ilegal 
de los ocupantes de la vivienda”, lo que, hasta el día de hoy, 
no ha sucedido. 

Coincidentemente con la concreción de estos derechos en 
la normatividad citadina, el panorama se ha complejizado ya 
que, como sugiere Víctor Delgadillo, al finalizar la primera 
década del 2000, la ciudad se encuentra sumergida en la que 
ha denominado la tercera y actual fase de la financiarización 
del mercado inmobiliario1. Esto implica la conversión de las 
viviendas de las personas en activos financieros que se nego-
cian en el mercado de valores internacional.

Según datos oficiales recientes, los temas relacionados con 

la asequibilidad de la vivienda y la seguridad de la tenencia 
siguen exigiendo mucha atención. El Proyecto de Programa 
General de Ordenamiento Territorial de la Ciudad de México 
refleja que el número de viviendas particulares habitadas ha 
aumentado en términos absolutos desde 1990, pero la oferta 
de vivienda se ha limitado principalmente a vivienda media, 
residencial y residencial plus. Ello provoca una emigración casi 
forzada hacia el Estado de México de los hogares de meno-
res ingresos (deciles I a V de ingreso corriente), pero también 
hacia suelos de conservación, a zonas de alto riesgo y áreas 
naturales protegidas, en una cantidad que se puede estimar 
en cerca 7,000 hogares promedio anuales en los últimos 20 
años. Además, el número de hogares sin vivienda en la ciudad 
asciende a 42,500. 

Respecto a las viviendas en renta, la Encuesta Nacional de 
Ingreso y Gasto de los Hogares (ENIGH 2020) recoge que 
ascienden a un 21.6% en la Ciudad de México, y menos de la 
mitad cuentan con un contrato. De las personas con menores 
ganancias, las que pertenecen al primer decil de ingresos, un 
49% acceden a una vivienda a través de la renta destinando 
hasta el 44% de sus ingresos a pagarla (ENIGH, 2018 y Mé-
xico Evalúa, 2018), cuando el estándar internacionalmente 
aceptado a partir de previsiones de las Naciones Unidas, in-
dica que no deberían destinarse más del 30% de la entrada 
familiar por ese concepto para poder hacer frente a otras ne-
cesidades básicas. 

Por otro lado, la ENIGH reporta que de 2008 a 2020 ana-
lizados de forma conjunta en el Proyecto de Programa General 
de Ordenamiento Territorial de la Ciudad de México, en la 
capital del país existen 55 mil predios intestados o en litigio 
en los cuales viven personas cuyos ingresos se enmarcan entre 
los deciles I y V y 25,266 en el caso de quiénes pertenecen a 
los deciles VI a IX, lo que dificulta su permanencia en estos 
predios. Todos estos datos explican por qué la Ciudad pueda 
llegar a expulsar anualmente, y desde hace varios años, a más 
de 20,000 hogares de los deciles I al V de ingresos aun cuando 
gran parte de esa población continúa laborando y consumien-
do servicios básicos en la Ciudad de México. 

Es en este contexto, posterior al desarrollo de un taller de 
capacitación ciudadana para la defensa frente a los desalo-
jos forzosos que se realizó durante varias sesiones en 2018, 
organizado por el MUP junto con la Coalición Internacio-
nal para el Hábitat, Oficina para América Latina (HIC-AL), 
se conforma la Red de desalojos compuesta por inquilinos 
y posesionarios. Desde acá se han llevado a cabo acciones, 
entre ellas, la solicitud de Acceso a la Información Pública 
para requerir a la Secretaría de Seguridad Ciudadana de la 
ciudad sobre el número de las órdenes y autorizaciones ju-
diciales recibidas entre enero de 2014 y enero de 2021 por 
parte del poder judicial de la ciudad para que la fuerza pú-
blica ejecutará un desalojo. La respuesta puede consultarse 
a continuación:

MÉXICO



37

PERIODO REQUERIMIENTOS DE APOYO
DE LA FUERZA PÚBLICA

2014 3140
2015 3033
2016 3200
2017 3141
2018 3729
2019 2500
2020 2050
ENERO 2021 0

Datos contenidos en la respuesta a la solicitud de Acceso a la Infor-
mación Pública con folio 0109000015421, febrero de 2021.

En esta misma solicitud también se preguntó sobre las al-
caldías en las cuales se realizaron las órdenes de desalojo en la 
franja de tiempo de interés, pero la Secretaria de Seguridad 
Ciudadana respondió no contar con un registro de los domi-
cilios en los cuales se ejecutaron las diligencias. 

Anualmente el Tribunal Superior de Justicia de la ciudad 
también genera datos estadísticos diferenciando entre desalo-
jos inquilinarios y de otra índole. Quedan fuera de las medi-
ciones oficiales por otro lado, los numerosos desalojos que se 
realizan en contra de inquilinos e incluso propietarios, a través 
de actos de presión o de acoso inmobiliario2. Estos son realiza-
dos por parte de personas físicas o morales, en ocasiones a tra-
vés de la intervención de fuerzas privadas o incluso de grupos 
del crimen organizado a quiénes se les paga para ello. Frente 
a este tipo de desalojos no jurisdiccionales resulta más difícil 
emprender una defensa sobre todo, para las personas de bajos 
recursos. A confirmar este fenómeno, encontramos elementos 
relatados en artículos de prensa y denuncias de personas afec-
tadas y los resultados del “Sondeo sobre condiciones de vivien-
da y acceso al agua en la CDMX y su zona metropolitana” que 
aplicamos en mayo del 2020, en plena pandemia, con tribu-
nales cerrados por suspensión de labores, que fue respondido 
por 1498 personas y arrojó que 256 fueron afectadas por 56 
desalojos. De éstas, 40, afirmaron que fueron presionadas para 
dejar su vivienda por empresas o propietarios individuales.

Al analizar la problemática más de cerca, gracias también a 
numerosos testimonios recopilados en el trascurso de los años, 
es posible resaltar que en la ciudad los desalojos se realizan 
con demasiada frecuencia, de manera forzosa o incluso ilegal, 
a causa de un conjunto de factores que tienen más o menos 
peso según cada caso. La mayoría no son nuevos si considera-
mos que varios han sido denunciados desde el siglo pasado. La 
corrupción juega un papel fundamental. Las operaciones de 
la llamada “mafia inmobiliaria” han atrapado el interés de la 
prensa recientemente, aun cuando su existencia y accionar ha 
sido denunciado durante años por la ciudadanía organizada 
y la red de desalojos, incluso por una parte de la academia. A 

ello se suman violaciones a diversas normas urbanas sin que 
haya consecuencias, vulneración al debido proceso como son 
el uso de documentos apócrifos y falsos, procesos de notifica-
ción que presentan diferentes grados de irregularidad y el uso 
excesivo de la fuerza por parte de actores, que, en los últimos 
años, son fundamentalmente privados, aun cuando operan 
bajo los ojos de la fuerza pública. 

Lo anterior se beneficia también por un lado, por los al-
tos niveles de impunidad que existen en el país y por el otro, 
por el número insuficiente de abogados de oficio que se pue-
den hacer cargo de este tipo de litigios, aunado al muy bajo 
número de litigantes populares o pro bono. Esto provoca que 
muchos casos de desalojos se realicen “en rebeldía” de la parte 
afectada que nunca va a ser oída por no haber participado 
en las audiencias y no haberse defendido. Además, ha sido 
ampliamente reportada la proliferación de abogados particula-
res que se acercan a población con bajos recursos económicos 
para supuestamente defenderla y, muy pronto demuestran la 
propensión a ser corrompidos. Todo lo anterior provoca una 
franca desigualdad entre las partes en conflicto y una violación 
del derecho de defensa de las víctimas de desalojo. 

Otros elementos que suman a estas situaciones son el desco-
nocimiento del propio concepto de desalojo forzoso, que des-
de 1991 ha sido descrito en la Observación General n. 7 del 
Comité DESC de la ONU como violatorio del derecho a una 
vivienda adecuada. Frecuentemente el concepto es entendido 
por la población en general como cualquier tipo de desalojo 
que se lleva a cabo en contra de la voluntad de quiénes los 
sufren. En al ámbito del poder público por otro lado, se cree 
que si un desalojo se realiza en cumplimiento de una orden de 
“lanzamiento” reconocida por la legislación civil mexicana es 
automáticamente legal y, por lo tanto, no forzoso. 

Lo anterior no coincide con las definiciones de derechos 
humanos existentes en la materia que prevén no sólo que un 
desalojo forzoso es el que no está previsto por ley o que se lleva 
a cabo sin un juicio previo, sino también el que se lleva a cabo 
frente a una autoridad judicial sin que la legislación empleada 
sea compatible con el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Esto 
sucede por ejemplo cuando el procedimiento no permite una 
consulta genuina de la persona a desalojar para averiguar su 
capacidad de evitar una situación de calle o se realiza violando 
una serie de derechos atribuidos a las personas vulnerables des-
alojadas. Además, sin que se pueda considerar una casualidad, 
como ya anticipamos, no existe en la ciudad una robusta legis-
lación y políticas destinadas a enfrentar el problema de los des-
alojos forzosos desde la perspectiva de los derechos humanos 
y como ya se dijo, nunca se logró una legislación ad hoc sobre 
la cuestión inquilinaria destinada a equilibrar los derechos de 
arrendadores y arrendatarios e incluso, con el trascurso de los 
años se fueron perdiendo previsiones más garantistas de las 
actuales previstas en el código civil de la ciudad. 

Tampoco hay previsiones que estén destinadas a poner un 
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freno al fenómeno de la turistificación, otra expresión de la 
financiarización, a través del crecimiento exponencial de pla-
taformas como Airbnb en las cuales, según datos de un ejer-
cicio de investigación y vigilancia llamada Inside Airbnb- hay 
quiénes concentran más de 150 inmuebles. Otro elemento es 
que no se han establecido normas y políticas para el control de 
la especulación tan necesarias a la hora de querer concretar el 
derecho a la ciudad. 

Además, todavía no existe ningún caso en el cual, aten-
diendo a la reforma constitucional de derechos humanos del 
2011, los jueces civiles decidan sobre conflictos generados por 
desalojos de personas vulnerables, recurriendo al Código Ci-
vil, Procesal Civil pero también a lo que la Constitución y los 
tratados prevén en materia de derechos humanos en general 
y del derecho a la vivienda en particular. La regla es más bien 
hacer prevalecer el derecho a la propiedad privada, lo que re-
sulta especialmente fácil frente a una narrativa generalizada 
que fomenta la idea de que quiénes son desalojados son unos 
aprovechados y quiénes no cuentan con una vivienda en pro-
piedad, unos perdedores. 

Un esfuerzo importante para establecer de manera inequí-
voca la prohibición de desalojos forzosos, y hacer valer los de-
rechos de las personas sujetas a un juicio de desalojado, se llevó 
a cabo en 2018 al proponerse el artículo 60 a la Comisión del 
Congreso de la ciudad encargada de la elaboración de la Ley 
Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías de la 
Ciudad de México por parte de colectivos vecinales como la 
06000 Plataforma Vecinal y Observatorio de la Colonia Juá-
rez, la Red de desalojos, el MUP e HIC-AL. La ley fue pu-
blicada en febrero de 2019, en su versión original el artículo 
establece lo siguiente: 

Para evitar que los desalojos forzosos o lanzamientos, 
violen, entre otros derechos, el derecho a una vivienda ade-
cuada, podrán llevarse a cabo sólo en casos excepcionales. 
Antes de realizarse, las personas que serán desalojadas tienen 
el derecho a: no ser discriminadas, que se estudien todas las 
demás posibilidades que permitan evitar o minimizar la ne-
cesidad de recurrir a la fuerza; la debida indemnización en 
caso de ser privados de bienes o sufrir pérdidas inmateriales; 
y contar con las debidas garantías procesales, lo que inclu-
ye la obligación del juez de dar audiencia a las personas 
que puedan ser objeto de un lanzamiento de su domicilio. 
Las autoridades competentes deben garantizar el adecuado 
realojamiento, de las personas sin recursos desalojadas, en 
un radio no mayor a 15 kilómetros tomando como centro 
el lugar de origen. Las autoridades y poderes públicos de 
la Ciudad pondrán a disposición la información pública 
necesaria para conocer el número de personas desalojadas 
de las viviendas en las cuales tenían su domicilio, el lugar 
y las causas de los desalojos. El Gobierno de la Ciudad de 
México, con base en el Plan General de Desarrollo y en el 
Programa de Ordenamiento Territorial, diseñará, ejecutará 

y regulará la política habitacional que garantice el pleno 
cumplimiento de lo establecido en los párrafos anteriores. 
Esta política contará con la participación de los sectores pú-
blico, privado, social, y académico. 

No hubo ni tiempo de festejar ya que, en marzo de ese mismo 
año, la Ley fue sometida a una revisión muy exhaustiva y el 
artículo 60 fue parcialmente reformulado estableciéndose que 
el adecuado realojamiento se hará por parte de las autoridades 
“en la mayor medida de sus capacidades”. Se eliminó también 
la referencia al radio de 15 km, que había sido propuesto con 
el fin de evitar la expulsión de las personas desalojadas sin re-
cursos, fuera de la Ciudad de México, así como la lo estableci-
do respecto a la necesidad de poner a disposición información 
pública sobre el tipo y número de desalojos realizados en la 
capital, lo que desde 1999 el Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas recomienda 
a México con el fin de establecer políticas adecuadas para en-
frentar la problemática. Aun así, el artículo no había perdido 
todavía su espíritu original. 

Un golpe mucho más duro lo sufrió el 31 de mayo del 2019 
cuándo, previo a una campaña que vio involucrados a más de 
sesenta periodistas y medios de información, que aliados a no-
tarios y empresas inmobiliarias atacaron la normativa en cues-
tión, recurriendo a argumentos tergiversados y alarmando a la 
población por los supuestos límites a la propiedad privada que 
acarreaba consigo, cuándo en ningún momento el texto pre-
veía impedir desalojos justificados, desarrollados legalmente. 

Esta campaña recuerda la que se orquestó cuándo la Asam-
blea Constituyente de la ciudad fue llamada a discutir un ar-
tículo incluido en el borrador de la Constitución, que preveía 
la recuperación de plusvalías urbanas que tenía como objetivo 
recuperar, para el beneficio público (construcción de vivienda 
para sectores de bajos ingresos, inversiones en servicios e in-
fraestructura, entre otras), los incrementos en el valor de bie-
nes raíces derivados de inversiones o acciones públicas como 
puede ser la construcción de una nueva línea de transporte. 

El discurso, en ambas ocasiones, ha tenido eco también 
en los pequeños propietarios que cuentan con menores he-
rramientas para llevar a cabo actos de corrupción o ilegali-
dades masivas que derivan en desalojos forzosos y que, aun 
así, deben haberse sentido protegidos en sus intereses gracias a 
medios de comunicación y comentaristas conservadores. Pero 
estos, en su mayoría, estaban representando no a mi tío o a 
mi abuelita que cuentan con un inmueble para redondear sus 
entradas o la falta de una jubilación adecuada, sino a los inte-
reses del 10% de la población más rica que concentra en sus 
manos el 99% de las rentas de esta ciudad. Aun así, lo anterior 
nos debería llevar a analizar la oportunidad de legislaciones 
diferenciadas entre el pequeño propietario de inmuebles y los 
grandes tenedores de la vivienda. 3

Otro momento reciente en el cual se intentó avanzar a favor 
de los derechos de personas en riesgo por desalojos inquilinarios 
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se dio durante la pandemia del COVID-19. Los movimientos 
y organizaciones antes mencionadas junto con académicos y 
activistas, impulsaron desde marzo del 2019 una serie de co-
municados destinados a exigir al gobierno federal medidas para 
enfrentar la pandemia desde la perspectiva del derecho a una 
vivienda adecuada. La primera de ellas solicitaba la suspensión 
de los desalojos en todo el territorio y pedía velar para que nin-
gún privado aprovechara la emergencia para llevarlos a cabo 
a través de presiones indebidas. En los meses posteriores, los 
esfuerzos se dirigieron sobre todo a la Ciudad de México. 

En diferentes ocasiones durante el 2020 y el 2021 se plan-
teó a la Jefa de Gobierno de la Ciudad y al Tribunal Supe-
rior de Justicia la necesidad de implementar moratorias de 
desalojos como han hecho más de veinte gobiernos naciona-
les, autoridades locales y judiciales de todo el mundo. Esto 
considerando además los datos que se lograron a partir de la 
aplicación de un sondeo impulsado por HIC-AL y el Insti-
tuto de Investigaciones Sociales de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, de los cuales se destaca que el 55% de 
las personas entrevistadas han enfrentado dificultades para el 
pago de la renta o hipoteca de su vivienda, debido a la pérdi-
da del empleo, la disminución de los ingresos, problemas de 
salud o por el deceso de algún familiar por complicaciones de 
COVID-19. Por lo anterior, el 32% de las personas tuvieron 
que mudarse (el 18% lo hizo dentro de la CDMX y el 14% 
se mudó al Estado de México u otra entidad) y el 29%, en el 
momento de aplicarse el sondeo, estaba viviendo en casas de 
amigos o familiares. 

Desafortunadamente, más allá de expresiones de preocu-
pación en los medios por parte de la mandataria capitalina, la 
Ciudad de México no implementó ninguna medida especifica 
en la materia. Aun así, dos diputadas locales de la bancada 
de Morena aceptaron presentar el 8 de julio del 2020, una 
propuesta de reforma al código civil capitalino sobre seis te-
mas que implicaban la modificación de artículos existentes o 
la inclusión de nuevos. 

En uno de ellos se propuso por ejemplo que situaciones 

como la pandemia, pudieran justificar la renegociación tran-
sitoria o definitiva de las condiciones del contrato de arren-
damiento. En la propuesta de reforma además se estipulaba 
que el arriendo es un contrato por medio del cual la relación 
entre las partes cumple con el objetivo social de coadyuvar al 
cumplimiento del derecho humano a la vivienda de la parte 
arrendataria. También se planteaba ampliar la duración de los 
contratos a tres años con el fin de otorgar mayor estabilidad 
a los arrendatarios, así como sucede en muchos países alre-
dedor del mundo. Se estipulaban consecuencias mucho más 
significativas y accionables de las actualmente vigentes en 
caso de que el arrendador no diera un contrato por escrito al 
arrendatario, lo que en el país interesa el 59% de las relaciones 
inquilinaria y que se relaciona, según el Programa Nacional 
de Vivienda 2021-2024 con problemáticas como desalojos 
forzosos, extorsión y abusos que impactan tanto a inquilinos 
como a propietarios. Además, frente a numerosas denuncias 
relacionadas con solicitudes de garantías abusivas o demasiado 
gravosas por parte de los arrendadores, por no ser reguladas, se 
establecía que éstos no pudieran solicitar como garantía cual-
quier título de propiedad y finalmente, se preveían una serie 
de derechos (pero también obligaciones) para el arrendatario 
como el de no ser sometido a desalojo ilegal o forzoso y, en 
caso de ser una persona vulnerable, el de contar con el derecho 
de obtener una vivienda alternativa para evitar la situación de 
calle, por parte de las autoridades. 

Las organizaciones, activistas y académicos que trabajaron 
en la iniciativa, que al día de hoy reconocemos que era perfec-
tible, buscaron ponerla a debate al interior del Congreso, pero 
desde el inicio las reacciones negativas desde todas las banca-
das, el colegio de notarios, las agrupaciones de inmobiliarios 
así como numerosos medios de comunicación. Además, rea-
lizaron una campaña en redes sociales impulsada por grupos 
vecinales cercanos al panismo con mucha violencia e incluso 
manifestaciones discriminatorias. 

Algunas críticas eran comprensibles, pero se apostaba que 
se hubieran podido abordar de manera serena en un Congreso 
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predominantemente morenista que hubiera tenido la oportu-
nidad de solidarizarse con una bandera histórica de las izquier-
das. Muchas otras, por otro lado, fueron fruto de mala fe y 
tergiversaciones que lograron que nada cambie en esta ciudad 
en materia de alquileres. Después del huracán que la iniciativa 
generó, “se fue a la congeladora” legislativa y nunca más se 
volvió a hablar de ella sino para seguir criticando a las dos 
diputadas que, en su momento, la hicieron suya. 

Concluyendo, es un hecho que varias de las demandas de 
hace un siglo en materia inquilinaria siguen vigentes al día de 
hoy, así como las luchas para lograr la permanencia de los sec-
tores urbanos populares en la ciudad central y buscar concretar 
el derecho a la ciudad y el derecho a una vivienda adecuada 
a partir de una variedad de opciones más allá de lo costosas, 
feas, microscópicas y mal ubicadas viviendas construidas por 
millares, por el sector privado, y destinadas a quiénes cuentan 
con un empleo formal y pueden asumir un crédito. 

Aun así, en los últimos años, se ha notado la ausencia de un 
movimiento inquilinario potente y la falta de compromiso de 
partidos de izquierda a favor de una lucha que históricamente 
han abrazado. 

Hay mucho de lo que se puede aprender del camino anda-
do, para construir una mejor y más grande articulación a favor 
de la vivienda, que incluso la crisis del COVID-19 puso en el 
centro del debate. Tenemos la esperanza de que al celebrarse 
un siglo desde las grandes luchas inquilinarias en México, vol-
veremos a ver florecer las semillas que en ese tiempo se sem-
braron para un mejor futuro. Aquellas enseñanzas deberían ser 
aprovechadas por ejemplo, para enfrentar decisiones tan poco 
convenientes para el ejercicio del derecho a la vivienda como el 
acuerdo firmado recientemente entre la Ciudad de México, la 
UNESCO y Airbnb para fomentar la llegada a la ciudad de los 
llamados “nómadas digitales” abriendo de par en par la puerta 
a más especulación inquilinaria.
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Mucho se ha hablado en torno a las posibles explicaciones de la 
violencia criminal en México. Una de ellas, posicionada como 
moneda de cambio, señala una falta de estrategia por parte de 
los tomadores de decisiones para hacer frente a las organiza-
ciones criminales y, entre las más arriesgadas, se posicionan 
aquellas que señalan la infiltración criminal en las estructuras 
de gobierno (Zepeda, 2018). Suenan bien. Son intuitivas y 
exhiben la incompetencia, el desorden y la impunidad en el 
actuar de las autoridades. El tema con tales, e independiente-
mente de que hayan sido elaboradas por una comentocracia 
ávida de reflectores, es que se pueden subsumir en interpreta-
ciones un poco más robustas que discuten el carácter mismo 
de nuestra formación estatal así como los mecanismos que 
desde el Estado se han utilizado para regular y hacer frente a 
las organizaciones criminales y sus manifestaciones violentas.

ESTRUCTURA

Para la teoría política contemporánea, la concepción weberia-
na del Estado moderno se ha convertido en una especie de 
definición estándar. Weber define al Estado como:  

“Una asociación de domino  de tipo institucional, que 
en  el interior de un territorio ha tratado  con éxito de mo-
nopolizar  la coacción física legítima como instrumento de 
dominio, y reúne en dicho objeto los medios  materiales 
de explotación  en manos de sus directores pero habiendo 
expropiado para aquellos a todos los funcionarios de clase 
autónomos, que anteriormente disponían  de aquellos por 
derecho propio, y colocándose a sí mismo, en lugar de ellos, 
en la cima suprema” (Weber, 2008, 1063)

El tema con la interpretación weberiana para las formaciones 
sociales latinoamericanas es que puede suponer la construc-
ción ahistórica del Estado bajo un supuesto teleológico, dónde 
la hipóstasis estatal es el Estado occidental. Bajo ese talante, y 
extrapolando la definición weberiana al amparo del funciona-
lismo norteamericano, se clasifica al Estado latinoamericano 
como precario y débil en función a que no cumple con las 
características tipológicas señaladas por la teoría. Así, las ten-
siones entre Nación y región, la coexistencia conflictiva de la 
dominación estatal con otro tipo de controles políticos,  el 
inacabado monopolio legítimo de la violencia  y el distancia-
miento entre lo normativo y la vida social son vistos como 
abolladuras a la entelequia estatal y no como especificidades 
a explicar.

Para este caso en lo particular, la presencia de organizacio-
nes criminales no pueden ser entendidas bajo la lectura de 
estados débiles o precarios. Más bien, se deberían de poder 
explicar como parte de los mecanismos de dominación cons-
truidos históricamente en formaciones sociales dónde el Esta-
do se encuentra escasamente centralizado, el funcionamiento 
del mercado es subóptimo y la burocracia es ineficaz. En estos 
contextos, emergen figuras de mediación entre un orden legal 
y las criminalidad con el fin de ordenar, regular y controlar 
los beneficios “que no pueden ser distribuidos según las reglas 
oficiales” (Gellner, 1977, 14)  y que establecen relaciones de 
intercambio bajo esquemas de protección/extorsión.

En México, la construcción del Estado moderno deviene 
del cese de hostilidades entre las distintas facciones en pug-
na de la Revolución Mexicana, en especial con la consolida-
ción del dominio del grupo Sonora, la creación de un Ejército 
profesional y la construcción de instituciones a la égida de la 
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Constitución de 1917. La institucionalización del combate 
al delito implicó la expedición de normativa y la creación de 
dependencias para hacerle frente, entre las cuales destaca, por 
su centralidad, la Dirección Federal de Seguridad (DFS), la 
policía política del régimen.

Con la DFS, el gobierno “fue capaz de organizar y desple-
gar las campañas antinarcóticos en el marco más amplio de las 
estructuras de control político y social” (Serrano, 2007, 264) 
al tiempo de constituirse como “el primer eslabón de una larga 
cadena de ajustes institucionales emprendidos por las autori-
dades mexicanas con el afán de controlar y regular la actividad 
ilícita del narcotráfico” (Ibíd., 265-266, resaltado mío). Ello 
permitió, “la contención de impulsos intervencionistas de EU, 
la preservación de un mercado contenido y en manos de na-
cionales y la protección del Estado de los efectos más nocivos 
del mercado ilícito” (Ibíd.,  255) 

Las autoridades federales que debían combatir la produc-
ción, el tráfico y la distribución de drogas no sólo no lo hicie-
ron; antes bien, “lo regularon y/o protegieron las actividades 
criminales a cambio de beneficios económicos y de la subor-
dinación política  de los […] empresarios criminales (Astorga, 
2007, 259). En ese contexto, hay que entender que  “no eran 
personas en particular las que tenían esa capacidad, sino toda 
una estructura” (Ibíd. 240) que en términos prácticos organi-
zaba la logística de las actividades criminales e intermediaba 
las “rentas obtenidas, en una dinámica que combinaba la pro-
tección y la extorsión al delincuente y las proporcionaban a las 
jerarquías de decisión política de mayor relevancia”  (Flores, 
2019, 68)

El protagonismo de la DFS no significó que otras instancias 
no se hicieran presentes en la mediación entre lo legal y lo ile-
gal. Desde agrupamientos locales, hasta instancias de alcance 

nacional, como la Policía Judicial Federal 
(PJF), participaron en ésta; no obstante, 
resalta por su importancia y trascendencia 
en el tiempo el  Ejército. Desde: 

“Generales revolucionarios convertidos 
en políticos o en jefes militares regulares 
brindaron protección a un incipiente co-
mercio ilegales de drogas y ellos mismos o 
sus sucesores continuaron en el negocio a 
lo largo del tiempo, cuando este comercio 
había cobrado ya proporciones  mucho 
más considerables  y los delincuentes tra-
dicionales habían amasado fortunas y un 
poderío significativo.” (Flores, 2020, 67)

Sobre la participación del Ejército se pue-
den resaltar varias cosas. Su intervención 
formal en el combate a las drogas, y a 
contrapelo de la opinión pública, data de 
1938, en particular en la erradicación de 

cultivos ilícitos. No obstante, su movilización masiva y coor-
dinada en distintas regiones del país en actividades antidrogas 
data de la década de 1970, década dónde se empalman con-
trainsurgencia con lucha antidrogas. Entre 1976 y 1977, se 
movilizaron más de 10, 000 efectivos, en coordinación agentes 
de la Procuraduría General de la República1, en los estados 
de Sinaloa, Durango y Chihuahua (triángulo dorado) en el 
marco de la Operación Cóndor, centrada, principalmente, en 
actividades de erradicación e interdicción de drogas, dejando 
tras de si una estela de horror, muerte y destrucción. En situa-
ción similar se encuentra la Operación Telearaña, a inicio de la 
década, de cariz  contrainsurgente, destinada a combatir a las 
guerrillas en el estado de Guerrero y que implicó el despliegue 
de 24 mil soldados haciendo de la entidad un teatro de opera-
ciones experimental bajo el impulso doctrinal de la Guerra de 
Baja Intensidad. 

El empalme señalado marcó a toda una generación de mi-
litares. Verónica Oikón comenta que para la década de 1970 
los antecedentes en la hoja de servicios militares ya no podía 
incluir experiencia de combate en la Revolución, para la pro-
moción en el escalafón militar se requería  de la experiencia en 
contra de la guerrilla. Como ejemplo señala a Enrique Cer-
vantes Aguirre, quién:

“Fue uno de los oficiales que llevó a cabo acciones en 
contra del Partido de los Pobres, y quien encabezando una 
“generación de jefes militares con amplia experiencia en el 
campo contrainsurgente”, alcanzaría el más alto puesto en 
el escalafón militar [Secretario de la Defensa de Ernesto 
Zedillo]. “Otros jefes cercarnos a Cervantes Aguirre, como 
Mario Arturo Acosta Chaparro o Francisco Quiroz Hermo-
sillo” (Ibíd., 68)
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Esta generación fue, básicamente, la que combatió a los ejérci-
tos zapatista de liberación nacional y popular revolucionario y, 
también, a las grandes manifestaciones de macrocriminalidad 
en la década de 1990. Sobre esto último  destaca el rol de 
mediación ya apuntado, pues al tiempo que en la formalidad 
hacían frente a las organizaciones criminales, en términos rea-
les se ha documentado su participación activa en el mercado 
de las drogas. Quizá el ejemplo más claro sea el del cataplasma 
contrainsurgente Mario Arturo Acosta Chaparro2.

La centralidad de la DFS se desdibujó con su disolución 
en 1985. Agentes de la DFS y de la PJF  fueron involucrados 
en el asesinato del periodista Manuel Buendía y del agente de 
la DEA Enrique Camarena. Más allá de la crisis diplomáti-
ca, sus efectos prácticos en el mundo de la criminalidad tras 
la captura de la plana mayor de la organización criminal de 
Guadalara, de la participación ilegal de agentes de la DEA en 
territorio nacional, la presión norteamericana orilló al gobier-
no mexicano a disolver su ariete histórico en la regulación del 
mundo de las drogas. Con ello, el vacío dejado fue copado por 
la PJF, corporaciones locales diversas y el Ejército. Todo ello en 
un contexto de creciente competencia del sistema de partidos, 
apertura al mercado global, lucha abierta entre organizaciones 
criminales y de un cambio doctrinal en las fuerzas armadas.

CONTEXTO

Las modificaciones en el patrón de acumulación de capital a 
escala global impactaron a la economía mexicana desde la dé-
cada de 1980. No obstante, es en la siguiente cuando se con-
solidaron sus cambios en la estructura productiva con la des-
regulación económica, la venta masiva de empresas públicas y 
la privatización de servicios, en especial durante la presidencia 
de Carlos Salinas. Políticamente, el PRI sufrió una ruptura en 
1988 con la salida de la corriente democrática que posterior-
mente se constituiría, junto con otras formaciones políticas, 
en el PRD; ya en 1997 la composición del Congreso, por pri-
mera vez desde la posrevolución, sería de tres fuerzas políticas 
representativas a nivel nacional. En el año 2000 el Revolucio-
nario Institucional perdió el Ejecutivo Federal.

En términos criminales, la desintegración del 
grupo Guadalajara, una especie de federación 
criminal para la costa pacífico, redituó en la con-
frontación entre organizaciones originarias de 
Sinaloa y con particular encono en las ciudades 
fronterizas de Baja California. Por otro lado, se 
señala “la configuración de circuitos institucio-
nales para proteger la comisión y continuidad 
de prácticas ilícitas- el tráfico de droga […] en 
esa subred de poder que ejerció la Presidencia de 
la República entre 1988 y 1994” (Flores, 2020, 
410) a favor de la organización criminal del gol-
fo. Lo anterior derivó en una compleja configu-
ración dónde ya no sólo se disputa el control de 

cultivos o áreas de trasiego, ahora se agrega la disputa por la 
venta de drogas al menudeo (Picatto, 2022) en un entorno 
competido, con una posición hegemónica inexistente y con el 
esquema de mediación señalado en proceso de recomposición.

Sobre este último punto se tiene que señalar que la emer-
gencia del sistema de partidos impactó en la organización de 
la seguridad pública y, por ello, en la mediación entre lo legal 
y lo ilegal. Los cargos en la materia son vistos como “parte 
del botín de los partidos políticos, lo que se refleja en el pro-
ceso de designación de los directores generales, mandos me-
dios y superiores que responde más a la lealtad política que 
a las capacidades” (Moloeznik, 2007, 219); además, las filia-
ciones políticas no parecen ser un tema de preocupación de 
las organizaciones criminales, tomando en cuenta su carácter 
intercambiable, esto es el esquema de protección/extorsión 
está sujeto a una diversidad de agentes desde el orden local. El 
resultado son múltiples actores con intereses diversos y en des-
medro abierto a la conformación de policías con capacidades 
y vocación institucional. 

Es en este contexto de emergencia del sistema de partidos 
y de recomposición criminal y de los esquemas de mediación, 
dónde se manifestaron las distintas falencias e imprecisiones  
operativas de las corporaciones en seguridad pública, princi-
palmente del orden local, lo cual hizo mella en la población al 
mostrar ineficiencia, corrupción y abuso. La respuesta se bus-
có en modificaciones legales e institucionales que derivaron 
en la definición de la seguridad pública como una obligación 
concurrente a los tres órdenes de gobierno, la postulación de 
una política criminal operada desde el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública y la creación de nuevos organismos para 
hacerle frente al delito. Sin embargo, y en similitud a  Deus Ex 
Machina, se recurrió al Ejército no sólo para actividades an-
tidrogas, sino para el combate al delito en general por medio 
de operativos intermitentes a lo largo del país bajo el supuesto 
de que:

“La óptica castrense reivindica frente a las distintas cor-
poraciones policíacas (federal, estatal y municipal) contar 
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con superioridad moral (sólidos valores patrios y castrenses: 
disciplina, abnegación, eficiencia, honestidad), organizativa 
(mando centralizado, plan de acción sistemático), técnica 
(mejor armamento, transporte, red de información e in-
teligencia) y sobre todo apoliticismo en el desempeño de 
misiones asignadas” (Piñeyro, 2004, 161)

El tema del despliegue masivo del Ejército en tareas de segu-
ridad pública trajo consigo al menos dos problemas. El pri-
mero se refiere a que su lectura doctrinal3 es completamente 
distinta a la de la seguridad pública, puesto que el instituto 
armado está entrenado y capacitado como pilar de la seguri-
dad nacional y para el ejercicio de la guerra (convencional y no 
convencional); hecho que en un entorno de contacto activo 
con la población puede crear problemas, sobre todo si se toma 
en cuenta su historial en respeto y protección a los derechos 
humanos. El segundo abona y pone en duda el supuesto bajo 
el cual se le introduce en tareas de seguridad pública, ya que 
con su presencia se está en capacidad de escalar la rivalidad y la 
conflictividad en las acciones de las autoridades frente al delito 
y viceversa, juego de suma cero.

En síntesis, los mecanismos de mediación se fragmentaron 
con la emergencia de gobiernos locales de vario pinta filiación 
política, paralelamente al despliegue masivo del Ejército en 
tareas de seguridad pública que fungió como eventual eje de 
articulación y de posible mediación desde la Federación. Más 
allá del combate nominal y de una regulación latente de la 
macrocriminalidad, la participación activa de militares abrió 
la posibilidad de la “transferencia técnica de conocimiento mi-
litar especializado a la criminalidad, en un contexto de cambio 
político y seria erosión institucional, generando graves escena-
rios de inestabilidad y violencia” (Flores, 2019, 93)

COYUNTURA

Con la declaración de la guerra contra las drogas por parte de 
Felipe Calderón la coyuntura se ha trastocado en norma. Se 
paso de la presencia de operativos militares masivos e intermi-
tentes a los grandes operativos conjuntos concurrentes a lo lar-
go del país, además, y en una lectura abiertamente draconiana, 
el Ejército ha desmontado agencias de seguridad pública loca-
les por supuesta colusión con organizaciones criminales -en 
desmedro a las soberanías y regulaciones entre órdenes de go-
bierno-, a la par que en la reorganización de las policías locales 
se ha recurrido a preceptos de militarización organizativa, esto 
es a la definición y uso de posicionamientos castrenses para la 
organización y operación de la seguridad pública local. 

Si bien es cierto que las subsecuentes administraciones 
federales han tenido iniciativas propias en materia de segu-
ridad, éstas son variaciones de un mismo tema. En especial 
porque el eje que articula los esfuerzos de seguridad es la pre-
sencia de militares. De manera paradójica, a mayor gasto y 
mayor presencia de militares en seguridad no se ha logrado 
una reducción del crimen, de hecho el homicidio ha mostra-
do una alza constante desde hace ya 3 lustros. Desde el campo 
criminal se ha respondido con la innovación y con la creación 
de “nuevas coaliciones más o menos flexibles de duración in-
cierta, a coaliciones inestables, ya que algunos de los nuevos 
socios [...] eran enemigos acérrimos hasta hace algunos años 
y sus enfrentamientos habían sido los más sangrientos” (As-
torga, 2015, 176). 

Por otro lado, en los últimos años, la violencia ha pasado 
a un nivel de espectacularidad y escarnio no imaginado. Ha 
tenido consecuencias no deseadas el uso de militares se revelan 
en la operación de grupos paramilitares, como los Zetas, Los 

Ántrax, La línea, Los Pelones, Gente Nueva y 
Cartel Jalisco Nueva Generación (entre mu-
chos otros), en especial porque estos grupos 
integran de manera sistemática “conocimien-
tos estratégicos y tácticos de orden militar en 
el desarrollo de sus actividades delictivas, los 
cuales definen su conformación, concepción y 
operación, que persigue en lo fundamental el 
establecimiento de una hegemonía territorial 
tal como lo haría una organización militar que 
sigue los principios de la Guerra No Conven-
cional” (Flores, 2019, 65).Ello habilitó accio-
nes de terror orquestadas de manera coordina-
da en diversos puntos del país bajo una lógica 
de teatro de operaciones.

Así, y a manera de suma, parecer ser que la 
respuesta estatal y sus formas de regulación de 
la criminalidad en el tiempo presente no han 
redituado en ello, antes bien pareciera ser que, 
precisamente, la han acentuado. Quizá,  y en 
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un entorno dónde los militares participan ya en diversos do-
minios de la vida social allende a los de seguridad, la clave sea  
la generación de controles civiles a su actividad y en pensar en 
mecanismos alternos para su regreso a los cuarteles. Además, 
y de manera decidida, las posibles respuestas a la violencia y 
su regulación seguramente están más allá del uso de la fuerza, 
en especial con medidas propias de la justicia transicional, el 
ordenamiento del mercado de las drogas con procedimien-
tos legales y el reposicionamiento de la prevención del delito 
orientada hacia la atención de las múltiples causas de la vio-
lencia y el crimen.
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AMÉRICA LATINA

IMAGINARIOS EN 
DISPUTA. COLOMBIA 

ANTE LA SENDA 
PROGRESISTA

DANIEL BARRERA 

El gobierno progresista de Petro-Francia a pesar de gozar de 
unas favorables mayorías en el congreso, y de contar casi de 
manera exclusiva con un único partido en oposición –Centro 
Democrático, partido de extrema derecha–, no ha tenido una 
tarea fácil a la hora de obtener gobernabilidad. Su apretado 
margen de victoria le ha implicado al gobierno entrante una 
alta dosis de desconfianza por parte de la ciudadanía, una in-
credulidad propia de la novedad que representa un cambio 
progresista de gobierno.

En ese marco, las marchas del 26 de septiembre convoca-
das por la extrema derecha para expresar su rechazo contra 
los proyectos de ley presentados por el gobierno estuvieron 
muy alejadas de ser las resonancias democráticas, lo verdade-
ramente poderosas para desestabilizar o perturbar la gestión 
del gobierno, no pasaron de ser una masa de indignados con 
peticiones muy difusas y desconectadas entre sí.

Así, la “Gran Marcha Nacional” encontró ecos en varias de 
las más importantes ciudades del país: Cali, Medellín y Bogotá 
fueron las ciudades en las que la movilización fue más concu-
rrida, varias razones explican este fenómeno. La primera, es 
que, en ciudades como Medellín, bastión político y electoral 
del uribismo, las voces de rechazo e inconformismo más que 
dirigirse al gobierno nacional, estuvieron encaminadas a des-
aprobar la gestión del alcalde Daniel Quintero. Una situación 
similar se vivió en Cali y en Bogotá donde los ciudadanos que 
salieron a protestar estaban más movidos por la mala gestión 
de sus administradores locales que por una desaprobación po-
lítica al gobierno progresista. Sin embargo, tampoco se puede 

afirmar con tal rotundidad que ninguno de los manifestantes 
salió a las calles a oponerse a las petro-reformas.

 Estas movilizaciones en las que se escuchan arengas tan 
diversas como “fuera Quintero” y “fuera Petro”, también evi-
dencia una crisis política de la derecha; es notable su incapa-
cidad para articular una agenda política e ideológica alterna a 
la del nuevo gobierno, no hay demandas o un programa claro 
que vaya más allá de oponerse a las reformas del gobierno, más 
bien, es el odio encoñado e inmunitario propio del imaginario 
reaccionario de ciertas clases subalternas y empresariales. El otro 
gran síntoma que refleja el agrietamiento político de extrema 
derecha, y que explica el poco éxito de las marchas contra el 
gobierno, es la dificultad para encontrar un líder que logre 
canalizar en su figura la oposición parlamentaria; la sorpresiva 
renuncia a la curul del senado del máximo contendiente polí-
tico de Gustavo Petro, Rodolfo Hernández, dejó a figuras del 
talante de Miguel Polo Polo, María Fernanda Cabal y Miguel 
Uribe como los alfiles más relevantes de la oposición, figuras 
políticas que a todas luces son incapaces de aglutinar  y confi-
gurar un proyecto de mayorías sociales.

Frente a estas movilizaciones, aún minoritarias y sin dema-
siada consistencia política, lo peor que puede hacer el gobier-
no, es subestimar los alcances políticos de la oposición. Debe-
rá, por el contrario, contrarrestar y desactivar políticamente 
a los sectores movilizados; entablar diálogos con sus dirigen-
tes y seducir a las capas populares. Además las bases sociales 
que apoyan al gobierno del Pacto Histórico, se encuentran en 
la obligación histórica de responder con un movimiento de 
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masas lo suficientemente maduro para evidenciar que en las 
movilizaciones no sólo hay contendores políticos: elites em-
presariales y terratenientes, sino también, sectores populares 
capturados por un ethos conservador y reaccionario a la espera de 
discutir el horizonte de las reformas y el impacto sobre sus vidas 
cotidianas.

Precisamente, las comunidades cristianas de base han juga-
do un papel preponderante a la hora de movilizar a sus creyen-
tes, en Cartagena, por ejemplo, el pastor Miguel Arrázola fue 
una pieza fundamental para garantizar el relativo éxito de la 
movilización.  El evangelismo ha ungido, en este caso, como 
el imaginario articulador del discurso de la oposición, a su al-
rededor se ha venido construyendo un tejido social popular-
reaccionario que impone los intereses de la masa empresarial 
como intereses propios. La reacción de estos grupos cristianos 
protestantes, seguramente va a ir creciendo debido a las de-
claraciones del Ministro de Hacienda, por incluir en la nueva 
reforma tributaria a las iglesias dentro de las instituciones que 
tributan en el país. 

No obstante, no deja de ser alentador que, en un país, don-
de históricamente a la otredad se ha tratado de aplacar por la 
vía armada, el llamado a las movilizaciones evidencia, al me-
nos en principio, una oportunidad inédita para solventar los 
antagonismos políticos en clave democrática y pluralista.

LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA TIERRA
Y LA UNIDAD DE LO POPULAR

Las movilizaciones mantenían la intención de mostrar la ca-
pacidad de convocatoria política de la extrema derecha, hacer-
le saber el gobierno nacional que aún cuentan con una base 
social capaz de oponerse a sus reformas, en especial, porque 
el Centro democrático y la extrema derecha en general, sabe 
que debe si o si negociar algunas reformas progresistas para 
no quedar por fuera del centro gravitacional por donde gira la 
agenda política y económica del país.

No es precisamente una casualidad que unas semanas des-
pués de las movilizaciones, se firmará un acuerdo catalogado 
por el gobierno como histórico, celebrado entre el gobierno 
y la Federación Colombiana de Ganaderos (FEDEGAN) en 
cabeza de su presidente José Félix Lafaurie para la compra de 
tres millones de hectáreas de tierra. Fedegan es la organización 
gremial que mayor poder posee sobre la concentración de la 
tierra en el país. Los ganaderos han sido el sector que se ha 
opuesto con mayor vehemencia a la distribución democrática 
de la tierra en Colombia, muchos latifundistas vinculados con 
el negocio de la ganadería han obtenido la tierra a costa del 
desplazamiento y la adjudicación ilegal de predios y baldíos.

Para un parte de la izquierda crítica del gobierno de Petro, 
aquel acuerdo significa legalizar el despojo, está muy lejos de re-
presentar una conquista popular, la tildan de traición al bloque 

campesino por negociar con quienes hace algún tiempo milita-
rizaban el campo por medio de ejércitos privados. En el fondo, 
la izquierda melancólica reivindica la expropiación como méto-
do para llevar a cabo la reforma agraria, expropiación que Petro 
jamás prometió en su programa de gobierno.

Si bien son comprensibles las preocupaciones que suscita 
este acuerdo, al tratarse una organización que hace algunas se-
manas en palabras de su presidente llamaba a conformar orga-
nizaciones de autodefensas para defender la propiedad privada 
ante las invasiones indígenas y campesinas, es cierto también, 
que la Ministra de Agricultura Cecilia López ha declarado que 
la tierra que se pretende comprar debe pasar por un exhaustivo 
filtro de legalidad;  no puede ser tierra que esté en proceso de 
restitución, debe ser propiedad privada, así mismo, el acuerdo 
debe garantizar tierra de la mejor calidad fértil y productiva, 
que no se encuentre en la frontera agrícola, es decir, tierra cer-
cana a los cascos urbanos,  así mismo, esta negociación no 
debe detener los procesos de restitución y formalización de 
predios ya  existentes. Por último, la distribución de tierras 
debe ser manejada por el Estado y tendrá un rasero de género. 

De ningún modo, la tierra puede utilizarse para producción 
agroindustrial, más bien, debe ser un apalancamiento para 
modificar la vocación productiva del país. Es por tal motivo, 
que esta compra de tierras es un punto neurálgico; implica 
avanzar en la promesa histórica de reforma agraria, la agenda 
ambiental y diversificación no-extractivista de la producción 
en Colombia, todo ello en función de la paz total que prome-
tió el gobierno.

En ese sentido, la reforma de Petro va en vía de lo que An-
dré Gorz, denominaba reformas no reformistas, ya que busca 
desarticular el poder sobre la tierra, un paso importante para 
democratizar el régimen, en especial, en un país donde poder 
político y posesión de la tierra han ido de la mano. En sínte-
sis, estamos ante un acuerdo político que puede significar la 
mayor apuesta en términos de reforma agraria que ha vivido el 
país, su éxito o su fracaso dependerá la apropiación ciudadana 
y el control que ejerza el gobierno, de poco servirán los análisis 
pesimistas que desmovilicen a los indígenas y campesinos.

Existe un elemento clave para comprender la apuesta del 
gobierno, tiene que ver con la idea de que en ciertos mo-
mentos en la relación Estado-Sociedad Civil, la única forma 
de unidad de lo popular se encuentra en el Estado, esto es, 
la batuta democratizadora no siempre recae sobre la Socie-
dad Civil. Lo que muestra esta coyuntura es que, a pesar de 
las múltiples prevenciones que cierta izquierda tiene con las 
instituciones estatales, el Estado en determinadas instancias 
de alta conflictividad social, representa el catalizador social 
capaz de aglutinar un bloque nacional-popular y un imagi-
nario anti-oligárquico, de ahí que no se pueda desestimar los 
alcances del acuerdo solo por provenir del Estado y no de la 
acción social colectiva.
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AMÉRICA LATINA

CHILE O LA POLÍTICA 
EN TIEMPOS 

NEOLIBERALES
SEBASTIÁN RIVERA MIR

Hace algunos días un analista empresarial de la recalcitrante 
derecha chilena declaraba en la prensa conservadora de San-
tiago que las condiciones que generaron el estallido social 
de 2019 se mantenían intactas, y llamaba a los actores de su 
sector a prestar atención a este escenario. También en estos 
días uno de los gestores de la campaña del Rechazo a la nueva 
constitución apareció en los medios alertando sobre la incapa-
cidad de los partidos de la derecha para gestionar su triunfo 
electoral. De igual modo, las encuestas, la gran mayoría mani-
puladas por este mismo sector, señalan diariamente la urgencia 
que plantea la población por retomar el proceso constituyente. 

Estas son solo algunas de las apreciaciones que han comen-
zado a proliferar entre los partidarios de la derecha una vez 
diluido el triunfalismo posterior al referéndum, que otorgó al 
Rechazo a la nueva constitución un 62 por ciento de las prefe-
rencias. Esto marca una distancia con las lecturas de esos días, 
que frente a una cifra abrumadora parecían poner una lápida 
al proceso de gestación de un nuevo marco constitucional. Sin 
embargo, con el correr de las semanas lo que ha ido quedando 
claro es que la opinión mayoritaria sigue apostando por una 
nueva constitución. Más del 70 por ciento de los votantes, 
según varias encuestas, continúan sosteniendo la necesidad de 
cambiar el actual marco jurídico. 

Por supuesto, aquellos primeros días de la derrota elec-
toral del Apruebo no eran tan halagüeños y dieron paso a la 
búsqueda de explicaciones. No se trataba tanto de descifrar 
el fracaso, algo que estaba en los márgenes de lo posible, sino 
de comprender la magnitud del descalabro electoral. Por qué 
una constitución que entregaba una serie de derechos sociales 
(vivienda, salud, educación, entre otros), había sido rechazada 
por los sectores más pobres de la sociedad. Por qué un do-
cumento realizado de forma paritaria había encontrado ma-
yor oposición entre las mujeres. Por qué una propuesta que 

garantizaba la igualdad de condiciones a los pueblos origina-
rios había encontrado tanto rechazo en los lugares con alta 
densidad de población indígena. La situación aparentemente 
contradictoria requería explicaciones que permitieran no sólo 
comprender el asunto, sino también abrir trazas para conti-
nuar con el proceso. 

Una de las primeras reacciones a ras de suelo fue denostar 
a quienes votaron por el Rechazo. Incluso los pocos medios 
comprometidos con los cambios se volcaron a las calles a co-
leccionar explicaciones con justificaciones absurdas sobre esta 
opción electoral. Entre sorpresa, rabia y decepción, muchos 
de los entrevistados, cual terraplanistas, señalaban elementos 
incoherentes, mentiras o situaciones hipotéticas para decir por 
qué habían votado en contra. Lo que quedó en evidencia fue 
el masivo nivel de desinformación por parte de la población. 

Con el correr de las semanas hemos asistido, sin embar-
go, a búsquedas más profundas sobre las causas concretas que 
impulsaron la magnitud del resultado. En general, muchas 
de estas teorías apuntan a una multiplicidad de factores que 
contribuyeron a la tormenta perfecta en contra del Apruebo. 
Una inversión publicitaria sin precedentes por parte de la de-
recha, mezclada con las regulares mentiras y fake news que 
este sector ha solido utilizar en sus campañas, fue considerado 
el primer eslabón de estas explicaciones. A esto se debe sumar 
la débil posición del gobierno, recién en proceso de instalarse; 
el referéndum se realizó apenas 6 meses después de que Ga-
briel Boric asumiera, algo prácticamente inédito en la historia 
electoral chilena. Las condiciones y perspectivas económicas, 
con cifras a la baja en casi todos los sectores; así como niveles 
de violencia con pocos precedentes; una crisis migratoria en 
el norte chileno; y la militarización del sur debido al conflicto 
mapuche; entre otras variables, impulsaron votos específicos 
de rechazo. Por supuesto, aquí debemos volver a la campaña 
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de la derecha que aprovechó estas condiciones particulares 
para sembrar su desinformación. 

Hay dos elementos que me parece requieren mayor deten-
ción en el análisis. El primero de ellos corresponde al propio 
sentido del texto y el segundo tiene que ver con las caracterís-
ticas del proceso. En el primer caso, conviene preguntarnos 
hasta qué punto la nueva propuesta de constitución era legible 
para las amplias mayorías del país. Un texto de con casi 400 
artículos, con la incorporación de numerosos neologismos 
académicos, con apartados abstractos que dejaban dudas sobre 
su aplicación concreta, convirtió a la propuesta constitucio-
nal en algo críptico para muchos votantes. Además, en este 
aspecto hay que considerar que, dada la educación neoliberal 
chilena de los últimos 40 años, casi el 40 por ciento de la 
población no entiende lo que lee. En esas condiciones, una de 
las máximas de la campaña del Apruebo, “la gente cambiará de 
opinión cuando la lea”, no pasaba de ser una declaración de 
buenas intenciones. 

Pero el contenido del texto no sólo era difícil de interpretar, 
sino que además numerosos temas instalados con las moviliza-
ciones de 2019 quedaron en una nebulosa falta de concreción. 
Las Aseguradoras de Fondos de Pensión (Afores en México) 
no desaparecían, no se nacionalizaban los sectores producti-
vos estratégicos, no se revertía la mercantilización de las aguas, 
entre otros elementos que habían sido centrales para los ac-
tores del levantamiento. En resumen, una parte importante 
de los pilares del neoliberalismo chileno quedaba aún abierta 
a futuras discusiones, por lo tanto, a incertidumbres sobre el 
resultado final del proceso. 

En términos de cómo se llevó a cabo la redacción del nue-
vo texto, numerosas opiniones se han concentrado en las 
fallas políticas y comunicacionales que tuvo la convención. 
La Lista del Pueblo, que agrupaba a independientes y parti-
cipantes de la revuelta, se disolvió en las primeras semanas 
de las discusiones; uno de los constituyentes fue expulsado 
por mentir sobre una enfermedad crónica que decía padecer; 
las declaraciones inoportunas, seguidas de retractaciones, 
fueron elementos cotidianos; y así podríamos seguir enu-
merando problemas (que nuevamente fueron aprovechados 
por la derecha). Sin embargo, algo que me parece crucial 
no se relaciona con esta inestable situación, sino nuevamen-
te con una predica de los propios convencionales: “cuando 
volvamos a los territorios, podremos explicarles la constitu-
ción a las bases”. Nuevamente, encontramos ingenuidad de 
parte de los declarantes, pero también podemos percibir un 
problema importante sobre cómo se comprendió el trabajo 
constituyente. 

Durante el levantamiento de 2019, uno de los ejercicios 
comunes de los ciudadanos fue la realización de cabildos cons-
tituyentes, barriales, comunales, en los espacios laborales, en 
las organizaciones comunitarias. Sin embargo, cuando los 
convencionistas se enfrascaron en las discusiones, la participa-
ción de las amplias mayorías que habían disputado el devenir 
político chileno, se redujo nuevamente a ser espectadores del 
proceso, o en el mejor de los casos a convertirse en cabilde-
ros de determinados constituyentes. La falta de inclusión en 
los debates por parte de la ciudadanía finalmente ocasionó un 
quiebre entre quienes redactaban la nueva constitución y los 
millones de chilenos que se habían jugado en las calles la nece-
sidad de este cambio institucional. 

Por supuesto, como hemos visto, esta no fue la única causa 
de la debacle electoral, pero no hay que perder de vista que la 
exigencia de participación estaba en las bases del cuestiona-
miento al modelo neoliberal. Esto, por distintos motivos, no 
fue atendido por parte de los implicados, con los resultados 
que hemos podido observar en el plebiscito.  

Finalmente, el gran aprendizaje de esta elección, la primera 
realizada con voto obligatorio e inscripción automática desde 
el retorno de la democracia, se relaciona con la profundidad 
del neoliberalismo en Chile. No hay duda que este modelo no 
es sólo una apuesta económica, sino que implica una amplia 
gama de aspectos culturales, políticos y sociales. El referéndum 
significó la inclusión electoral de sectores que habían perma-
necido ausentes de las elecciones desde hace 40 años. Sobre el 
comportamiento y las causas de esta distancia se habían escrito 
numerosas hipótesis, apelando a lo antisistema, al rechazo a los 
gobiernos, a la ausencia de interés porque nada iba a cambiar. 
Sin embargo, la elección nos comienza a mostrar el escenario 
completo, y lo que podemos ver en un primer asomo es la 
aguda penetración del individualismo, de la desconfianza, de 
todos aquellos “valores” desplegados por el neoliberalismo. No 
es casual que en estos días también apareciera una encuesta 
que señala que el 75 por ciento de los chilenos piensa que “la 
mayoría de la gente trata de aprovecharse de uno”. A contrape-
lo, la propuesta de constitución establecía que Chile sería “una 
república solidaria”. Nada más alejado de las apreciaciones del 
ciudadano común y corriente.

No se trata, en conclusión, de autoflagelarse. Al contrario, 
una de las bases para hacer política es conocer el contexto y 
la coyuntura sobre la que se opera, y por primera vez en mu-
chísimo tiempo las cartas completas están sobre la mesa. Hay 
que aprender a leerlas, y también comenzar a comprender que 
desmontar las dinámicas neoliberales, no será el resultado ni 
de un decreto, ni de una nueva constitución. 
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LA GUERRA
EN UCRANIA
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La actual guerra en Ucrania, iniciada por la invasión del ejér-
cito de la Federación Rusa el 24 de febrero de 2022, calificada 
de “operación militar especial” ha surgido como reacción a la 
posibilidad de que Ucrania se pudiera incorporar como un 
miembro más de la Organización del Tratado del Atlántico 
Norte (OTAN). El presidente Vladimir Putin considera lo an-
terior como una amenaza a la seguridad de Rusia y por ello, se 
ejecutó la orden de invadir a Ucrania. 

Sólo tres días antes de que el ejército ruso traspasara las 
fronteras de Ucrania, Rusia había reconocido a la Repúbli-
ca Popular de Donetsk y la República Popular de Lugansk, 
dos estados que se han declarado como Independientes en la 
región de Donbás en el este de Ucrania y que cuentan con 
poblaciones rusas.1 En estos estados se habían concentrado las 
disputas, en especial desde 2014 que a raíz de un conflicto 
político interno en Ucrania en el que fue depuesto el presiden-
te Víktor Yanukóvich.2 Este conflicto había quedado latente, 
aún después de que se firmaron acuerdos entre las partes que 
se reavivaron cuando se iniciaron las pláticas para que Ucrania 
formara parte de la OTAN, lo que constituyó una afrenta a 
la seguridad de Rusia. Este conflicto se ha convertido en una 
disputa de intereses estratégicos, económicos y políticos de las 
actuales grandes potencias: Estados Unidos, Europa, Rusia y 
China principalmente. Sin embargo, desde la perspectiva his-
tórica debe mirarse fundamentalmente como una expresión 
de la estrategia de los Estados Unidos frente a los nuevos de-
safíos a su hegemonía mundial, frente a Rusia y en especial 
contra China, que han sido declarados los enemigos de su 
liderazgo global. Debemos recordar que desde 2017 China 
fue declarada oficialmente como el principal adversario de los 
Estados Unidos.3

En este artículo el análisis sobre el “imperialismo americano” 

tiene un fuerte sesgo hacia la región de Asia y en especial, su 
política con respecto a China. Una de las razones principales 
tiene que ver con lo que ha señalado el profesor Chalmers 
Johnson al decir que el más importante legado de época de la 
guerra fría se encuentra en Este de Asia ya que la riqueza y el 
poder de esta región ha venido a alterar el balance del poder 
mundial.4 En este sentido, para muchos analistas que miran la 
actual guerra en Ucrania desde los lentes de la geopolítica, se-
ñalan que es indicativa del rumbo del mundo hacia el dominio 
de la región Euroasiática, que unirá a toda Europa oriental y 
a China  que será la potencia económica mundial más impor-
tante en este siglo XXI y a la que se unirán todos los países que 
constituyen su periferia económica y política en Asia y otras 
partes del mundo.5

RUSIA EN ESTADO TERMINAL,
ESTADOS UNIDOS EN DECLINACIÓN
Y CHINA EN ASCENSO

Desgraciadamente esta nueva guerra de Ucrania nos ha traído 
recuerdos de hechos y momentos que hoy vuelven a tomar 
nuevas dimensiones y cuyo análisis nos permite valorar la ac-
tual situación geopolítica a escala global. Primero señalar que 
el organismo centro de la disputa es la Organización del Trata-
do del Atlántico Norte (OTAN), que junto con otras organi-
zaciones como el Banco Mundial (BM), el Fondo Monetario 
Internacional (FMI), fueron el resultado de la organización de 
los poderes imperialistas después de la segunda guerra mundial 
para apuntalar su dominio sobre diversas partes del mundo. 

La OTAN en especial fue una organización creada para fre-
nar el avance del socialismo y no se disolvió después del colapso 
de la URSS. No sólo no se disolvió, sino que se expandió hacia 
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las ex repúblicas soviéticas en Europa del este, lo que provocó 
preocupación en la nueva Federación Rusa que se transformó 
en un país capitalista. Esta ampliación de la OTAN se dio des-
pués de los EEUU aseguraron a la URSS que ni una pulgada 
de la jurisdicción militar se movería en dirección hacia el Este 
de Europa.

Los Estados Unidos apoyaron, -como lo han hecho reite-
radamente en el pasado en otros países- fuerzas fascistas para 
dar el golpe de 2014 en Ucrania contra el presidente Viktor 
Yanukovich. Estos grupos querían ser miembros de la OTAN 
sabiendo que los Estados Unidos los apoyaría. Más tarde esta 
fuerza fascista declino ya que en las elecciones de 2019 sólo 
consiguieron una votación del 2.1%. Pero Putin señaló que 
una de las causas de la ”operación militar especial” era para 
erradicar la nazificación de Ucrania.6Así, la pregunta que de-
bemos hacernos es cuál ha sido el tipo de estrategia que ha 
buscado Estados Unidos llevar a cabo en Ucrania, con el pro-
pósito de irritar a Rusia en los últimos años. El activista Abby 
Martin, al que hemos citado, dice que “Rusia se habría unido 
a la OTAN si la hubieran invitado”. ¿Por qué se ha elegido la 
confrontación?7

La respuesta la da su colega Brian Becker al señalar que “si 
los Estados Unidos trata a Rusia como otro país capitalista, 
entonces Alemania y otros países en Europa gravitarían en la 
dirección de Rusia”. Ellos son socios comerciales naturales y 
socios políticos, “especialmente Alemania”, y señala: “la ver-
dadera razón de la continuidad del antagonismo, es el temor 
de los Estados Unidos de perder su hegemonía en Europa.8 La 
OTAN fue diseñada para colocar a Europa Occidental bajo 
la completa subyugación del imperialismo americano.9 En la 
misma dirección apunta Noam Chomsky sus comentarios al 
decir que la principal demanda de Putin era la seguridad de 
que la OTAN no afiliara nuevos miembros, y específicamente 
ni Ucrania y tampoco Georgia. Obviamente no habría con-
flicto si no hubiera habido una expansión de esta situación o si 
la expansión hubiera ocurrido en armonía con la creación de 
una estructura de seguridad en Europa que incluyera a Rusia. 
Para Chomsky esta crisis lleva 25 años en gestación, conforme 
Estados Unidos ha rechazado con desdén las preocupaciones 
de Rusia por su seguridad.10

La línea explicativa que hemos encontrado como conse-
cuencia de los señalamientos anteriores es la que nos dice que 
los Estados Unidos han querido mantener el espectro de Rusia 
como una constante amenaza, aún después del colapso de la 
URSS. El sistema político de los Estados Unidos se nutre de 
las amenazas a su imperio mundial a través de los regímenes 
comunistas, autoritarios, terroristas y otros que simplemente 
quieren hacer valer sus deseos de soberanía e independencia. 
Por ello, y también por otras razones intrínsecas a Rusia, es 
que los Estados Unidos han querido mantener el espectro de 
una Rusia amenazante aún después del fin de la URSS. Y una 
de las formas de hacer a Rusia una amenaza es precisamente 
utilizar de la extensión del mecanismo de la incorporación a la 

OTAN de países en la nueva frontera de Rusia que surgieron 
después de 1991, ya que este país ha señalado que tal acción 
no sería permitida pues la considera como una agresión a su 
seguridad nacional. Rusia no podría consentir la instalación de 
misiles en los países contiguos a su frontera. 

El creciente poder militar dentro del gobierno de los Es-
tados Unidos que surgió desde la segunda guerra mundial, 
es una de las poderosas razones que explican sus conductas 
internacionales. Vuelvo a traer ideas del profesor Chalmers 
Johnson sobre este fenómeno que aparecen en su extraordi-
nario libro sobre el militarismo americano en donde señala lo 
siguiente: “el establecimiento militar se convirtió en un cartel 
gigante, operado para beneficiar a sus cuatro principales servi-
cios: el ejército, la naval, los cuerpos marinos, y la fuerza área, 
casi igual en la forma en la que opera la Organización de Países 
Exportadores de Petróleo (OPEP) cuyas funciones consisten 
en mantener las ganancias de cada uno de sus miembros”.11

Otras razones poderosas que han aflorado con motivo de 
este conflicto tienen que ver con las relaciones históricas entre 
Rusia y Europa. Como se ha señalado, para los Estados Uni-
dos no es conveniente que existan relaciones estrechas entre la 
Unión Europea y Rusia, ya que la primera tendría una pro-
pensión a una dependencia energética de la segunda, como un 
primer paso hacia una integración económica más intensa al 



52

integrarse una unidad territorial inmensa (Rusia) con grandes 
recursos naturales, y la Unión Europea, un conjunto de paí-
ses con recursos financieros y tecnológicos. Debemos recordar 
que en el pasado la visión de Gorvachov era la de establecer 
un hogar común europeo sin alianzas militares, que era una 
concepción no lejana de la iniciativa estadounidense de una 
Alianza para la Paz de 1994 cuya finalidad era crear un siste-
ma de seguridad cooperativo con una limitada relación con la 
OTAN, que fue socavada por el presidente Clinton. En este 
sentido, un dilema que se le presentó a Rusia después de la 
desaparición del comunismo tenía que ver con la elección de 
mantener el imperio, lo que significaba apartarse de Europa y 
frenar la democracia, o integrarse al continente y favorecer la 
democracia.12 

Se puede afirmar que cada vez que Putin transforma un 
conflicto político en uno militar valida los sueños febriles de 
los extremistas halcones de Washington y, por otro lado, re-
fuerza la idea en los líderes y ciudadanos de los Estados de 
la OTAN que es benéfico vivir bajo la sombra del artículo 5 
de este organismo (defensa colectiva). La opción de la neu-
tralidad, tipo Finlandia se evapora, como queda demostrado 
por el cambio en la aceptación de la población de Ucrania 
de integrarse a la OTAN que pasó en los últimos años de ser 
una minoría a una mayoría. Finlandia y Suecia han señalado, 
después de la invasión rusa su deseo de ser miembros de la 
OTAN, confirmando esta tesis.13 

Para Putin, según este autor, más que resistir al expansio-
nismo de la OTAN, lo verdaderamente importante es reunir 
de nueva cuenta a la Bielorrusia y Ucrania bajo el dominio 
ruso. Putin ve como indiscutiblemente integrados al Estado 
ruso a regiones como Ucrania por la identidad lingüística y 
nacional. Por esta razón se opone al control de nacionalistas 
ucranianos que rechazan el dominio imperial ruso. Volver a 
integrar a estas regiones al corazón ruso es el objetivo principal 
del gobierno en manos de Putin. La cuestión de la seguridad 
nacional tiene un valor secundario. Lo importante es el regre-
so de Ucrania a su condición natural como parte del mundo 
ruso. Esta fórmula implica la creación de un satélite leal en 
Ucrania contra los deseos de su población. Así, lejos de preve-
nir una nueva guerra fría, en realidad la garantiza.14

El conflicto escala desde 2013-14 cuando agentes rusos 
apoyaron las protestas contra el nuevo régimen de Ucrania y 
su transformación en una insurgencia militar apoyada directa-
mente por fuerza rusas. Los nacionalistas rusos en Donbás son 
tanto de extrema derecha como sus contrapartes del batallón 
Azov. Se vive un proceso de radicalización nacionalista. En 
esta respuesta a la guerra, debe quedar claro que no debemos 
concentrar nuestra atención a la cuestión de la OTAN, pues 
así lo quiere la elite nacionalista rusa, con la idea de olvidar-
nos de que constituyen un gobierno represivo, cleptocrático y 
militarista.15

Este análisis sobre la verdadera estrategia rusa es comparti-
do por la especialista japonesa Yoko Hirose, quien señala que 

lo que está en el centro de la diplomacia en el gobierno del pre-
sidente ruso V. Putin es la defensa de sus esferas de influencia. 
En primer lugar, los antiguos estados soviéticos y luego, los 
estados que constituyeron el antiguo bloque comunista. Rusia 
ve el territorio de la antigua Unión Soviética como extrema-
damente valioso.16 Ha utilizado la guerra híbrida desde hace 
años, fundamentalmente al difundir información favorable a 
Rusia en Ucrania para desestabilizar a su gobierno.17

Pensamos que un factor clave para Rusia es que nunca rea-
lizó reformas económicas, como la de China, que le hubieran 
permitido tener un campo de maniobra mayor. Es una eco-
nomía relativamente pequeña, comparada con la de Estados 
Unidos (12 veces menor) y otros países europeos. Su peso his-
tórico ha residido en su gran extensión territorial, con recur-
sos como el petróleo, el gas y la producción de cereales. Sin 
embargo, es una superpotencia militar en donde encuentra 
el balance con su política de disuasión nuclear como lo hace 
ahora en este conflicto. ¿Ganará, perderá? ¿Dividirá a Ucrania, 
con una parte rusa? ¿Cuál es el destino final de Rusia? Jean 
Meyer señaló desde hace años que Rusia seguirá jugando un 
papel mayor en su zona; entre Alemania y Asia. Y recuerda la 
exclamación de Mohamed V, sultán otomano del siglo XIX 
que dijo: “¿Derrotar definitivamente a Rusia? ¡Olvídenlo! Su 
mero cadáver nos aplastaría”.18

Pasemos ahora a realizar un análisis de las relaciones de Ru-
sia y China en este conflicto.19 Nuestra hipótesis es que en 
esta guerra los Estados Unidos tienen como destinatario final 
a China. El apoyo dado a Ucrania fue hecho con la finalidad 
de atraer a Rusia y forzarlo a invadir y crear el teatro de guerra 
que, además de ser un jugoso negocio para los productores 
de armas, ponía en un dilema a Rusia. Si no realizaba la inva-
sión y Ucrania se convertía en miembro de la OTAN, Rusia y 
Putin en lo personal quedarían desacreditados en su papel de 
potencia mundial. Estados Unidos estaba casi en una apues-
ta de ganar-ganar, ya que el peso de pérdidas humanas ni la 
destrucción de ciudades serían americanas. Así que estaríamos 
ante un caso de operación militar rusa forzada por estas con-
diciones y la que probablemente estuvo dentro de los cálculos 
de Washington.  Poco antes de la invasión, Putin visitó China 
y junto a Xi Jinping expresaron a través de un comunicado 
que la alianza entre ellos es estratégica y de cooperación para 
el desarrollo la humanidad.20 China no condenó la invasión, 
como cabía esperar, ni se ha sumado a la política de sanciones 
económicas. Ha realizado llamados a la diplomacia y el arreglo 
por la vía del diálogo. Por supuesto esta posición de China so-
bre el conflicto en Ucrania, imaginamos que ya había sido pre-
vista en Washington y ha servido para presentar a China ante 
el mundo como una potencia insensible, autoritaria y alejada 
del bloque americano-europeo.21 Para Chomsky posiblemente 
China esté relativamente satisfecha con el curso de los aconte-
cimientos. Muy probablemente es lo mismo en Washington. 
Los dos han ganado con la tragedia. Y la euforia entre los pro-
ductores de armas y combustibles fósiles es inocultable.22
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A la pregunta de si ¿Rusia y China trabajan para juntos para 
promover “un nuevo orden democrático mundial”? Chomsky 
contesta lo siguiente: “la idea de dos estados autoritarios tra-
bajando para promover la democracia en el mundo me pare-
ce una mala broma…es desde luego, ridícula… Lo harán del 
mismo modo en que Estados Unidos trabajaba para “promo-
ver la democracia” en Irak. Con raras excepciones, la clase in-
telectual y la mayoría de académicos proclamaron con vigor la 
nueva doctrina, como supongo ocurre hoy también en Rusia 
y China”23

Es posible que a Estados Unidos le convenga una guerra 
larga, sin importar el resultado, quizá la apuesta es que el ejér-
cito ruso se mantenga como en Afganistán, que tuvo que salir 
después de 14 años de una guerra de desgaste que no pudo 
convertir en un triunfo. Pero a China posiblemente no le con-
viene un conflicto largo por las consecuencias económicas que 
ello pudiera tener sobre su economía muy entrelazada con los 
mercados mundiales. Así, lo último que los chinos desearían 
es un mundo dividido con una nueva cortina de hierro ais-
lando a Euroasia.24 Las decisiones tomadas por Washington y 
Beijing, sobre el conflicto de Ucrania, tendrán una influencia 
muy grande sobre el futuro de las relaciones entre estos países.  

El comunicado conjunto de China y Rusia del 4 de febre-
ro ya mencionado, “para reordenar el sistema internacional” 
hizo que en Estados Unidos muchos analistas asumieran la 
hipótesis de la venia de Xi para la invasión a Ucrania y por lo 
tanto deben ser tratados como enemigos comunes de la lucha 
entre democracia y autoritarismo.25 Por otro lado, se afirma 
que Rusia y China no tienen intereses alineados perfectamen-
te. China tiene mucho más que perder. Putin es una especie 
de incendiario del sistema internacional que dirige un país en 
declinación terminal. China por el contrario se ve como una 
potencia en ascenso y por tanto sus intereses se ven profunda-
mente afectados cuando los Estados Unidos y la Unión Euro-
pea miran a China y Rusia como enemigos intercambiables.26 
Creemos, por otro lado, que para China no sería incómodo 
que Rusia saliera debilitada de esta confrontación, pero sólo 
hasta el límite en el que se pudiera volver más dependiente de 
China, y en el futuro pasara a ser más que un igual, un país 
subordinado al gran y nuevo imperio chino.

Somos de la idea de que Estados Unidos ha gestado la crisis 
de Ucrania para atraer a Rusia al conflicto y quizá la idea será 
muy parecida a la que utilizó en Afganistán; dejar un conflic-
to militar de larga duración para debilitar a Rusia. Por otro 
lado, y quizá lo más importante es que el verdadero objetivo 
es la contención de China a mediano y largo plazo. China es 
el verdadero desafío a la hegemonía estadounidense y quiere 
mostrarle lo que le puede pasar en caso de invadir a Taiwán. 
China por su parte, está tomando nota de la alianza formada 
por los americanos alrededor de Europa y otros países occi-
dentales, incluyendo a Japón y otros países como Australia en 
contra de Rusia. Así, la construcción de una hegemonía china 
a escala global deberá pasar por esta prueba.27 En esta línea de 

pensamiento sobre la construcción de la hegemonía global de 
China tenemos que destacar que, la legitimidad de la hegemo-
nía americana tuvo sus raíces en la derrota del fascismo en Eu-
ropa y en Asia durante la segunda guerra mundial, que logró 
imponer la visión de las democracias liberales como sustrato 
ideológico del nuevo imperialismo, que como hemos visto ha 
sido el contenido de contradicciones profundas. La futura he-
gemonía china deberá descansar, por el contrario, en un gran 
cambio de paradigma, fundada en un sistema autoritario mo-
dernizante a escala global.

Finalmente, para concluir nos enfocaremos a realizar un 
breve análisis sobre la declinación de Estados Unidos. Debe-
mos recordar qué desde la aparición del libro de Paul Kennedy 
sobre el auge y caída de los grandes imperios, publicado en 
1987, en el que indicaba que los Estados Unidos estaban ya en 
una línea de descenso por su sobredimensionamiento estraté-
gico y militar que ya no correspondía a su crecimiento econó-
mico, se inició un gran debate sobre la declinación americana 
que se diluyó por la caída de la URSS en 1991. Sin embargo, 
este libro y sus ideas fueron indicativas de lo que hemos visto 
durante las siguientes dos décadas, especialmente a partir del 
ascenso económico de China desde el año 2000.

Estados Unidos ha entrado en una etapa en la que su poder 
unilateral se ha venido erosionando. Así, no fue sorprendente 
que el propio presidente Joe Biden afirmara en su discurso de 
toma de posesión que es el momento de reparar las alianzas 
en el mundo para enfrentar los retos actuales y los del futuro. 
El liderazgo americano, dice Biden, “deberá prepararse para 
enfrentar el avance del autoritarismo, incluyendo las crecientes 
ambiciones de China que desafían a nuestro país, y la determi-
nación de Rusia para dañar y descarrilar nuestra democracia. 
Y todos estos nuevos retos, incluyendo la pandemia, la crisis 
climática y la proliferación nuclear, deberán resolverse con el 
concierto de un trabajo común entre las naciones. No pode-
mos hacer esto solos” (We can´t do it alone).28

Según el gran pensador Immanuel Wallerstein, es la debi-
lidad del imperialismo americano, y no su fuerza de antaño, 
lo que determina la forma tan agresiva de su conducta en esta 
era. Los tres hechos que marcan esta debilidad han sido el as-
censo de competidores económicos, la revolución mundial de 
1968 que significó el cambio de mentalidades a escala global 
y finalmente la derrota en Vietnam. Todos estos hechos mar-
caron el principio de la declinación de los Estados Unidos.29 
Este aplicó toda una serie de medidas para contrarrestar esta 
declinación. Reducir los salarios y los costos de las empresas, 
bajar los impuestos y los gastos del bienestar social. Por otro 
lado, evitar la proliferación nuclear, que es una amenaza a su 
poder global militar. Finalmente, ponerle un alto a la Unión 
Europea, a quién apoyó en sus inicios, pero a la que ya ve 
también como una amenaza al querer convertirse en un tipo 
de Estado que pudiera competirle.30

Para Wallerstein el colapso de la URSS fue un desastre para 
los Estados Unidos ya que era el arma más poderosa que tenía 
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en relación con Europa occidental y el Este de Asia. Sin embar-
go, los halcones han entrado en acción, después de considerar 
que las políticas diplomáticas, manejadas multilateralmente 
aplicadas desde Nixon lo que han hecho es acelerar la decli-
nación. Lo que hay que hacer es cambiar la estrategia radical-
mente con acciones decididas, abiertas de acción imperial. La 
guerra por el bien de la guerra (war for the sake of war)31. Por 
ejemplo, la guerra en Irak no fue tanto por el petróleo sino 
para intimidar a países en el tercer mundo y a Europa.

Pero los halcones no han ganado todavía el partido. Según 
Wallerstein, se han apoderado de la maquinaria del Estado 
desde los ataques a las torres gemelas en Nueva York el 11 
de septiembre del 2001. Saben que es ahora o nunca y deben 
empujar a los Estados Unidos hacia más guerras. Sin embargo, 
no tienen garantías de que tendrán éxito pues tienen como 
enemigos a capitalistas que creen en la unidad del capital y 
por lo tanto estarían en contra de disrupciones en la economía 
global.32 Este es un punto álgido y que no existía en la época 
de la guerra fría, es decir la integración de Rusia y China a 
la economía global. La pregunta que debemos hacernos en el 
actual horizonte, es si se podrá aislar a estas economías de los 
flujos de la economía global existente en nuestros días, y cuáles 
serían las consecuencias.

Por ejemplo, el historiador marxista hindú Vijay Prashad 
señala que con la globalización impuesta por Washington ya 
por más de treinta años, Rusia se convirtió en una fuerza de 
este proceso al ser integrada con la exportación de productos 
de energía y también por la nueva riqueza que fue sustraída 
del viejo régimen y transferida a los nuevos multimillonarios 
rusos que la han invertido en los mercados financieros inter-
nacionales y no es fácil ahora, por lo tanto romper de la noche 
a la mañana, sólo porque así lo dicta la Casa Blanca, pues estas 
relaciones económicas tienen raíces profundas que no pueden 
ser rotas repentinamente. Si las sanciones económicas logran 
romper la integración de Rusia en el sistema internacional ha-
brá una catástrofe aún mayor.33

Wallerstein nos recuerda que la contradicción básica del ca-
pitalismo a lo largo de su historia es que todos ellos tienen un 
interés en común derivada del hecho de que existe una lucha 
mundial de clases. Al mismo tiempo, todos los capitalistas son 
competidores de otros capitalistas. Son contradicciones funda-
mentales del sistema y serán muy explosivas. Hemos entrado 
en un mundo muy caótico, como resultado de la crisis del 
capitalismo como un sistema. Este mundo caótico estará pre-
sente por los siguientes veinte o treinta años. Nadie tendrá el 
control, y menos que nadie el gobierno de los Estados Unidos. 
Los Estados Unidos han perdido legitimidad y es por ello que 
ya no le podemos llamar poder hegemónico. Y no contar con 
legitimidad, es un punto crucial. Este gobierno va a la deriva 
en un momento en el que intentará poner todo en su lugar, 
sin lograrlo. Esto no es ni bueno, ni malo, pero no debemos 
sobreestimarlo, ni la fuerza sobre la que se apoya.

La declinación de los Estados Unidos según Chomsky es 
hasta cierto punto real, y su factor primordial es doméstico. 
Si lo vemos profundamente dice, mucho del deterioro interno 
es resultado del impacto brutal de los programas neoliberales 
de los pasados 40 años.34 Además cuenta ahora con una dere-
chización del Partido Republicano, ya como una fuerza pro-
tofascista. Un país ahora con unos niveles de violencia urbana 
sin competencia en el mundo industrializado y con el mayor 
arsenal de armas en manos del gobierno, pero también de la 
población. La creciente desigualdad económica, apuntalada 
por la pandemia y nuevas y feroces olas de racismo y políticas 
contra los migrantes se añaden a este cocktail explosivo. Así, 
los Estados Unidos parecen ser un gran peligro para la huma-
nidad existente hasta nuestros días.35

Para concluir, vamos a escribir una idea crucial en todo este 
análisis, del pacifista Brian Becker que dice lo siguiente; “aún 
si la OTAN es disuelta y se acaba la hegemonía de los Estados 
Unidos, un mundo multipolar no es necesariamente la solu-
ción. La única solución es el socialismo, que es un sistema que 
no requiere la guerra pues no está basada en la competencia, 
sino en la cooperación entre las poblaciones dentro de una na-
ción y entre los pueblos de todo el mundo”.36 Ojalá, tengamos 
tiempo para alcanzar esta meta.

MUNDO



55

NOTAS

*  Una versión más extensa de este artículo se encuentra en la Revista 
Observatorio del Desarrollo. Investigación, reflexión y análisis de la 
Universidad Autónoma de Zacatecas, 2022.
**  Profesor-investigador de la Unidad Académica de Estudios del 
Desarrollo de la UAZ.
1  Noam Chomsky ha dicho que esta invasión rusa de Ucrania es 
un grave crimen de guerra, al nivel de la invasión estadounidense 
de Irak y de la invasión de Polonia por Hitler y Stalin en septiembre 
de 1939. El periódico La Jornada realizó traducciones de entrevistas 
a Chomsky realizadas entre marzo y abril de 2022 que aparecieron 
originalmente en la página web de la organización Truthout (https://
truthout.org/)-   
Todas las citas de Chomsky en este artículo provienen de este 
material.  
2  Los Estados Unidos apoyaron y promovieron en 2014 la disidencia 
política antirrusa que fue refrendada posteriormente con el arribo del 
actual presidente Zelensky en 2019.
3  Véanse los comentarios al comunicado de la National Security Stra-
tegy de Timothy R. Heat en https://www.rand.org/blog/2017/12/
americas-new-security-strategy-reflects-the-intensifying.html
4  “Blowback. The Costs and Consequences of American Empire”, 
A Metropolitan / Owl Book, Henry Holt and Company, New York, 
2000. p. 32.
5  La estrategia económica y política de la llamada Ruta de la Seda 
(yidai yilu) puesta en acción por China en 2013 hará posible esta 
integración a la que se han unido 147 países en todo el mundo.
6  Tomado de la entrevista hecha a los activistas Brian Becker (Answer 
coalition) y Abby Martin (Emprier Files). Morning Star, March 3, 
2022.
7  Ibid.
8  Ibid
9  En Asia, como hemos visto, la estrategia fue la subyugar principal-
mente a Japón y a Corea del Sur para hacerlos satélites en la conten-
ción del comunismo.
10  Noam Chomsky ha dicho que esta invasión rusa de Ucrania es 
un grave crimen de guerra, al nivel de la invasión estadounidense de 
Irak y de la invasión de Polonia por Hitler y Stalin en septiembre 
de 1939. El periódico La Jornada realizó traducciones de entrevistas 
a Chomsky realizadas entre marzo y abril de 2022 que aparecieron 
originalmente en la página web de la organización Truthout (https://
truthout.org/)-   
Todas las citas de Chomsky en este artículo provienen de este material. 
11  The Sorrows of Empire. Militarism, Secrecy, and the End of Re-
public Los Estados Unidos cuentan con 725 bases militares en todo 
el mundo. El departamento de la defensa ha desplazado al departa-
mento de estado en la formulación de la política exterior y concluye 
que los Estados Unidos podrán colapsar por las mismas razones de 
la URSS: contradicciones económicas internas, rigidez ideológica, 
sobre-dimensionamiento imperial e incapacidad para reformarse. 
12   Esta idea es de Helene Carrere de Encause citada por Jean Meyer, 
Rusia y sus imperios 1894-1991, México, FCE, 1997, p. 488.

13  Gregory Afinogenov, “The Seeds of War”, Dissent, March 2, 
2022.
14  Ibid. 
15  Ibid.
16  Yoko Hirose, “Russias´s invasion of Ukraine shines ligth on hy-
brid warfare as military strategy”, The Yomiuri Shimbun, April 2, 
2022.
17  Ibid.
18  Jean Meyer, Rusia y sus imperios 1894-1991, México, FCE, 1997, 
p. 488.
19  Las relaciones entre estos dos países históricamente han sido muy 
complejas, incluyendo las de la era en las que eran países comunistas, 
y supuestamente debían convivir en gran armonía, lo que no suce-
dió. Pero este es un cuento aparte de nuestro interés en este ensayo.
20  Es un comunicado conjunto del 4 de febrero que en sus partes 
generales parece más una réplica de los comunicados de los Estados 
Unidos, sobre el apoyo a la democracia, los derechos humanos, la 
cooperación internacional y el valor de los organismos internacio-
nales. ¡El mundo invertido ahora ideológicamente! Comunicado en 
http://en.kremlin.ru/supplement/5770
21  El presidente Joe Biden asumiendo un papel de juez mundial, 
advirtió a China de las consecuencias de apoyar a Rusia en una en-
trevista telefónica el 18 de marzo de 2022.
22  Chomsky, op. cit.
23  Ibid.
24 Vijad/Preshad, https://www.democracynow.org/2022/4/15vijadp
rashadrussiaukraineglobalsouth
25   Además, en dicho comunicado, ya citado, China y Rusia recon-
firmaron sus planes conjuntos para desarrollar la Unión Económica 
de Euroasia en colaboración con la Ruta de la Seda. 
26  Ryan Hass, “Ukraine an opportunity to test China’s Outlook”. 
https://www.eastasiaforum.org/2022/03/10/ukraine-an-opportuni-
ty-to-test-chinas-strategic-outlook/
27  La hegemonía china a escala mundial deberá enfrentar, además, 
el ambiente desfavorable a su liderazgo como lo muestra la en-
cuesta de Pew Research Center. https://www.pewresearch.org/glo-
bal/2020/10/06/unfavorable-views-of-china-reach-historic-highs-
in-many-countries/
28  https://www.whitehouse.gov/briefing-room/speeches-remarks/
29  Estas ideas están tomadas de su artículo, “U.S. Weakness and the 
Struggle for Hegemony”. Monthly Review,  Nov, 01, 2019
30  Ibid.
31  Ibid. Los halcones (hawks) en la historia política de Estados Uni-
dos se remontan hasta 1812 cuando la facción que buscó la guerra 
con Inglaterra fue bautizada con este apelativo.
32  Ibid.
33  Vijay Prashad, op. cit.
34  Chomsky, op. cit.
35  Un recuento de la violencia nos da que en 2021 hubo 693 tiro-
teos masivos. Los hogares cuentan con casi 400 millones de armas 
y es ahora el país más desigual económicamente del grupo de las 7 
economías más desarrolladas (G7).
36  Brian Becker, op. cit.
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EMERGENCIA FEMINISTA

DE MAREAS Y OLEAJES ROJOS: 
MUJERES Y SU PARTICIPACIÓN 

POLÍTICA EN MÉXICO
CEMOS

El acceso a los derechos sexuales y reproductivos ha sido parte 
de las principales demandas de los movimientos de mujeres 
desde el siglo pasado en nuestro país, a los que las comunistas 
incidieron desde su doble militancia: la partidaria y la feminis-
ta. La presente exposición procura mostrar parte de este pasa-
do, a través de fotografías, notas periodísticas, volantes y car-
teles albergados en distintos fondos documentales del Centro 
de Estudios del Movimiento Obrero y Socialista (CEMOS). 
El objetivo es evocar las movilizaciones, discusiones y eventos 
que las compañeras comunistas llevaron a cabo entre las déca-
das de 1970 y 1980.

Durante la Primera Conferencia de la Organización de las 
Naciones Unidas celebrada en 1975 en la Ciudad de México, 
se declaró el Año Internacional de la Mujer. En este contex-
to el Movimiento Nacional de Mujeres organizó las Jornadas 
Nacionales sobre el Aborto, cuyo debate permitió que en di-
ciembre de 1977 se presentara una iniciativa de ley para la des-
penalización del aborto, bajo la consigna “por un aborto libre 
y gratuito”. Tres años después se integró el Frente Nacional de 
Lucha por la Liberación y los Derechos de las Mujeres (FNA-
LIDM), el cual reunió a mujeres de distintas orientaciones po-
líticas, predominando aquellas de izquierda. El Plan de Acción 
del FNALIDM comprendió cuatro ejes: la reivindicación de 
la maternidad voluntaria, la creación de guarderías, una cam-
paña contra todas formas de violencia sexual y la atención a 
las problemáticas de las trabajadoras discriminadas por la Ley 
Federal del Trabajo.  

Esta exposición registra diversas iniciativas asociadas a este 
oleaje, como la educación sexual y la paternidad responsable, 
que fueron retomadas por la Coalición de izquierda en el Con-
greso de la Unión en 1979. Al año siguiente, se llevó a cabo 
el Encuentro Nacional de Mujeres del Partido Comunista 

Mexicano (PCM), espacio en el que se discutieron cuestiones 
relativas a la despenalización del aborto, la situación social de 
la maternidad y su relación con el feminismo, así como el pa-
pel de las mujeres en los partidos. La recopilación documental 
de esta exposición es evidencia de la comprometida participa-
ción de las mujeres desde el ámbito de la militancia política 
y del impuso otorgado a la demanda por la libertad de “deci-
dir sobre nuestros propios cuerpos”, que avanzó junto con la 
denuncia por las muertes de miles de mujeres año con año, 
resultado de abortos clandestinos. De igual modo, estos ma-
teriales dejan constancia de la intensa relación entre el PCM y 
la movilización feminista que, no sin tensiones, logró instalar 
en las agendas de las izquierdas la presencia de las demandas 
específicas de las mujeres. Esto es patente en la trayectoria del 
Partido Socialista Unificado de México (PSUM) y del Partido 
Mexicano Socialista (PMS), organizaciones de las cuales tam-
bién se exponen materiales. 

En noviembre de 1980 se llevó a cabo en nuestro país el 
Primer Encuentro Nacional de Mujeres, al que siguieron nu-
merosas reuniones de mujeres desde el ámbito laboral, magis-
terial, campesino y urbano popular. En conjunto se dio paso 
a la conformación de coordinadoras sectoriales de mujeres, 
comprometidas con su actuar en conflictos y problemáticas de 
corte regional. Se trata de hechos trascendentales que pusieron 
énfasis en la necesidad de introducir la perspectiva de género a 
los movimientos sociales.

Una década después se llevó a cabo en Argentina el V En-
cuentro Feminista Latinoamericano y del Caribe, durante el 
cual se acordó establecer el 28 de septiembre como el “Día 
de Acción Global para el acceso al Aborto Legal y Seguro”. 
La fecha fue propuesta por la delegación brasileña por ser 
el  aniversario de la promulgación de la Ley de Libertad de 

EXPOSICIÓN DOCUMENTAL
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Vientres (1871), gracias a la cual se consideraron libres todos 
los hijos e hijas nacidos de mujeres esclavas en Brasil. En el 
marco de esta conmemoración internacional el nodo “Mujeres 
y acción política” del CEMOS convocó el 24 de septiembre 
de 2022 a la “Primera Jornada: aborto, sororidad y soberanía”. 
Este evento, coordinado por Perla Valero, contó con un con-
versatorio con Marta Lamas titulado “Aborto legal y seguro: 
avances y retos de la 4T” y con la inauguración de la exposi-
ción documental. 

	 En la actualidad, las problemáticas que se han plan-
teado desde el movimiento feminista han adquirido mayor 
relevancia en el espacio público social, logrando incorporar 
varias demandas en la agenda pública; entre ellas, los servicios 
médicos. Hace quince años se logró en la Ciudad de México 
la interrupción libre e informada del embarazo y la despena-
lización del aborto, mientras que en otras entidades federa-
tivas se han impulsado iniciativas que abren espacio para la 
decisión de las mujeres sobre sus cuerpos. Hasta ahora se ha 
legalizado el aborto en otras nueve entidades federativas, estas 
son: Oaxaca, Hidalgo, Veracruz, Coahuila, Baja California, 
Colima, Sinaloa, Qunitana Roo y Guerrero. Además de ello, 
en 2021 la Suprema Corte de Justicia declaró la inconstitu-
cionalidad de criminalizar el aborto.

Aunque aún falta mucho camino por recorrer, conocer la 
trayectoria histórica de estos procesos ayuda a situar las dis-
cusiones contemporáneas y valorar la herencia de las movi-
lizaciones protagonizadas por las militantes del siglo XX. La 
exposición estará todo el mes de dicimebre de 2022, lunes a 
viernes en un horario de 10 a 15 horas en las instalaciones 
del CEMOS, después será accesible a través del repositorio 
Memórica.

Exposición y texto preparados por: Leticia Calvario Martí-
nez, Grecia Cristóbal Ramírez, Fernanda Isabel González Car-
bajal y Diana Alejandra Méndez Rojas.

“Educación sexual para no abortar. 
Aborto libre para no morir” CE-
MOS. Fondo Partido Comunista 
Mexicano 1919-1982.
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SOL ARGUEDAS 
Y LAS MUCHAS 
LIBERACIONES

ANA SOFÍA RODRÍGUEZ EVERAERT

Sol Arguedas (Heredia, Costa Rica 4 de agosto 1925- Cuerna-
vaca, México 1 de abril de 2022) no creía ser una persona ex-
cepcional. Como dijo en una breve autobiografía que escribió 
para la revista Fem, de lo que estaba segura era de “haber vivi-
do y seguir viviendo tiempos verdaderamente excepcionales”.1 
Con esa certeza, esta historiadora, periodista y politóloga narró  
las décadas que van de 1960 a 1990 en una gran variedad de 
registros escritos: desde la poesía al ensayo académico, pasando 
por la novela y la crónica. Sobre todo interesada en el devenir 
de la izquierda, en México y el mundo, Arguedas consolidó 
una obra original y, sin embargo,e insuficientemente apreciada. 

En 1943, después de estudiar un año de derecho en la Uni-
versidad de Costa Rica, en San José,  Arguedas llegó a Méxi-
co para sumarse al “experimento pedagógico” de La Casa de 
España en México después de que el intelectual costarricense, 
Joaquín García Monge, la recomendara a Alfonso Reyes. A 
decir de ella misma, Arguedas aprendió de Reyes la lección 
que le daría sentido a su vida intelectual: estaba bien acercar-
se a las distintas ramas del conocimiento sin necesariamente 
aspirar a especializarse en ninguna.2 Así, además de estudiar 
historia, Arguedas tomó cursos de antropología, física y mate-
máticas, en diversos países, hasta eventualmente concentrarse 
en la ciencia política. 

Desde la década de los sesenta, Sol Arguedas empezó a es-
cribir para muchos medios y sobre múltiples temas, forjándose 
una longeva carrera periodística. Colaboró en el suplemento 
“México en la cultura” de Novedades, y después en la revista 
Siempre!, con textos sobre la vida cotidiana que combinaban el 
buen humor y la crítica social. Una crónica de 1961 titulada 
“Acapulco” es buena muestra de ello. En ella, con imágenes 
pintoresca, describe el turismo extranjero al puerto, recordan-
do: “Y todo lo ponen a disposición de usted, a precios razo-
nables, con sonrisas complacientes para hacerse perdonar la 
ominosa pero imprescindible presencia de los sucios, morenos 

y brutales nativos acapulqueños. Pero de otro modo, ¿quién 
barrería las calles y los hoteles, quién cargaría las maletas y 
limpiaría los albañales, quién sostendría la pirámide?”.3

Sus colaboraciones en las publicaciones periódicas fueron 
transformándose con el tiempo. Después de una época en el 
periódico Oposición del Partido Comunista Mexicano en don-
de colaboró con ensayos sobre política y cultura, fue editoria-
lista todos los martes en El Universal a finales de los setenta y 
principios de los ochenta. En esas páginas, se concentró sobre  
todo en hablar de los cambios en la política nacional e in-
ternacional, con una importante dimensión teórica, aunque 
siempre con un tono accesible para los lectores. 

Arguedas dedicó buena parte de su carrera a tratar de en-
tender las posibilidades y límites de la izquierda organizada. 
Muestra de este interés es un libro que reúne entrevistas que le 
dedicó a líderes de la izquierda nacional ––Lombardo Toleda-
no, Revueltas, Ceceña, entre otros–– y publicó en una edición 
particular.4 Regida por ese ánimo periodístico, iba a ver las 
cosas por sí misma. Así, viajó a diversos lugares de América 
Latina y Europa para comprender procesos políticos. Contaba 
que, cuando fue a observar las elecciones legislativas en Francia 
en 1978, que confrontaron de forma particular a la izquierda y 
la derecha: “[En Francia] comprendí que para apreciar mejor 
lo que sucedía en Francia debía ir a Italia. Y en Italia caí en la 
cuenta de la necesidad de venir a España”.5

El primer viaje de este tipo lo hizo en 1962 a Cuba, en 
donde estuvo varios meses tras los cuales escribió uno de los 
primeros libros sobre el entonces reciente gobierno revolucio-
nario. En Cuba no es una isla recoge sus impresiones sobre 
los esfuerzos redistributivos del gobierno, el liderazgo de Fidel 
Castro y los cambios en la vida cotidiana de la isla, a partir de 
observaciones y diversas entrevistas. De esta experiencia ex-
trajo una importante conclusión política: “existen problemas 
teóricos que en la práctica dejan de serlo”.6
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El libro es un retrato optimista, que, sin embargo, no deja 
de hacer preguntas difíciles. En ese sentido, condensa mucho 
del espíritu intelectual que la autora mantendrá a lo largo de 
su carrera. Sobre las amenazas al régimen de la revolución, por 
ejemplo, escribió: 

Pienso que en la ola de indignación mundial contra la 
perfidia de los Estados Unidos participamos millones de in-
dividuos. Que muchos países, como México, defienden con 
ganas y hasta cierto punto y realísticamente los principios 
de no intervención, autodeterminación y soberanía de los 
pueblos en relación con Cuba. Pero pienso, también rea-
listicamente, que la Revolución cubana se salvará más por 
los intereses que suscita un nuevo mercado en el mundo y 
la posibilidad de apertura de otros por su ejemplo, que por 
toda muestra efusiva, calidad y solidaria simpatía.7

Años después, en una entrevista con Francisca Bosch, Argue-
das declaró que su cercanía racional y emocional con Cuba 
era innegable, pero calificaba la influencia de la revolución cu-
bana en el continente como ambivalente. “Por una parte, el 
triunfo de la revolución cubana elevó sustancialmente el grado 
de conciencia revolucionaria en todo el continente”, pero veía 
también  que había dado pie “entre los adolescentes políticos 
de todas las edades y condiciones sociales, un ansia por emu-
lar las hazañas de Fidel y del Che, las cuales, mal digeridas, 
se concretaron en aventuras ultraizquierdistas de catastróficas 
consecuencias”. Fuera del continente, sin embargo, la presen-
cia  de Cuba en África le parecía notable y digna de celebrarse.8 

Menos esperanzada en su momento, aunque con mayor 
nostalgia en retrospectiva, vio el experimento chileno. Por 
invitación del Partido Socialista para celebrar su 30 aniver-
sario, Arguedas viajó a Chile en 1964. El libro Chile hacia el 
socialismo recoge los textos que escribió sobre este país a lo 
largo de casi una década, centrados todos en la particular vía 
al socialismo de este país del sur del continente. El libro fue 
publicado unos meses antes del golpe de Estado con un prólo-
go del embajador de Chile en México, Hugo Vigorena, en el 
que le reconocía a la autora una intuición que superaba a la de 
sus connacionales.9 En la misma entrevista con Bosch, ya en la 
década de 1980, cuando el llamado eurocomunismo empeza-
ba a popularizarse como una alternativa ideológico-política al 
socialismo de la URSS, Arguedas insistía en que ideas similares 
habían sido reconocibles desde tiempo atrás en Chile: “Quien 
en Latinoamérica haya comprendido lo que significa la ‘vía 
chilena’ en contraposición a la “vía cubana”, lleva ya camino 
andado para entender lo que es el eurocomunismo.10 

Le interesaba mucho pensar en las innovaciones o lecciones 
políticas que podía dar América Latina al resto del mundo, 
resultado de las condiciones que la “obligan a una lucha más 
directa e inmediata” y que “radicalizan, quiérase o no, las po-
siciones políticas latinoamericanas, así vengan de corrientes 
democráticoburguesas”. Así, identificaba, por ejemplo, una 

experiencia socialdemócrata “subdesarrollada” ––la primera–– 
en el México posrevolucionario.11  Arguedas resentía el hecho 
de que los exponentes de la socialdemocracia, pese a su interés 
por aliarse con el Tercer Mundo fueran ciegos a esta historia y 
a la especificidad de los problemas de estos países, consecuen-
cia de sus condiciones materiales.12 Abogaba por un pensa-
miento libre de reflejos imperialistas.

Desde fines de la década de 1970, Arguedas se concentró en 
el tema del Estado de bienestar y la socialdemocracia, a los que 
dedicó sus tesis de maestría y doctorado, así como innumera-
bles textos académicos y periodísticos. Reconocía en el proyec-
to de la socialdemocracia una forma de frenar las tendencias 
“salvajes” del capitalismo, profundizadas en la crisis econó-
mica de principios de la década de 1980. Al mismo tiempo, 
consideraba que la socialdemocracia no llegaba a proteger a los 
estratos más desvalidos, sino al contrario, “los ‘índices de bien-
estar colectivo’ son pagados por los campesinos, las mujeres, 
los ejércitos de reserva del trabajo, los marginados, la mano 
de obra no calificada en general”.13 Para Arguedas, el proyecto 
socialista se mantendría como el único capaz de responder a la 
precarización exponenciada por el neoliberalismo. 

En esos viajes primigenios a Cuba y Chile se cifra también 
otros de los intereses constantes de Arguedas, que es crucial 
para entender la originalidad de su pensamiento: el rol de las 
mujeres en la política y la necesidad de integrar la liberación 
de las mujeres a la lucha socialista. Si bien en esto seguía a mu-
chas feministas de izquierda, movilizadas a lo largo del mundo 
en la década de los sesenta y setenta, lo que es interesante en 
la obra de Arguedas es que integrara el lente de género muy 
temprano a su obra periodística.

 En su libro sobre Cuba, Arguedas registró con claridad el 
riesgo que existía de que las mujeres fueran cooptadas por las 
fuerzas conservadoras y la importancia de que el gobierno re-
volucionario atendiera este hecho correspondientemente. Pru-
dente, escribió: “Ojalá no se preste a maliciosos comentarios 
en detrimento de la seriedad y profundidad de la contribución 
femenina lo que voy a decir: el radio, la televisión y las mujeres 
son los principales responsables de la total y rápida movili-
zación del pueblo alrededor de sus dirigentes en momentos 
decisivos”.14 Esto mismo identificó en Chile, en donde, aun-
que reconocía los esfuerzos del gobierno de la Unidad Popu-
lar para incluir a las mujeres, era tajante cuando señalaba que 
no se les reconocía una “participación intrínsecamente suya, 
como seres humanos independientes sino, en tanto madres, 
esposas o hijas de varones”.15 Este mismo “anacronismo de 
viejos marxistas” impedía involucrar a los jóvenes. “El proceso 
revolucionario chileno marcha a paso seguro, porque hay mu-
cha claridad en sus metas económicas y sociales, gran sabiduría 
en la conducción política, y sobre todo, porque cuenta con el 
sostén del pueblo; pero también es preciso decir que transcurre 
en el marco de un persistente patriarcado que de manifiesta 
bajo sus dos signos más representativos: un paternalismo y un 
machismo más o menos disfrazados”.16 
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Frente a las reticencias propias del socialismo a rechazar al 
feminismo desde fines del siglo XIX so pretexto de priorizar 
la lucha de clases ––ideas renovadas en el contexto de “la se-
gunda ola del feminismo”–– Arguedas era muy contundente: 
la idea era enriquecer, no sustituir, la teoría acerca de la lucha 
de clases.17 En un texto publicado en Oposición completó esta 
idea: “Luchar contra la situación de inferioridad en que se en-
cuentra la mujer significa, hoy, luchar contra causas sociales 
que determinan dicha situación en esta sociedad capitalista en 
que vivimos. Lo que no es otra cosa que la búsqueda, por to-
dos los caminos del cambio hacia las relaciones socialistas de 
producción”.18 La construcción de la sociedad, necesitaría de 
“todos los brazos y las inteligencias sin diferencias de sexo”.19

La desigualdad de género era algo que la propia Arguedas 
había experimentado. En una entrevista de 2005, recordó lo 
difícil que había sido para ella empezar a desarrollarse como es-
critora en un mundo de varones: “Por ser mujer, los colegas tra-
taban de no citarme y preferían decir: ‘Como dijo alguien…’”. 
No obstante, a la pregunta “¿en cuál radicalismo ruega no 
caer?” No vacilaba en contestar: “En el revolucionarismo pe-
queño burgués y en el feminismo a ultranza”.20 Lo primero era 
algo que Arguedas había combatido en su amplia obra crítica 
de la socialdemocracia. Lo segundo, en una amplia reflexión 
sobre la liberación, que se puede rastrear en diversos textos. 

 Arguedas escribió que la enajenación capitalista se mani-
fiesta doblemente en las mujeres, a quienes les extirpaba la 
posibilidad de raciocinio y de vida inteligente. Esto, explicaba 
la autora, tiene consecuencias para la sociedad en su conjunto, 
desequilibrándola al atomizar a sus integrantes.21 La liberación 
debía ser, según ella, una aspiración colectiva, con consecuen-
cias en la interpretación sobre la individualidad, como lo dejó 
escrito en un texto único en el conjunto de su obra: Una teolo-
gía para ateos, de 1975.22 

Estas aspiraciones redundaban en el socialismo que Argue-
das publicitaría a lo largo de su vida. En uno de sus últimos 
textos al respecto, publicado ya en la década de 1990, Arguedas 
explicaba que, no se trataba sólo de garantizar el bienestar ma-
terial, distribuido equitativamente, sino de aspirar también al 
bienestar espiritual —individual y colectivo—, “gracias a unas 
cada vez mayores democratización y liberación sociales”.23 Ac-
tualizada en las discusiones de la época, este texto es interesan-
te por el llamado que hacía la autora a considerar las lecciones 
del ecologismo, los retos que imponen los medios de comu-
nicación masivos, la insuficiencia de la democracia electoral, y 
en general, la pérdida de significado de ciertos conceptos del 
socialismo tradicionales, producto de la “posmodernidad”.24

Arguedas no vio la liberación social cumplirse. Pero sí 

tuvo elementos para reconocer formas de ésta en sí misma. 
Cuando hablaba de la soledad que sentía en su vejez, aclaraba 
que no era una condición que la impusiera sufrimiento. Al 
contrario, la describía como “la soledad de las mujeres que se 
han liberado de su ancestral servidumbre por el ejercicio de 
la inteligencia”.25 Una soledad distinta “conquistada”, como 
escribió, acompañada de una vasta y diversa obra. 
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PENSAMIENTO CRÍTICO

ANTONIO GRAMSCI
COMO PURGATORIO

DE NICOS POULANTZAS
ENRIQUE SANDOVAL

Después de Gramsci hubo un sin-número de usos y abusos del 
concepto de hegemonía. Aquí vamos a explorar la interpreta-
ción, crítica y desarrollo que Nicos Poulantzas elaboró sobre 
este concepto. Sin embargo, primero es necesario dedicar unas 
palabras para evitar encender las angustias que dicha operación 
podría motivar a causa de la vieja querella estructuralismo-
historicismo. Es verdad que en Poder político y clases sociales 
en el Estado capitalista (PPCS), el teórico griego: 1) entiende 
a la economía como una región capaz de autovalorizarse exter-
namente una vez asegurado el cerco del Estado; 2) subestima 
la complejidad de la práctica hegemónica y tiende a reducirla a 
la unión entre las burguesías; 3) encierra la constitución de las 
clases dominantes por su función en el modo de producción; 
4) supedita la explicación de las transformaciones sociales a los 
desfases regionales; 5) es incapaz de teorizar las correlaciones 
de fuerzas históricas como internas a las instancias políticas. 
Todas estas son limitaciones irreductibles de su texto del 68. 
No obstante, la mayoría de estas problemáticas serán supe-
radas en Estado, Poder y Socialismo (en adelante EPS), donde 
encontraremos una novedosa perspectiva sobre la diversidad e 
interacción de poderes dentro y fuera del Estado, y la relacio-
nalidad del poder.

En EPS define al Estado capitalista como una relación, más 
exactamente como la condensación material de una relación 
de fuerzas entre clases y fracciones de clase.1 Para entender 
esta afirmación es necesario distinguir entre aparato de Es-
tado y poder de Estado. Como aparato, el Estado refiere a 
un entramado político de instituciones, centros de poder y 
prácticas vinculantes organizativo-nacionales que concentran 
y materializan las relaciones políticas en una forma específica 
al modo de producción. El poder del Estado, en cambio, evoca 
el equilibrio relacional de las fuerzas en lucha y las capacidades 
estratégico-relacionales del bloque en el poder. Entonces, el 
Estado no es un proceso o relación social, sino una conden-
sación material y específica de esas relaciones. El concepto de 
relación remite al de poder de Estado, y el de aparato refiere 
al de condensación. El Estado cuenta con unas materialidades 

que poseen una memoria que privilegia ciertas fuerzas, prác-
ticas, intereses, estrategias e identidades sobre otras; al tiempo 
que ciertas prácticas políticas son convocadas como orienta-
ción en el contexto estratégico de aquellas y su relación con 
la sociedad. Esta memoria no domina por sí misma, pues su 
activación requiere de fuerzas con estrategias de clase relativa-
mente coherentes en una coyuntura. Como puede verse, en 
EPS nos encontramos lejos de una perspectiva estructuralista. 
De hecho, desde el 69 Nicos afirmó que: “mediante la com-
prensión de las relaciones de poder como relaciones de clase, 
he intentado romper definitivamente con el estructuralismo, 
forma moderna del idealismo burgués.”2

Ahora bien, aunque Poulantzas aprovechó la fase de máxi-
ma ascendencia o 1966 como año santo del estructuralismo, 
jamás perteneció al núcleo de los discípulos althusserianos. De 
hecho, ya desde su periodo existencialista desarrolló varios de 
los argumentos clave sobre la teoría materialista del Estado. 
Cierto es que desde 1965 se distanció del existencialismo, pero 
su crítica a Sartre fue menos sociológica que filosófica, pues la 
dirigió contra esa antropología que hacía posible alcanzar la 
universalidad a condición de mantenerse en la intersubjetivi-
dad. Para Nicos esto impedía la profundización analítica de 
los niveles históricamente determinados de la estructuración 
social. Por tal razón, de Althusser retomó ciertos medios fi-
losóficos para superar la sobre-ontologización de la realidad; 
pero aun así fue Gramsci quien le proporcionó los conceptos 
sustantivos sobre la teoría del Estado capitalista.

Poulantzas se aproximó a Gramsci a través de su interés por 
los estudios sobre el marxismo italiano. Su acercamiento, no 
obstante, fue bastante desconfiado debido al difundido uso 
voluntarista de los Cuadernos y a la influencia historicista del 
italiano. De cualquier manera, Nicos trató a la hegemonía 
como la propiedad central del poder de clase y la domina-
ción política de las democracias capitalistas contemporáneas. 
Destacó al Estado como un conjunto estructural específico 
que desarrolla sus efectos en la reproducción de la sociedad 
clasística a partir de la escisión economía-política. Lejos de 
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derivar al Estado de unas relaciones de producción anteriores a 
la política, es la hegemonía como relación de universalización 
cristalizada en el Estado la que determina su forma y su fun-
ción. Esta perspectiva la podemos encontrar en los textos de 
Hegemonía y dominación en el Estado moderno, PPCS y EPS; 
o sea, constituye una idea tan importante que es trasversal a 
todas las fases de Poulantzas.

En segundo lugar, Nicos estimó con justeza aquella tesis 
de que en el Estado la clase propietaria se unifica por sobre 
los choques de la competencia3. Para el griego, la autonomía 
del Estado respecto de las clases económicamente poderosas 
permite la suspensión del efecto de aislamiento en tanto que el 
Estado organiza y expresa la unidad de sus intereses políticos al 
interior de un bloque en el poder. Los sectores que participan 
de este bloque se llaman clases dominantes. Si la hegemonía 
popular depende de la capacidad de una clase para definir el in-
terés general del pueblo-nación, la hegemonía sobre el bloque 
en el poder imbrica el lugar político que ocupa una fracción 
dominante para ordenar a las otras en el circuito del capital y 
controlar la asignación de capital monetario hacia los sectores 
de inversión. Es verdad que en los Cuadernos Gramsci descifra 
la hegemonía por la calidad del nexo dirigentes-dirigidos, y 
por ello resulta extraño que la unidad de las clases dominantes 
aparezca como atributo de la hegemonía independientemen-
te del desglose de la construcción nacional-popular de la for-
mación social entera. Pero si es posible entender el concepto 
de Poulantzas como una novedad, ello debería especificarse 
por referencia a su teorización sobre la densidad institucional 
como condición de la hegemonía.

En tercer lugar, Poulantzas también desarrolló la idea de 
que el Estado desorganiza a las clases dominadas. Mediante el 
derecho privado el Estado constituye a los agentes productivos 
en sujetos jurídicos libres e iguales. Aunque ahora son habili-
tados para participar en la dinámica del contrato de trabajo y 
los títulos de propiedad, se encuentran aislados o en grupos 
fragmentados, ya sea como trabajadores, capitalistas u otras 
clases. Cuando el Estado ratifica la atomización de los pro-
ductores, asegura la fractura social y destruye las condiciones 
de auto-organización de esas clases. Esto produce el efecto de 
aislamiento cuya reproducción despliega una permanente des-
politización. Pero sobre este aislamiento, mediante el derecho 
público, el Estado unifica a esos sujetos en el marco del prin-
cipio formal de la soberanía. Esto constituye la identidad del 
Estado-nacional-popular-de clase.

En cuarto lugar, siguiendo a Gramsci, afirmó que la unidad 
que produce el Estado sobre las clases dominantes no es ima-
ginaria sin más, sino que se trata de una construcción nacional 
planteada sobre compromisos que refieren a las condiciones de 
reproducción de los intereses económico-corporativos de las 
clases subordinadas4. En PPCS las clases dominadas refieren 
únicamente al proletariado, pero en realidad el Estado puede 
incluir los intereses de otros sectores dominados. Estas medi-
das no son inherentes a la reproducción del capitalismo como 
tal, y de hecho, para ser vigentes, deben ser compatibles con 
la dominación política a largo plazo. Aunque el Estado no sea 
una zona neutral de operación, tampoco es una configuración 
única de los intereses de clase, y por ello también es un terreno 
atravesado por la confrontación, las resistencias, los estanca-
mientos, las derrotas y hasta las victorias momentáneas. Todo 
esto no contradice su propiedad clasística, sino que de hecho 
explica su especificidad: el Estado no traduce al nivel político 
los intereses de las clases dominantes, sino la relación de aque-
llos intereses con los de las clases dominadas.

En quinto lugar, el análisis poulantziano de la ideología está 
en deuda con Althusser, pero también con Gramsci. Aunque 
para el griego la unidad de las formaciones sociales no deriva 
de la cosmovisión de las clases dominantes, no le resta impor-
tancia a la perspectiva de que las relaciones de dominación 
deben aparecer como consensuadas mediante la ideología ju-
rídica. Esta consiste en una relación imaginaria de los sujetos 
con sus condiciones de existencia, en tanto que oculta el fondo 
productivo y reconstruye un discurso relativamente coherente 
para dar forma a las representaciones en el marco de la unidad 
de esa formación. No obstante, la ideología jurídica no resulta 
de una segregación automática de la economía, pues sólo se 
desarrolla cuando enlaza con otros aparatos de Estado, fun-
cionarios e intelectuales. Además, dado que no es producto de 
la imposición ideológica de los sectores dominantes, también 
presenta rasgos subordinados de otras ideologías o modos de 
vida. En PPCS no es posible ubicar, separadamente, la ins-
tancia ideológica de la dominación sin el Estado. De ahí que, 
como dice Graciela Inda, si antes de su autocrítica Althusser 
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asigna el papel de cohesión social a la ideología dominante, sin 
relacionarla abiertamente con el Estado, Poulantzas se atreve 
a introducir una precisión valiosa: la ideología dominante es 
una ideología de Estado5.

En sexto lugar, también retomó la idea de que la lucha po-
lítica revolucionaria está orientada hacia el control del poder 
estatal auto-organizado. Para el griego, una de las dimensiones 
del Estado en el MPC es que constituye el punto de impac-
to de cohesión de las instancias y modos de producción, y 
también el sitio del equilibrio de los efectos contradictorios 
que potencialmente conducen a su crisis. Los mecanismos 
de acumulación no aseguran la reproducción automática de 
las relaciones sociales, y por ello la cohesión política tiene la 
finalidad de sujetar la reproducción de las relaciones de do-
minación capitalista. Y dado que los antagonismos de clase 
son inmanentes al capitalismo, el equilibrio ordena las con-
tradicciones en el límite de la cohesión por su referencia a la 
actualidad de las relaciones de producción que son las relacio-
nes de clase. El Estado condensa las contradicciones entre las 
instancias y las que se suscitan entre las clases, de forma que su 
análisis posibilita el desciframiento de la unidad particular de 
las formaciones. A su vez, asume el punto nodal del proceso de 
reproducción y transformación de las formaciones como tales. 
Si la dominación es vigente, ello indicaría que las prácticas 
clasísticas han tenido al Estado como su punto de impacto 
para la conservación. Al mismo tiempo, las prácticas dirigidas 
hacia la transformación del orden en su conjunto, deben tener 
como objetivo nodal de lucha sólo al Estado en el marco de 
una intensificación específica de los antagonismos. No se trata 
de un olvido de los otros frentes o sucesión de etapas de lucha, 
primero económica y luego política, sino de una primacía de 
la lucha política porque al orientarse al Estado como nudo de 
la concentración de los niveles de la lucha de clases, permite 
generar las transformaciones profundas. Esto constituye un 

abordaje directo de la pregunta: “¿por qué el problema funda-
mental de toda revolución es el del poder del Estado?”

En séptimo lugar, Nicos también extendió los conceptos 
de las notas gramscianas sobre el americanismo y el fordis-
mo en relación con la definición de las clases sociales. Para 
el griego, más allá de la economía, la teoría de las clases debe 
partir de la reproducción extendida de las relaciones políticas 
e ideológicas de producción. En las sociedades donde domina 
el MPC la polarización entre la burguesía y la clase obrera 
es fundamental. En cambio, para conceptuar a los asalariados 
no productivos, lo político y lo ideológico se transforman en 
determinantes. La vigilancia, el control y la dirección admi-
nistrativa pasan a ser momentos centrales para identificar la 
subordinación política laboral; mientras que la división del 
trabajo mental-manual, competencias técnicas y habilidades 
mecánico-universitarias se vuelven procesos sustanciales para 
comprender las relaciones ideológicas que se integran a los 
procesos de trabajo de manera subordinada. Todo esto resulta 
muy útil para explicar las relaciones de producción que no son 
directamente capitalistas o donde no es sencillo identificar la 
trama de la explotación.

En octavo lugar, expandió la teorización sobre los aparatos 
de Estado en su papel de organizadores de la hegemonía. Para 
Nicos existen cuatro tipos de aparatos: el aparato de Estado 
propiamente dicho, el represivo, el ideológico y el económico-
administrativo. Poulantzas supera el funcionalismo engaño/
prohibición, pues los entiende como enraizados en las mo-
dalidades de dominación capitalista y al mismo tiempo como 
productores de subjetividades. También afirma que presentan 
una resistencia o adecuación a las modificaciones sociales, al 
tiempo que se hallan atravesados por el equilibrio relacional 
de fuerzas. Además, examina los modos de relación del aparato 
central con los mecanismos internacionales y los comprende 
como los medios con los que se difunden discursivamente, 
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y de manera pública, las tácticas de unificación de las clases 
dominantes.

Por último, en noveno lugar, se benefició de la definición 
gramsciana del Estado integral. En EPS sostuvo que el poder 
del aparato estatal se funda en las relaciones de producción y 
en la división social del trabajo. Esto significa que la separación 
economía-política es la forma de la presencia constitutiva de lo 
político en las relaciones de producción, y la reproducción de 
las condiciones políticas e ideológicas bajo las cuales se produ-
ce esa relación. Esto le permitió entender las formas complejas 
de intervención estatal y el rol ideológico de las unidades pro-
ductivas. Aunque el fundamento histórico de la separación sea 
la mercantilización de la fuerza de trabajo y la exclusión formal 
de la violencia extra-económica de la política, Poulantzas abrió 
la posibilidad para analizar una serie de distinciones concer-
nientes a los regímenes específicos de hegemonía y acumula-
ción. La naturaleza relacional del poder depende de fuerzas no 
directamente clasísticas, lazos extra-políticos y redes de poder 
paralelas al Estado. Esto lo encaminó a considerar el peso de 
otras formas de opresión que sintetiza el Estado capitalista, 
como el patriarcado. Una última derivación que procede de la 
concepción ampliada del Estado, refiere a sus conceptos exten-
didos sobre los diversos modos de crisis: política, ideológica, 
de legitimidad o del personal del Estado.

Ahora bien, la recuperación de los conceptos políticos 
gramscianos por parte de Poulantzas implicó siempre el dis-
tanciamiento respecto de los conceptos filosóficos del italia-
no. A primera vista esto podría ser inocente, pero lo cierto es 
que hay por lo menos un residuo de inmunda pseudo-crítica 
althusseriana que deforma gravemente los conceptos políticos. 
Nos referimos al dúo Estado-sociedad civil, elaborado por 
Marx, y que Poulantzas abandona porque, según él, remite 
a un mundo de necesidades anterior al Estado o reductible al 
individualismo de la circulación mercantil. Por otro lado, el 
concepto gramsciano también es marginado debido a que lo 
entiende como esfera de organizaciones privadas externas al 
Estado, como si la coerción fuera el monopolio exclusivo del 
Estado, mientras que la hegemonía lo sería sólo de la socie-
dad civil. Paradógicamente, aquellas indicaciones de Gramsci 
acerca de que el Estado engloba tanto a la sociedad política y 
a la sociedad civil fueron ignoradas por Poulantzas, ya que las 
comprendía como residuos de la influencias neo-hegelianas. 
Este malentendido, en verdad, tiene unos efectos desafortu-
nados en la teoría de Poulantzas que enumeraremos a conti-
nuación: 1) abandona el concepto de bloque histórico como 
unidad de estructura y superestructura, sociedad-política y 
sociedad-civil; 2) limita la hegemonía sólo a la relación entre 
las clases dominantes; 3) reduce el concepto de crisis de Esta-
do, y admite sólo la crisis de hegemonía dentro del bloque en 
el poder; 4) desdibuja la distinción entre la hegemonía como 
tendencia a producir las condiciones para una futura situación 
de dominio y la hegemonía como dominación efectiva; 5) ex-
cluye la perspectiva de la guerra de posiciones —aun cuando el 

socialismo democrático tenía muchas coincidencias con esto.
No obstante, pensamos que la miseria más grande de Pou-

lantzas refiere a que para él la separación economía-política 
propia del capitalismo aparece como la causa automática de 
la hegemonía. Esto se explica si tenemos en cuenta que desde 
Introducción al estudio de la hegemonía define este concepto 
como la fase del proceso de estructuración política en que la 
universalidad alcanza un grado determinante en las relacio-
nes de dominación cristalizadas por el Estado y, en segundo 
lugar, indica que la clase dominante estructura sus intereses 
para presentarlos objetivamente como horizonte común de 
las fracciones dominantes e interés general de la nación6. No 
obstante, si en el capitalismo se vuelve necesario que la domi-
nación de clase se halle mediatizada por la política, entonces 
la hegemonía resulta de la mecánica inherente del capitalismo. 
Esto explicaría afirmaciones como esta: “[el Estado] toma a 
su cargo el interés político de la burguesía, que realiza por su 
cuenta la función de hegemonía política que ésta no puede 
desempeñar”7. Con esto llegamos a la identidad de los concep-
tos de Estado y hegemonía, y al impedimento para distinguir 
entre formas de dominación hegemónica y no hegemónica en 
el capitalismo. El problema no se halla en la insistencia de la 
separación economía-política del capitalismo, sino en su abor-
daje anti-historicista que le conduce a naturalizara, como si 
no constituyera un proceso desigual entre su figura y la forma 
quebrada o insidiosa de su cumplimiento en relación con la 
sociedad civil.

En realidad, aquella crítica de los conceptos filosóficos 
gramscianos, sobre todo del historicismo absoluto, constituye 
de por sí un ridículo exceso. En los Cuadernos la expresión 
“historicismo absoluto” aparece explícitamente sólo tres ve-
ces8, en el contexto de la denuncia contra los elementos espe-
culativos que obstaculizaban la reflexión sobre la historicidad 
propia del marxismo. Gramsci criticó el historicismo de Croce 
porque el napolitano ambicionaba una filosofía exenta de ele-
mentos ideológicos que terminaba vedando a la realidad de su 
historicidad. El historicismo de Gramsci, en cambio, evoca al 
marxismo como una concepción que resulta de una síntesis 
revolucionaria de varias tradiciones y que se distingue por re-
conocer el carácter histórico y político de todo planteamiento 
filosófico, incluyendo el suyo. A Gramsci no le fue necesario 
establecer una diferencia cualitativa entre ciencia e ideología 
para teorizar los espacios complejos del bloque histórico en 
sus ritmos particulares, autonomía relativa y anudamientos no 
lineales. De hecho, Peter Thomas afirma que en los Cuadernos 
podemos encontrar el abordaje plural del tiempo en al menos 
cuatro asuntos relevantes: la personalidad, los Estados, el len-
guaje y la lucha de clases9.

Por eso es que consideramos que las críticas de Althusser 
contra el historicismo gramsciano son, si se nos permite utilizar 
una expresión popular, “un tiro que le salió por la culata”10. Pero 
aun así hay algo de verdad en el balance que hace Buci-Gluck-
smann sobre aquellas críticas: “sería conveniente preguntarse si 

PENSAMIENTO CRÍTICO
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1 Nicos Poulantzas, Estado, Poder y Socialismo, México, Siglo veintiu-
no editores, 2014, p. 154.
2 Nicos Poulantzas, “El problema del Estado capitalista”, en Horacio 
Tarcus (compilador), Debates sobre el Estado capitalista, Buenos Aires, 
Imago Mundi,1991, p. 169.
3  Antonio Gramsci, “La conquista del Estado”, en Escritos políticos 
(1917-1933), México, Siglo Veintiuno Editores, 2011, p. 93.
4  Según Gramsci, “la vida estatal es concebida como un continuo 
formarse y superarse de equilibrios inestables […] entre los intereses 
del grupo fundamental y los de los grupos subordinados.” Antonio 
Gramsci, Cuadernos, México, Era, 1999, C13, §17. Tomo 5.
5  Graciela Inda, (2021). “El encuentro Poulantzas/Althusser (1964-
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6  Nicos Poulantzas, “Introducción al estudio de la hegemonía en el 
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Pasado y Presente, 1986. pp. 51-52.
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Marxism, Boston, Brill, 2009.
10  En el caso de Althusser su crítica al historicismo estaba muy vin-
culada a su disenso respecto del PCI de 1960, que justificaba la teoría 
en su práctica política como criterio de verdad: el tiempo homogé-
neo establece que la política del PCI va en el sentido de la historia. 
Althusser flexibilizó su postura frente a Gramsci veinte años después 
en su materialismo aleatorio
11  Christine Buci-Glucksmann, Gramsci y el Estado. Hacia una teoría 
materialista de la filosofía, México, Siglo Veintiuno Editores, 1978, 
p. 90.
12  Bob Jessop, “Althusser, Poulantzas, Buci-Glucksmann: The Ela-
boration of Gramsci’s concept of the integral state”, en Sonja Buckel 
y Andreas Fischer-Lescano (editores), Hegemony armoured by Force: 
Civil Society and Politics in Antonio Gramsci’s Understanding of the 
State, Baden-Baden, Nomos Verlag, 2007.
13  Chantal Mouffe y Anne Showstack Sassoon, (1977). “Gramsci 
in France and Italy —a review of the literature”. En Economy and 
Society, N°1, p. 56.
14  Peter Thomas, “Conjunctures of the Integral State. Poulantzas’s 
Reading of Gramsci”, en Varios, Reading Poulantzas, Londres, Mer-
lin Press, 2011, p. 277.

sus críticas, bastante injustas, no han liberado algunos aspectos 
inexplorados e inexplotados del pensamiento gramsciano”11. La 
posición anti-historicista simplifica y exagera los rasgos de su 
enemigo, pero facilita el estudio de las opacidades de las ins-
tancias que oponen una resistencia específica a la praxis y que 
el sujeto debe asumir como el in-put histórico y condicionante 
para la producción de los efectos deseados. A diferencia de otros 
asociados al althusserianismo, Poulantzas nunca evitó el diálo-
go con los conceptos y las preguntas de Gramsci. En los textos 
de Poulantzas hallaremos siempre aquella perspectiva gramscia-
na según la cual el Estado se involucra activamente en construir 
y modificar el equilibrio inestable de compromisos sobre el que 
funda su base histórica. Pero además, encontraremos un plus: 
la sensibilidad para preguntar cómo es que esto ocurre a través 
de las materialidades institucionales específicas del Estado en 
sus diferentes formas, etapas, coyunturas y fuerzas de clase que 
intervienen estratégicamente. O sea, encontramos un análisis 
del poder estatal como condensación determinada por la forma 
del equilibrio de fuerzas, mediada por la memoria selectiva del 
Estado y suceptible de ser activada por fuerzas con estrategias 
recursivas y micropolíticas prodigiosamente incoherentes12.

Si esto es verdad, es posible afirmar que la teoría de EPS 
concentra los elementos necesarios para constituir una teoría 
del Estado a la altura de nuestros tiempos, en el sentido de 
que: 1) se fundamenta en las cualidades específicas del capita-
lismo; 2) atribuye a la lucha de clases un lugar fundamental al 
interior del proceso de acumulación; 3) establece las relaciones 
entre economía y política sin reducciones mutuas, derivacio-
nes abstractas o tratamientos aislados; 4) admite las diferen-
cias histórico-nacionales en la conformación de las funciones 
estatales; 5) reconoce la influencia de clases no capitalistas e 
incluso de fuerzas que no son clases en la determinación del 
Estado; 7) postula que no todo lo que hace el Estado será ne-
cesariamente en beneficio del capital; 8) indica que no siempre 
el Estado sabrá resolver de antemano todos los problemas de 
la acumulación y, 9) que aun cuando lo supiera, no siempre 
tendrá los recursos necesarios para su conservación. En todos 
estos puntos la teoría del Estado tiende a ser la historia de cada 
Estado. Tal vez, como han señalado Chantal Mouffe y Shows-
tack Sassoon, una aproximación althusseriana a Gramsci tiene 
como resultado un enjuiciamiento de las tesis de Althusser13. 
Nicos podría ser entendido como un teórico de la praxis polí-
tica e institucional que atravesó la problemática althusseriana 
para concretar preguntas de investigación en un terreno dife-
rente14, pero, por lo visto, bajo el espíritu gramsciano. ¿Quién 

podría negar que, después de Gramsci, Poulantzas es el mayor 
teórico del Estado a nivel mundial?

ANTONIO GRAMSCI COMO PURGATORIO DE NICOS POULANTZAS
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CULTURA

CINES 
DOCUMENTALES Y 

DERECHOS HUMANOS

GABRIEL RODRÍGUEZ ÁLVAREZ

El “derecho a tener derechos” es, por tanto, un derecho do-
blemente paradójico: es un derecho que surge como condición 

previa a los derechos humanos, pero también es un derecho 
que aparece “sólo” con la constatación de que los derechos 

humanos ya han fracasado.

Stephanie DeGooyer, et al. 
The Right to have rights (Verso, London, New York, 2019) 

A Maru Tamés (1946-2022) 
In Memoriam

El cine documental no ha dejado de interesarse por los conflic-
tos humanos. En las coyunturas actuales podemos confirmar a 
través de muchos documentales que el ejercicio de los derechos 
humanos es a la vez en primera persona, en plural y en tiempo 
presente. La falta de derechos lleva a buscarlos en otros lugares, 
o acercarse a otros tiempos para poner en paz los días actua-
les. La dimensión histórica, deja ver que las luchas sociales han 
logrado avances colectivos que no obstante, han costado un 
elevadísimo precio en vidas. Otras veces, los Estados fallidos 
han llevado a las personas a emprender cruzadas individuales 
que se han vuelto colectivas y los pueblos se han percatado que 
son demandas comunes y también hoy comparten estrategias 
para ofrecer resistencia al olvido. Las lentes de las cámaras y 
los micrófonos, nos acercan a los protagonistas y agigantan las 
subjetividades, enfrentadas al abismo y recuperadas para ser 
socializadas e incorporadas al imaginario de las resistencias y 
la dignidad. A través de las historias, es posible redimensionar 

aquello que no se dice o se altera en las ocho columnas y se 
intenta minimizar en los medios tradicionales y las redes de 
noticias falsas. Con ello podemos mejorar la calidad informati-
va de lo que sucede dentro de nuestras fronteras. Los archivos 
permiten asomarse a documentos, fotografías y secuencias fil-
madas en otros tiempos, o lugares visitados en nuestros días, 
para despertar preguntas y cuestionamientos. Están a la vista las 
evidencias y las reconstrucciones para conocer la voces contra 
la ignominia, y como parte del público, acercarnos a las tramas 
que abordan las fallas y los quiebres para superar la contem-
plación del espectáculo desenfocado de las transformaciones, y 
concentrado en exacerbar el desenfreno, la violencia y los mie-
dos como un estado natural de crisis sin soluciones posibles.

Los festivales de cine exhiben piezas de la diversidad inter-
nacional, que al ser colocadas junto a otras, amplifican la gra-
vedad de las temáticas y forman constelaciones que permiten 
conocer y profundizar en otras realidades, a veces similares y 
otras veces lejanas. Desde el año 2000, Contra el silencio todas 
las voces1 ha mantenido una convocatoria atractiva para obras 
iberoamericanas que a su vez, después de las exhibiciones pre-
senciales en universidades y en espacios alternativos y –a partir 
de la pandemia de Covid 19– a través de canales públicos de 
televisión, quedan en una videoteca disponible para su con-
sulta. Los catálogos disponibles han sido organizados con las 
temáticas en las que han organizado sus secciones, y que per-
miten acotar o tener un punto de partida para la curaduría de 
materiales. En la selección de la XII edición, que se presenta 
en noviembre de 2022, sobresalen temáticas y claves para en-
tender mejor los procesos que se viven en diversas latitudes.

XII EDICIÓN DE CONTRA EL SILENCIO
TODAS LAS VOCES
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FOSAS ESPAÑOLAS
Y TERROR DEL FRANQUISMO

Como lo han documentado ya numerosas producciones de los 
últimos lustros,2 España vive un complejo proceso de desman-
telamiento de las estructuras que sostuvieron a la dictadura 
franquista. A contracorriente y con reveses de los aparatos de 
justicia corrompidos y ligados a los perpetradores de crímenes 
de lesa humanidad, en la recuperación de memoria, caben los 
restos óseos y los relatos de vida, en los que participan nue-
vas y viejas generaciones que abren sus corazones adoloridos y 
levantan banderas ante la parsimonia de los gobiernos. Fami-
liares, asociaciones, académicos y equipos de arqueólogos por 
todo el país, han ido socavando la impunidad con que durante 
décadas se quiso silenciar la barbarie como instrumento po-
lítico para eliminar a los opositores y sembrar el terror entre 
la población. Para entender mejor esa normalización, hoy se 
puede volver con ojos críticos a mirar la propaganda del régi-
men, dosificada a través de noticiarios cinematográficos como 
No-Do,3 con elocuentes muestras del triunfalismo y arrogancia 
del aparato militar que adoctrinó a las juventudes que han 
desembocado hoy en la ultraderecha. 

La caja vacía (Javier Falco, España, 2022) es la historia de 
dos hermanas gemelas de las cuales, una fue sustraída ilegal-
mente y “sepultada” con numerosas irregularidades que dejaron 
huellas en los registros oficiales. La búsqueda de su hermana 
sexagenaria, desnuda la maquinaria de mentiras y complicida-
des de la Iglesia y el hospital, a través de la pantalla de las fosas 
comunes y el robo de bebés recién nacidos en Alicante. Las 
aberraciones de la teoría pseudocientífica de la eugenesia que 
postuló Antonio Vallejo Nájera, legitimó esa guerra irregular 
contra los adversarios comunistas, alegando reprogramar los 
genes rojos que les transmitirían sus progenitores. Pico Reja: la 
verdad que la tierra esconde (Remedios Malvárez Baez y Arturo 
Andújar Molinera, España, 2021) cava hondo en la cartografía 
del dolor en el cementerio de Sevilla, cuyas fosas pueden alber-
gar a más de 2 mil víctimas civiles de la represión franquista. 
Venciendo el silencio, el rescate del pasado busca terminar con 
el miedo que se hundió hasta los huesos de las víctimas de la 
dictadura, que instaló 10 campos de concentración en Sevilla, 
donde no hubo guerra sino exterminio de mujeres, niños y 
hombres del campo. “Hay que sacar tierra para contar todo 
lo que pasó”, dice una de las familiares descendientes y un 
protagonista que vio los horrores desde niño se exaspera por la 
lentitud del proceso. Urge el castigo y la reparación para lograr 
una mínima igualdad entre ciudadanos y familias.   

Las vencidas y no derrotadas (Mau Cardoso, España, 2021) es 
una reconstrucción de las historias de mujeres españolas duran-
te la república y la guerra civil en Jérez. Las historias de violen-
cia contra las gitanas que terminaron en fosas y otros que esca-
paron del pillaje y el saqueo, huyendo heridos y perseguidos por 
los campos de Andalucía. La cárcel de curas (Ritxi Lizartza, Da-
vid Pallarès y Oier Aranzabal, España-Países Bajos, 2132021) 

reúne a los sobrevivientes de un grupo de clérigos para volver a 
la cárcel ilegal que, entre 1968 y 1976, reunió a medio centenar 
de sacerdotes –la mayoría vascos, catalanes y gallegos–, que fue-
ron  presos por manifestar su inconformidad contra la represión 
del dictador Francisco Franco y la complicidad del Vaticano.

LUCHAS CONTRA LAS DESAPARICIONES
Y LA VIOLENCIA DE ESTADO

El deterioro de los niveles de vida en el modelo neoliberal, 
exacerbó fuerzas corruptoras del dinero que –obteniendo be-
neficios en condiciones de privilegio– han sobreexplotado a 
sectores como las mujeres jóvenes al privarlas de la libertad, 
esclavizarlas con fines de prostitución y privarlas de justicia. 
INSISTEN (Elias Federico Domínguez Robledo, Argentina, 
2022) acompaña a la organización Madres Víctimas de Trata, 
fundada por Margarita Meira. Al seguir las historias que la lle-
varon a iniciar su búsqueda, se van hilando las complicidades 
entre empresarios y el ex-presidente Mauricio Macri. Conde-
nados sin pruebas durante el levantamiento popular de 2019 
en Chile, a través de archivos se da voz al preso político Lica-
nantai Yupanqui, joven de 20 años de la etnia Atacameña en 
Carta de Licanantai (Colectivo VlopCinema, México-Chile, 
2020); el corto fue resultado de una práctica experimental de 
la Cátedra Ingmar Bergman en cine y teatro UNAM. La ima-
gen latente (Mario Alfonso Ruiz Peña, Colombia, 2021) elabo-
ra con las fotografías e historias de las familias desgarradas por 
las desapariciones, sumidas en las búsquedas de la verdad. En 
Cartagena y Bogotá se viven manifestaciones que sirven para 
expresar sueños, visiones y mensajes. Guiados por la voz de 
Guadalupe Vázquez Luna, nos adentramos en un acto de dig-
nidad rebelde del pueblo de Acteal que celebra a sus mártires a 
22 años de la masacre, mostrando el músculo de la resistencia 
indígena en Chiapas en Almantal Yu’un Lekilal, Mensajeros de 
la Paz (Octavio Anza, México, 2020). Como un contrapunto 
delicado para acercarse a la brutal represión policial en Santia-
go de Chile, Al atardecer (Martín Emiliano Díaz, Argentina, 
2021) borda una crónica a partir de los escenarios donde tu-
vieron lugar los ataques, centrando su atención en los stencils 
y stickers del arte callejero, alternadas con tomas multitudi-
narias del pueblo que fue tomando las principales avenidas y 
plazas. Último gol (Miguel J. Crespo (México, 2020) visibiliza 
la impunidad en el asesinato de un joven futbolista por un 
cercano amigo que goza de la protección de la policía local. A 
través de la trayectoria deportiva, en el video familiar se cuelan 
paisajes de dedicación y euforia al oriente de la Ciudad de Mé-
xico. Han pasado ya varios años desde la firma del tratado de 
paz y en Colombia los duelos rotos e incompletos no permiten 
cerrar las heridas. En busca de los más de 79 mil desaparecidos 
en ese país han surgido colectivos y grupos de búsqueda como 
la Asociación de Madres Buscadoras en Tumaco; luchan can-
tando con voces profundas por la paz y la esperanza, tejiendo 
colchas de la memoria y dedicadas a la revisión de bitácoras y 
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pruebas que las lleven con los suyos en ¿Hasta cuándo? (David 
Escobar, Colombia, 2022). De los pocos trabajos provenien-
tes de África, Ulises de Ghana (Bernd Alder, España–Ghana, 
2022) traza y retrata una genealogía del arte como elemento 
de identidad y resiliencia, distinguidos artistas locales hacen 
homenajes a esclavos desconocidos que partieron sin retorno 
a las costas atlánticas americanas y con su labor llevaron sus 
semillas culturales a la otra orilla.

LAS HERIDAS ARGENTINAS
DE LA DERROTA EN LAS MALVINAS

En latitudes australes y a cuarenta años de la Guerra de las 
Malvinas, diversos materiales reflexionan y documentan la 
derrota del gobierno y la sociedad por haber hecho suyas las 
arengas del general Galtieri ante la plaza pública enardecida 
aquella tarde del 10 de abril de 1982, a 8 días del desembar-
co argentino en el archipiélago. En Operación chocolate (Silvia 
Maturana y Carlos Castro, Argentina, 2022) los realizadores 
van tras las pistas de un conocido reportaje de una revista que, 
a través de la carta de un niño a los soldados argentinos en 
combate, lleva a la red profunda de corrupción y desvío de 
recursos durante ese conflicto aprovechado por el decadente 
régimen militar a través del “Fondo Patriótico” y la transmi-
sión del Canal 7 que convocó a la solidaridad masiva, tradu-
cida en un gesto popular de desapego de bienes valiosos por 
la causa. Obligados más por las circunstancias de encontrarse 
en altamar en esas fechas de tensión bélica, Detrás de la som-
bra (Matías de Lellis, Argentina, 2022) reconstruye con sus 
protagonistas las desventuras del buque pesquero “Narwal”, 
obligado a realizar labores de espionaje en el mar abierto –zar-
pando de Puerto Bahía Blanca–, y que después de un ataque 
de aviación cayeron prisioneros del ejército británico. Aún 
cuando sus superiores los daban por desechables, las vivencias 
de los tripulantes vivos, recuperan historias de colegas des-
aparecidos y profundizan en la memoria que se empeñó en 
borrar la desmalvinización. El teatro de guerra tierra adentro 
en las islas se reconstruye desde diversas perspectivas de los 
veteranos que estuvieron en los frentes de batalla cuentan sus 
experiencias, marcadas por dificultades y el amargo sabor de la 
derrota en #14J Regreso a casa (Lucio Damián Casalla, Argen-
tina, 2022). A las imágenes conocidas a través de la televisión 
de aquellos días, se suman ahora los rostros –entonces anóni-
mos– de quienes llevan en sus cuerpos el dolor y el trauma de 
aquellas experiencias al límite. En otro ensayo, a través de un 
archivo personal de imágenes grabadas con celular, se logra 
una historiografía crítica y el autor sumerge al espectador en la 
pedagogía militar del sionismo desde adentro. Además de las 
evidencias de la dureza del entrenamiento, están presentes el 
castigo, la explotación y la expulsión de sus propios miembros 
en Bajar, subir, bajar (Elad Abraham, Argentina, 2022). Otra 
obra que estructura su narración desde la primera persona, 

en este caso para ir en busca de un personaje ausente y a la 
vez que entrelaza a diversas personas, Osvaldo Víctor Mantello, 
arqueología de la memoria (Juan Pablo Mantello, Argentina, 
2021), el autor consigue un retrato de la violación sistemática 
de víctimas y familiares, a lo largo de dos décadas bordando, 
testimonios y documentos sobre su padre.

ESCENAS Y ESCENARIOS DE LA MEMORIA

Además de la metamorfosis del protagonista, también están 
presentes otras estrategias como la docu-ficción, para perso-
nificar y escenificar conflictos que siguen abiertos. La contro-
versia de Valladolid (Juan Rodríguez Briso, España, 2021) es 
una exploración del que es considerado el primer debate sobre 
derechos humanos en la Historia, a través de la recreación del 
proceso de 1550-1551 en el que a favor habló Ginés de Sepúl-
veda, justificando el descubrimiento conforme a las bulas que 
Alejandro VI concedió a los reyes católicos, para la apropia-
ción de los nuevos territorios. Bartolomé de las Casas, en con-
tra de la explotación argumentó en defensa de los indígenas en 
el proceso de avasallamiento de la corona española. Silencio en 
la Ribera (Igor Galuk, Argentina, 2022) reconstruye la última 
crónica del escritor argentino Haroldo Conti sobre la isla Pau-
lino de Berisso, publicada en abril de 1976. Con secuencias 
viradas a negativos y siguiendo las estaciones del año, a través 
de leit motivs se recrea “la quejumbrosa historia de lugares y 
personas”. Fuera de la ley (Alex Cuéllar y Rafael Giner, España, 
2021) es una historia familiar de un delincuente alicantino y 
su periplo a través de diversas cárceles en España, Francia y 
Portugal sin lograr una plena reinserción social y con hábitos, 
vicios y círculos muy difíciles de superar.

En la incesante escalada de fenómenos que rebasan el 
optimismo y saturan las arterias informativas,  vale la pena 
contemplar con retrospectiva, el contexto y las raíces de pro-
blemáticas que se han repetido cíclicamente. El cine permite 
conocer y cuestionar la realidad para anticipar, evitar o rees-
cribir posibles escenarios. Hoy contamos con una exuberante 
producción audiovisual que incluye escuelas de cine, laborato-
rios, talleres, producciones universitarias, proyectos personales 
y colectivos apoyados por políticas públicas y privadas. Tam-
bién las iniciativas por agrupar, reunir y visibilizar en la esfera 
pública de los canales de televisión pública y exhibiciones en 
espacios culturales permiten ampliar el uso y agencia de las 
historias que estimulan el cuestionamiento y el desacomodo 
de las injusticias.

NOTAS

1  https://www.contraelsilencio.org/ 
2  Ver El silencio de otros (Almudena Carracero y Robert Bahar, España, 
2018) Trailer: https://www.youtube.com/watch?v=i3ZEb8A6VKE
3  https://www.rtve.es/filmoteca/no-do/

CULTURA



69

HACER MEMORIA

RECORDANDO
A MARGARITA

LORENA PAZ PAREDES

Este 30 de marzo se cumplen 100 años del nacimiento de la 
poeta Margarita Paz Paredes, y casi un semestre del fallecimiento 
de su hija Yamilé, también poeta. Así que la celebración del ani-
versario de mi madre es también un año de duelo por la partida 
de mi hermana. Espero que en otra dimensión, en alguna cons-
telación del universo de la poesía, ellas vuelvan a encontrarse.

Margarita nació en 1922, con el nombre de Margarita de 
la Luz, en San Felipe Torres Mochas, estado de Guanajuato.

Nací en San Felipe Torres Mochas– escribió ella en una 
breve autobiografía-. Dicen que hace mucho tiempo las 
torres de la parroquia se quedaron a medio construir por 
falta de dinero. Claro que yo las conocí ya completitas; pero 
desde entonces los sanfelipenses no aceptan para el pueblo 
otro nombre que San Felipe “Torres Mochas”. Allí cursé la 
primaria en una escuelita de monjas. Allí supe que por el 
puente del Río Cocinero, que atravesaba a diario para ir al 
colegio, se aparecía “La Llorona”, como a las seis de la tarde. 
Y de verdad, juro que muchas veces oí su llanto amargo y 
terrible, por sus hijos perdidos. Allí también empecé a soñar 
y amar la poesía.

Margarita empezó a escribir cuando apenas era una adolescen-
te, su primer libro titulado Sonaja, se publicó en 1942, y el 
último Memorias de hospital y Presagio, salió a la luz en 1983, 
tres años después de su partida final.

A lo largo de su vida publicó 30 libros de versos y tres an-
tologías donde reunió los poemas que más le gustaban, con el 
título de Litoral del tiempo; los dos primeros Litorales fueron 
publicados por el gobierno de Guanajuato y de Campeche en 
1978, el tercero en la Colección de Lecturas Mexicanas de la 
SEP en 1986. Ya en el nuevo milenio, en 2006, el Instituto 
Estatal de Cultura de Guanajuato editó una cuarta antología, 
y en 2022, se publicó una quinta reedición de ésta, quizá fes-
tejando este aniversario.

De su prolífica trayectoria poética, ella misma escribió:

Mis 30 libros de versos son como un itinerario sorpresi-
vo en la búsqueda de la poesía, la más huidiza de las mara-
villas. Sigo empeñada en seguir tras sus huellas luminosas, 
durante el resto del tiempo que me permita vislumbrarla.

En un retrato que le hicimos sus hijas e hijo como despedida 
y homenaje, decíamos que nació con el extraño don de en-
contrar la belleza y la armonía, trasvasarlas a la palabra escrita 
y comunicarlas a los demás. El don de la poesía. Y es que los 
poetas no son ni mejores ni peores que los demás seres huma-
nos, simplemente hacen poesía.

El poeta -decía ella- es un ser igual que los demás pero 
que lleva una lumbre ardiente en su corazón… De la poesía 
sólo sabemos que es tan antigua como la historia, que es la 
primera señal o comunicación con el alma del mundo, con 
el espíritu del ser humano… Enriquece a todos, y siembra 
de misterio y maravilla la cotidiana realidad de la vida.

En todo lo demás -escribimos- los poetas son como nosotras, 
nosotros. Aunque tienen una característica peculiar. Nosotros 
desaparecemos para ‘encontrar una mañana quieta nuestra 
barca amarrada a otra ribera’, en el sentido en que entendemos 
la muerte como una falta de continuidad en la presencia coti-
diana. En cambio ellas, ellos, poetas, carecen de esa virtud. No 
tienen más remedio que continuar entre nosotros y más allá 
de nosotras. Se quedan para siempre entre quienes están y en-
tre quienes vendrán mañana. Por eso Margarita, hace algunos 
poemas escribió: “no moriremos nunca”.

***

Ella vivió una infancia feliz en paisajes rurales que fueron cons-
tante fuente de su inspiración poética, a pesar de que desde los 
once años salió de su pueblo rumbo a la ciudad de México con 
sus padres y sus seis hermanos.

De San Felipe -escribe Margarita- todavía recuerdo sus 
huertas, sus pájaros, su tierra. Toda esta naturaleza, entre 
fértil y árida, me habla con sus voces. Aquí, en estas calle-
juelas, en estos vericuetos de la montaña, pasé mi niñez. Era 
la época en que yo no sabía distinguir lo que era sueño y lo 
que era vigilia. La realidad se confundía con los fantasmas y 
las hadas que creaba mi imaginación.

Así como algunos empiezan a vivir cuando llegan a la edad 
de la razón, yo empecé a escribir a la edad del sentimiento. 
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Al principio hacía yo versos que no pasaban de mi cabeza 
y de mi voz. Estos primeros pasos de la poesía se hacen 
como entre sueños; hasta que un día, nadie sabe cómo, ni 
una misma, los empezamos a escribir. Creo que mis prime-
ros versos los publiqué cuando era ya adolescente como de 
doce o trece años.

Margarita vivió en una provincia velardiana de pan bendito, 
‘donde las niñas se asoman por la reja, con la blusa corrida hasta 
la oreja y la falda bajada hasta el huesito’. Su padre fue Alberto 
Andrés Camacho Garduño: “ojos azules, alma inocente –evoca 
Margarita– caballero de la bondad” y su madre Josefina Longi-
na Nicandra Catarina de la Soledad Baquedano, “fina madona, 
en cuya alma romántica y armoniosa –decía– bebí el agua clara 
de la poesía y me envolvió el aire misterioso de los sueños”. Ella 
le escribía y le hablaba en poesía, por ser la única hija mujer, y 
bajo el seudónimo de Violeta publicaba sus versos en un libelo 
del pueblo. Buscando entre sus papeles encontré una foto de 
mi abuela y un verso dedicado a su amado, mi abuelo:

Oh como surges lleno de galas
dulce recuerdo del día nupcial
cual mariposa de lindas alas
mágico heraldo primaveral
En esa forma tan caprichosa
vuela hacia el alma del que amo yo
y liba en ella como en la rosa
el suave néctar del casto amor.

Cuando Margarita se fue de San Felipe siendo una niña, escri-
biría poco después con la emoción de quién viaja hacia nuevos 
horizontes:

Nunca fui tan feliz como esa tarde
‘Empaca tus muñecas y tus cuentos
(con su voz musical dijo mi madre)
Que mañana nos vamos para México....

Y recordaría esa tarde, a su entrañable amiga Celia Cerrillo, 
mirándola partir, con la mano al viento de los adioses, clavada 
en el ayer...

Tembló su voz como paloma herida
y sus pupilas rientes y expresivas
se velaron de llanto
en el silencio de la despedida.

Ya el tren en fuga, yo miré su mano
agitarse en la noche
como una luminosa serpentina,
y fulgurar sus lágrimas
como extraños relámpagos
sobre el claro cristal de mi alegría.

La emoción de partir, no borró nunca el pueblo de su infancia. 
San Felipe quedaría para siempre en su palabra. En su libro 
Voz de la tierra (1946) Margarita escribió:

Tierra blanca del alma:
a los diez años te amé por tus duraznos,
por tus nopales frutecidos, por tu argentina música
y por tus lluvias de granizo.

O en el verso Canto de amanecida, del mismo libro:

¡Pueblo mío San Felipe!
Quiero cantarte con mi voz primera
la de canario implume
que en ti encontró el alpiste y la lechuga
quiero extraer del fondo de mi alma
la párvula canción de mis diez años
y el espejo del alba
que retuvo la imagen de tus prados.

Y también evoca su terruño en algunas estrofas del poema Los 
aguadores:

¡Ay¡ pueblo, pueblo mío.
Desde lunes a sábado
mi amor era muy tibio.
todos los días la escuela y el rosario.
Pero te amaba tanto los domingos...
aguamiel y duraznos
y un rumor de almidón en los vestidos,
y sobre todo,
me hacían tan feliz los aguadores
llenando hasta los bordes
la humilde fuente de mi casa.

Ya en México, por decisión de sus padres ingresó a la Escue-
la Comercial Lerdo de Tejada en 1930, donde estudió taqui-
grafía y mecanografía en pleno centro de la ciudad. Cuando 
años después fue reportera para El Popular y El Nacional, se 
le admiró no tanto por su talento periodístico, sino por su 
velocidad de taquígrafa, no se le escapaba ni un suspiro de sus 
entrevistados.

En esa época la párvula Margarita iba a la escuela custo-
diada por sus hermanos, que como buenos chaperones no la 
dejaban ni a sol ni a sombra, aunque a veces ella se escapaba 
con las amigas y alguno que otro novio platónico. Entonces 
le propinaron un apodo: ‘la pequeña Zancarúz’, que en italia-
no calabrés significa ‘charco’, refiriéndose a alguien de piernas 
largas que brinca fácilmente los charcos. A partir de ese mo-
mento y durante el resto de su vida, en su entorno cercano y 
familiar se le llamaría cariñosamente Zancarúz.

A los 15 años Margarita conoció al poeta hondureño Rafael 
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Paz Paredes, que por aquella época estudiaba Derecho en la 
UNAM. Un año después, al terminar la carrera, pidió la mano 
de mi madre, pero los abuelos se negaron pues como cuenta 
mi hermana Sylvia “él era un ateo de hueso colorado, con pe-
digrí, es decir desde cinco o seis generaciones anteriores. En 
cambio ellos eran fanáticos religiosos, don Alberto Camacho 
nada menos que cristero y Caballero de Colón”. Así las cosas, 
Rafael aceptó ser catequizado por Doña Josefina, y el día de su 
boda con Margarita, en octubre de 1935, entró por vez primera 
a una iglesia, se hincó, se confesó, se persignó, fue bautizado, 
confirmado e hizo la primera comunión, como Dios manda. El 
amor pudo más que el ateísmo.

Me casé muy joven-escribe Margarita- aún no cumplía 
los 16 años… De mi esposo Rafael, recibí además de amor, 
un gran incentivo para escribir y publicar mis primeros li-
bros… y adopté el nombre de Margarita Paz Paredes por-
que me pareció eufónico y literario… Tuvimos cuatro hijos: 
Sigfrido, Yamilé, Sylvia y Lorena.

La joven pareja vivió durante un tiempo en México, y por 
temporadas en el puerto de Tela, Honduras, pero también via-
jaron a otros países de Centroamérica, Sudamérica y Europa.

Muchos años después, Margarita se casó con el maestro y 
escritor yucateco Ermilo Abreu Gómez, “con quién compartí 
las experiencias de la madurez –diría ella- la comunicación lite-
raria y el cariño más sereno, hasta su muerte en julio de 1971.”

Margarita tuvo una relación literaria muy intensa con poe-
tas y escritores de la época, como Nicolás Guillén, Pablo Ne-
ruda y Pedro Garfias, y cultivó amistades entrañables con es-
critores como Efraín Huerta, que además era su paisano, igual 
que Manuel Fernández ‘el loco’, con Manuel González Flores, 
Otto Raúl González, Juan de la Cabada, Juan Rulfo, Rubén 
Salazar Mallén, Roberto Oropeza, Miguel Guardia, Elías Nan-
dino, entre los más cercanos. Y se abrió paso en el mundo de 
las letras y del periodismo rompiendo paradigmas femeninos, 
junto a poetas de la talla de Concha Urquiza, Pita Amor, Mar-
garita Michelena, Rosario Castellanos, Carmen Alardín, Car-
men de la Fuente, entre otras valientes.

Margarita como nosotras, luchó largamente por el pan de 
cada día para él y ella en días gozosos de pareja, para sus hijas 
e hijo en días difíciles de soledad. Fue reportera en los diarios 
El Popular y El Nacional, correctora y editora para los Talleres 
Gráficos de la Nación, secretaria y archivista para el Sindicato 
Mexicano de Electricistas (SME). Muy joven estudió periodis-
mo en la Universidad Obrera ‘Vicente Lombardo Toledano’, 
y tiempo después Letras Españolas en la UNAM. Fue maestra 
de literatura en la Escuela Normal Superior de México y en la 
Universidad de Toluca.

***

La poesía de Margarita evoca siempre el amor a la tierra, a los 
paisajes agrestes y rurales, tiene el sabor de la añoranza pro-
vinciana; predomina quizá la lírica amorosa e intimista y los 
temas del encuentro gozoso, el desamor, la soledad, el desaso-
siego y la muerte.

En su libro Voz de la tierra (1946), el amor se invoca con 
metáforas de campo como en el verso Vienes desde la tierra:

¡Así definitivo, así te quiero!
No azul como el crepúsculo
ni errante como el viento…
¡Así definitivo, así te quiero!
Esencial como el agua,
flexible y múltiple, como la espiga,
moreno y duro como la corteza,
hondo y atormentado como el surco,
sediento, amargo, eterno,
universal, como la tierra.
¡Así definitivo, así te quiero!

Y muchos de sus versos son de intenso compromiso social. 
Margarita dio su palabra poética a los pueblos, amó la justicia, 
y en forma especial en que las poetas pueden hacerlo cantó 
a la inmortalidad de los guías de pueblos y a los líderes de 
luchas justas como Rubén Jaramillo, Genaro Vázquez, el Che 
Guevara, el Presidente de América Salvador Allende, y al mo-
vimiento estudiantil de 1968, sin ningún temor, sin ninguna 
concesión a los órdenes establecidos y a la injusticia convertida 
en Estado triunfante.

Mi poesía social -escribió Margarita- responde a las 
angustias que he sentido, especialmente en relación a los 
grandes problemas de México. Me siento solidaria, modes-
tamente solidaria, con los dolores del pueblo mexicano… 
Siempre he creído que la belleza de la poesía comienza don-
de principia su responsabilidad humana.

Uno de los poemas más conocidos, difundidos, mudados en 
poesía coral durante los años 70s del pasado milenio por el 
grupo Mascarones, y recitados en los homenajes al líder cam-
pesino, fue el de Muerte y Resurrección de Jaramillo:

¡Ay, Rubén Jaramillo, padre de las espigas
prometidas al hombre,
no ha de lavar el llanto tu sangre sin reposo
ni han de tañer campanas por tu muerte imposible;
porque hay palomas rojas y sedientas
bebiendo a sorbos ácidos el manantial del pecho
que abrió el sórdido crimen sobre la tierra seca!

O el verso de Los Aguadores, que abrió una conciencia social 
marcando la poesía del medio siglo XX:

RECORDANDO A MARGARITA
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Veinte viajes para llenar mi fuente,
veinte centavos al aguador,
veinte veces bajo el sol inclemente
su silueta de Adán crucificado,
el agua y el sudor…
Hermano, compañero aguador:
perdona mi alegría de diez años,
perdona la fuente de mi casa,
tan profunda y tan amplia,
perdona los domingos
en que eras para mí la mejor fiesta,
con tu calzón almidonado,
y tu rostro impasible,
sin sonrisa y sin llanto.

San Felipe me duele -escribió más tarde- y me seguirá 
doliendo hasta que yo pueda sentir que las voces de mi in-
fancia, los paisajes de mis días de niña, dejen de estar em-
papados de lágrimas.

Antes del sombrío 22 de mayo cuando falleció, Margarita es-
cribió el último de sus versos: 

Presagio (diciembre 1979)

¿En dónde estás, poesía?
Sola, a mitad de la noche yo te invoco.
Antes que muera
deja caer en mi silencio
una brizna sonora de tu salterio mágico,
porque será el encuentro
de todo lo anhelado;
el amor y el prodigio,
la Esperanza y el sueño,
y en las manos heladas de la muerte
un incendiado trigo de alegría.

El día que Margarita decidió abandonarnos, –escribimos sus 
hijas y su hijo– que como simple ser humano ella nos dejó 
una vida cargada de amorosos recuerdos. Como poeta se que-
dó para siempre entre nosotras, como madre nos dejó con un 
beso, una caricia y “se llevó la primavera al cielo”.

Este 2022 que celebramos el centenario de Margarita, es 
también tiempo de dolor y duelo por la pérdida de mi herma-
na Yamilé. Tratando de abrir una ventana para que se alcanza-
ran las dos poetas, encontré un verso que la joven Margarita 
-quizá a sus 18 años- le escribió a la niña Yamilé; y otro de ésta, 
desolador, evocándola después de su muerte. Un diálogo entre 
madre e hija que hoy rompe dimensiones temporales. La joven 
hablando a la niña, y la mujer en plenitud poética, llamando 
a su madre ausente.

A Yamilé

Niña del aire, porque el aire es canto
Donde el eco del mundo se transforma
Y no sabremos nunca si es campana
O vuelo alucinado de gaviotas.

Niña del fuego, porque el fuego se nombra
Cálida y encendida en el espíritu
Donde el rencor olvida sus espinas
Y amanece en amor purificado

Niña del agua, porque el agua es rosa
En los labios sedientos y en el sueño
Donde el dolor se nutre y la poesía
Hincha sus velas hacia el mar abierto.

Nocturno del 22 de mayo (Yamilé)

Cavada por la pena
con los ojos truncados
escarbo
en un túnel absurdo tus palabras
Busco ciega
mi origen
de cántaro en la niebla
tu ternura de sal
lamiéndome la arena de la infancia
para que me rescates
de este espejo nocturno
y solitario
en el que lentamente
mi imagen se desangra.

Cierro el futuro
y lloro
Abro el pasado a tientas
y te llamo Margarita de la luz
disuelve
con tu risa labriega
mi noche cataclísmica
consumir
como hoguera implacable
mi lenta pesadilla
Acúname en tu pecho
de tierra alucinada
Siembra en mi piel
simientes prodigiosas
Alimenta con tu canto frutal
mi raíz desolada
Tiende andamios de amor
para que alcance
el Litoral del Alba.
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ARNOLDO MARTÍNEZ 
VERDUGO. OBRA DE UN 
DIRIGENTE COMUNISTA*

ALEJANDRO ENCINAS RODRÍGUEZ

Los cambios que ha vivido nuestro país y que han creado esta 
nueva realidad no pueden entenderse sin la lucha de muchas 
generaciones de políticos y líderes sociales que asumieron la 
lucha democrática como instrumento de transformación. 

Un personaje determinante en este proceso es Arnoldo 
Martínez Verdugo, dirigente del Partido Comunista Mexicano 
(PCM) en su última etapa, quién dejando atrás los dogmas del 
comunismo tradicional, condujo a los comunistas a la lucha 
legal y democrática.

El pasado 24 de mayo, el presidente Andrés Manuel López 
Obrador, depositó los restos de Arnoldo en la Rotonda de las 
Personas Ilustres, en reconocimiento a su legado y en reivin-
dicación, no sólo de un hombre, sino de toda una generación 
de mujeres y hombres, que dedicaron su vida a la lucha por los 
derechos de los trabajadores.

Arnoldo reformó al PCM desde sus entrañas, lo que impli-
có un cambio de estrategia.

Flexibilizó los componentes más rígidos de la tradición co-
munista, permitiendo el reingresó de los camaradas purgados 
por la dirección estalinista, en un esfuerzo por dar nueva iden-
tidad al partido, dejando atrás la ideología de la revolución 
mexicana y su retórica alrededor de la herencia revolucionaria.

Arnoldo y su generación renovaron al Partido Comunista 
Mexicano, colocándolo en sintonía con las grandes tendencias 
democratizadoras de esas organizaciones en Europa, alejándolo 
de las sombras más oscuras del comunismo latinoamericano.

El PCM condenó la invasión soviética a Checoslovaquia, y 
a diferencia de otros dirigentes de izquierda, Arnoldo no de-
fenestró a la juventud en sus impulsos antiautoritarios al calor 
de 1968, y si bien planteó su propia perspectiva como líder de 
partido, no dejó de reconocer que el movimiento estudiantil 
era el inicio de una profunda transformación. 

Con Arnoldo se abandonó la noción de vanguardismo del 

partido y planteó el vinculó indisoluble, entre socialismo y 
democracia. Un socialismo, que poco tenía que ver con un 
tránsito a una imaginaria dictadura del proletariado y una de-
mocracia que tampoco se veía en el espejo de un régimen al 
servicio de las clases dominantes y sus aliados.

Ello abrió paso a nuevas formas de participación política, 
primero con la candidatura de Ramón Danzós Palomino en 
1964 y el Frente Electoral de Pueblo, y más adelante, en 1976, 
con la candidatura a la Presidencia de la República de Valen-
tín Campa Salazar, quién obtuvo, sin registro ni prerrogativas, 
más de 900 mil votos, lo que encaminó al partido hacia la 
lucha político-electoral, apostando a la disputa de los asuntos 
públicos y la unificación de las izquierdas.

El PCM se convirtió en la fuerza política de izquierda más 
importante del país, dejando atrás la proscripción y la clandes-
tinidad, ganando en 1979, 18 diputaciones, creando las con-
diciones para, en 1981, dar paso a la fundación del PSUM, del 
que fue su candidato presidencial en 1982, y más adelante a la 
formación del PMS.

Con la ruptura de la Corriente Democrática del PRI y la 
formación del Frente Democrático Nacional con Cuauhté-
moc Cárdenas como su candidato presidencial en 1988, Ar-
noldo fue un firme promotor de la alianza que enfrentó el gran 
fraude electoral, del que emergió el PRD, al que se cedió el 
registro obtenido por los comunistas en 1979, tras la negativa 
de Salinas de Gortari de reconocer el registro al nuevo partido.

Arnoldo fue ante todo un hombre de principios y sólidos 
valores éticos. En su práctica política se apuntalaron las exi-
gencias sociales que hoy tienen lugar en la democracia mexica-
na, como el derecho al aborto o el reconocimiento de la auto-
nomía indígena, así como la ruptura del monopolio del poder 
bajo una noción de democracia entendida como el derecho a 
la autodeterminación de las personas.
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La lucha que emprendió por los derechos humanos, las 
libertades políticas y la democracia, permitió amalgamar las 
demandas de una sociedad diversa y transformar el rostro a la 
izquierda mexicana que hoy asume nuevos retos en la conduc-
ción del país.

Su generación tejió un camino transformador en el México 
autoritario de aquellos tiempos. Quizá su mayor aportación y 
la de su generación, fue iniciar, el 15 de agosto de 1981, un 
esfuerzo unitario que permitió que el PCM no navegara hacia 
el naufragio anticipándose a la caída del Muro de Berlín, años 
después.

En la recopilación de su discurso en este libro se pueden en-
contrar intervenciones que apuntalan su perspectiva de liber-
tades políticas, derechos humanos y democracia: el derecho al 
aborto, la lucha parlamentaria, la libertad religiosa, e incluso, 
el impulso a que los integrantes del ejército y el clero gozaran 
de los mismos derechos que el resto de los ciudadanos.

Las definiciones más significativas de su liderazgo se esta-
blecieron en el XIX congreso del PCM, donde se registró una 
verdadera modernización de la izquierda mexicana. Muchos de 
los grandes problemas de ese tiempo y del presente, tienen una 
respuesta de izquierda en ella: desde la diversidad sexual hasta 
la ecología.

NOTA

* Palabras en la presentación del libro Arnoldo Martínez Verdugo. 
Obra de un dirigente comunista en la Feria Internacional del Libro en 
el Zócalo, 16 de octubre de 2022.

Arnoldo no pactó con el gobierno a cambio de migajas, ni 
que el PCM se encontrara en las periferias del poder, lo cual lo 
aleja de otras perspectivas de la época –de Vicente Lombardo To-
ledano a Rafael Aguilar Talamantes– permitiéndole actuar con 
autoridad moral e independencia en sus relaciones con el poder.

Arnoldo fue consecuente en llevar a fondo la ruptura con 
las visiones dogmáticas y sectarias. No había más clase “desti-
nada”, las tareas políticas se situaron en el aquí y en el ahora, 
con una visión de país. En el caso del México de la segunda 
mitad del siglo XX se asumió la democracia, entendida como 
autonomía y libertad.

La generación Arnoldo y sus camaradas, encontró un en-
torno complicado y adverso, pero supo salir al paso, modifi-
cándole el rostro a la izquierda mexicana y con ello, también a 
una parte significativa de la nación, lo que queda plenamente 
acreditado en el libro que hoy se presenta.
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El golpe de Estado en Bolivia planteó 
interrogantes. ¿Cómo la derecha pudo 
emprender acciones tan violentas y anti-
democráticas? ¿Cuáles fueron los límites 
y debilidades del gobierno progresista de 
Evo Morales que le permitieron apro-
vecharse a los sectores conservadores? 
¿Cómo pueden las izquierdas progre-
sistas disputarle el poder, el gobierno y 
el Estado al neoliberalismo y las nuevas 
formas de neofascismo? Álvaro García 
Linera pretende dar algunas respuestas 
breves, pero potentes en su último libro 
La política como disputa de las esperanzas. 
A lo largo de estos breves ensayos reflexi-
vos, García Linera nos recuerda la im-
portancia de militar a la vez que teoriza-
mos en torno a acontecimientos actuales 
en la realidad política global. Esta obra 
refleja el compromiso del pensamiento 
crítico con la producción de nuevos pa-
radigmas que supongan mejores escena-
rios futuros para quienes más sufren las 
negatividades del sistema neoliberal que 
enfrentamos. 

A la vez que escribe, el autor se en-
frenta a la realidad política de Bolivia 
y el sur global, comprendiendo cabal-
mente los nuevos retos en el escenario 
político para las izquierdas no sólo 

latinoamericanas, sino con un horizon-
te colectivo que represente globalmente 
una esperanza para las sociedades más 
pobres y necesitadas. Al haber formado 
parte de estructuras políticas en períodos 
de transformación, el boliviano visibiliza 
con ejemplos concretos que las estructu-
ras neoliberales solo pueden caer por la 
acción organizada de los pueblos e invita 
a la ciudadanía y principalmente a las 
generaciones jóvenes a participar de es-
tos procesos de transformación, a formar 
nuevas generaciones de actores políticos 
que entiendan el quehacer político como 
una acción colectiva en beneficio de la 
comunidad, teniendo como fundamen-
to la justicia e igualdad social.

Tras la experiencia de los actos moti-
vados por el odio que sufrió cuando en 
2019 se vio obligado a renunciar al cargo 
de vicepresidente y abandonar su país, 
García Linera apuesta en estas reflexio-
nes a la construcción desde la esperanza, 
el amor a la vida y la voluntad de vivir 
bien de la comunidad. Las implicacio-
nes de la decisión tomada entonces, y de 
lo que como consecuencia propone, son 
fundamentales para comprender su pen-
samiento: la asunción de un cargo o toma 
de poder no puede priorizarse ante la vida 

de la comunidad, como lo ejemplificó la 
dimisión de Evo Morales. Es decir, la 
política sirve para hacer vivir, mantener 
con vida y satisfacer las necesidades de la 
comunidad. Hay entre estas líneas una 
nueva manera de entender al Estado que 
se opone al crimen neoliberal.

Lo sucedido en Bolivia demostró que 
el liberalismo tiene una cara más cínica. 
Cuando el margen de acción del Estado 
y las subjetividades neoliberales llegan a 
su límite y las contradicciones del siste-
ma se evidencian de modo inevitable, el 
odio por la Otredad se manifiesta: para 
las derechas latinoamericanas que ven las 
promesas del neoliberalismo frustradas, 
ese Otro pobre que era motivo de cari-
dad se convierte en amenaza. El autor 
evidencia que en la práctica los privile-
gios se reservan para un sector pobla-
cional y, frente al colapso de un orden 
mundial y modo de vida insostenibles, 
al pobre se le declara como enemigo. Así 
ha sido en Bolivia y en otros países de 
América Latina donde el péndulo polí-
tico pasó a la derecha, pero afortunada-
mente está volviendo a la izquierda.

La primera oleada progresista, acon-
tecida entre 2000 y 2015, logró posicio-
nar 70 millones de personas pobres en 
la clase media; produjo una revolución 
material de las condiciones. Pero como 
todo proceso, a partir del 2015 llegó a su 
agotamiento. En este escenario, la dere-
cha ha demostrado que puede recuperar 
el poder no sólo por vías policíaco-mili-
tares, sino también por golpes de Estado 
judicial o por medio de agresiones me-
diáticas. Despliega estrategias más suti-
les, ocupa las calles y moviliza narrativas 
de odio, a la par que capitaliza las debi-
lidades de los progresismos, producto de 
la separación entre organizaciones socia-
les populares y las élites de los gobiernos. 

En la región la derecha ahora expre-
sa resentimiento contra los pobres, mi-
grantes y tiene melancolía por los viejos 
tiempos de gloria, cuando no había una 
mínima justicia e igualdad, aunque son 
incapaces de brindar un proyecto a lar-
go plazo. Las circunstancias cambiaron: 
las crisis ambiental, médica y económica 
urgen nuevas reformas y no resulta claro 

“LA POLÍTICA 
COMO DISPUTA 

DE LAS 
ESPERANZAS”

 VALERIA FONTES Y RODRIGO WESCHE
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quién puede presentar un proyecto a la 
altura del reto. García Linera diagnostica 
nuestro tiempo como un tiempo liminal, 
un tiempo suspendido. Al ser imposible 
prever imaginariamente el futuro y, por 
consecuencia, mantenerse en la incerti-
dumbre, el tiempo se ha detenido.

Llama la atención que el pensador bo-
liviano apenas detecte ese tiempo limi-
nal, a pesar de que de él ya habían habla-
do otros autores un par de décadas antes. 
Las reflexiones del ex vicepresidente de 
Bolivia recuerdan a los análisis hechos 
por el historiador François Hartog o el 
filósofo Hans Ulrich Gumbrecht sobre 
la experiencia temporal moderna desde 
la caída del Muro de Berlín. A partir de 
ese momento se instauró un régimen 
de historicidad presentista, entendido 
como un presente omnipresente, a partir 
del cual pasado y futuro son contempla-
dos y ya ninguno puede ser reservorio 
de esperanzas; las experiencias sólo son 
transmisibles o imaginadas como mer-
cancías, culpas o catástrofes. Sin embar-
go, la reciente toma de consciencia del 
tiempo liminal, por parte del pensador 
boliviano, adquiere sentido si pensamos 
que durante los gobiernos progresistas el 
tiempo no permanecía suspendido, pues 
había condiciones para imaginar y cons-
truir utopías, a contrapelo del relato del 
fin de la historia en los países centro y 
semiperiféricos. No obstante, al llegar a 
su agotamiento se vieron incapacitados 
para seguir peleándole el tiempo al neo-
liberalismo.

Pero con el regreso de las izquierdas 
progresistas, en medio de este tiem-
po liminal, hay una “lucha de nuevas 
ideas-fuerza” (p. 65), entre las derechas 
que se comprenden a sí misma en una 
cruzada contra los indianistas, populis-
tas y comunistas, y el progresismo en 
el que confluyen estos. Ambos sectores 
por medio de esas ideas-fuerza tratan de 
destrabar el tiempo; se disputan el fu-
turo. La responsabilidad histórica de la 
izquierda progresista radica en hacerse 

de las banderas de la esperanza porque -y 
aquí radica lo más importante de las re-
flexiones del marxista boliviano- “la po-
lítica es, en esencia, la conducción de las 
esperanzas colectivas y el Estado, como 
síntesis jerarquizada de la sociedad, es el 
monopolio de estas esperanzas […]. Por 
eso, quien monopoliza o administra los 
anhelos colectivos, deviene poder de Es-
tado” (p. 66).

De manera sucinta, García Linera 
arroja un dardo muy potente: lo político 
es esperanza y la política sería la forma 
en que se guía y canaliza lo que emana 
de esa dimensión ontológica; en otras 
palabras, ya no sólo el antagonismo o el 
consenso, sino también la esperanza y la 
utopía son condiciones de posibilidad 
de toda política. En sintonía con esta 
reflexión, concibe al Estado no como 
monopolio de la violencia, en su tradi-
cional definición weberiana, sino como 
monopolio de las esperanzas. Por eso, 
administrar, disputar e impulsar las espe-
ranzas sería lo determinante para hacer-
se gobierno, poder y Estado (p. 88). En 
este sentido, la tarea del líder social, el 
dirigente político y el intelectual radica 
en separar los contenidos esperanzadores 
de aquellas formas que limitan su poten-
cial explosivo o lo deforma -como suce-
de en las formas de la derecha- con la 
intención de articularla con los sectores 
populares y sus movilizaciones, pues sólo 
así podrá la izquierda construir hegemo-
nía y hacerse con el aparato del Estado.

Para que la derecha no regrese al poder, 
la izquierda no puede renunciar a la ba-
talla de ideas, imaginaciones, ideologías 
y acciones prácticas, y nosotros diríamos 
que tampoco a las utopías y a disputar el 
tiempo, el futuro, pues ahí reside el nú-
cleo de lo político. De ahí la importancia 
de las reformas de segunda generación, pues 
ellas serían creaciones colectivas capaces 
de vacunar contra la desesperanza y la pa-
rálisis. Así, no serían meramente produc-
tos gubernamentales, sino que estarían 
enraizadas en la sociedad, resultado de 

sus movilizaciones y reflexiones. El pro-
gresismo debe impulsar la reforma tribu-
taria sustantiva, repatriación de fortunas 
en paraísos fiscales, nacionalización se-
lectiva de grandes empresas, transición 
energética con industrialización, demo-
cratización del nuevo ciclo de alza de los 
precios de las materias primas, impulso a 
la economía digital diversificada, reduc-
ción de la pobreza y las desigualdades y 
democratización de la gran propiedad. 
Los proyectos políticos, las reformas de 
segunda generación dirigidas al bienes-
tar social, mientras sean cultivadas en el 
núcleo plebeyo de la sociedad, podrán 
derrotar a la derecha, pero tienen que 
ser capaces de generar expectativas en el 
tiempo liminal.

Recordando a quienes desde la acade-
mia se dedican a pensar las izquierdas, así 
como a quienes militan y ponen el cuer-
po en las luchas y movimientos sociales, 
el ex vicepresidente boliviano retoma al 
espacio público como el lugar de la ac-
ción ostensible de política progresista, 
de izquierda y revolucionaria. A partir 
de esta concepción y modo de acción 
políticos, nos propone comprender los 
tiempos de incertidumbre como pura 
apertura. Se trata de una línea política 
clara, de izquierda, factible y abierta a 
nuevas posibilidades de desarrollarse, vis-
lumbrando en su horizonte aquello que 
durante la primera ola de progresismos 
latinoamericanos de izquierda se planteó 
más no fue suficiente para hacer frente 
a los nuevos retos que se presentan. A 
juicio de García Linera, se avecina una 
década de construcción de un horizonte, 
“estamos en pleno laboratorio de la histo-
ria” (p. 90). Para definir un horizonte de 
largo plazo, la izquierda requiere articular 
más expectativas, administrar la esperan-
za y construir utopías.

 
García Linera, Álvaro, La políti-
ca como disputa de las esperanzas, 
CLACSO, Buenos Aires, 2022.
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Merece la pena dedicar un tiempo, no 
solo a la lectura, sino al estudio del libro  
Estética y Filosofía de la Praxis. Homenaje 
a Adolfo Sánchez Vázquez, título publi-
cado por la Colección La Fuente con el 
coauspicio de la Facultad de Filosofía y 
Letras de la Benemérita Universidad Au-
tónoma de Puebla y el Instituto de Filo-
sofía de Cuba y la coordinación del Dr. 
José Ramón Fabelo Corzo.

Como lo indica su título, este volu-
men rinde merecido tributo al filósofo 
y esteta Adolfo Sánchez Vázquez. Incor-
pora acercamientos a su vida y obra, en 
los cuales saltan interesantes momentos 
de su itinerario, aparecen propuestas de 
periodización, matizadas con facetas de 
su vida y posiciones asumidas, así como 
miradas diversas, no siempre coinciden-
tes entre sí y con el autor. 

El texto está organizado en tres par-
tes. En la primera, se compendian traba-
jos con acercamientos a la filosofía de la 
praxis, sus conexiones con el marxismo 
y con otras corrientes de pensamiento. 
En la segunda, se agrupan escritos sobre 
su Estética y aspectos de su teoría del 
arte. En la tercera y última parte del li-
bro, podrá encontrarse aportaciones que 
acercan al lector al ser humano, a la vida 
del autor de tantos textos que legan sabi-
duría y originalidad. 

En la lectura podrá encontrase, por 

supuesto, elogios, pero ante todo una 
invitación al estudio de la obra de este 
ilustre autor, fundamentalmente, su fi-
losofía de la praxis y estética. Ambas 
partes están íntimamente vinculadas en 
su pensamiento y obra, por lo que en la 
primera se descubren también elementos 
de su estética y en la segunda se vislum-
bra como trasfondo teórico su filosofía 
de la praxis. Adolfo Sánchez Vázquez, 
en los inicios de su larga trayectoria aca-
démica, presenta sus principales tesis fi-
losóficas a través de su estética. En ella 
va descubriendo caminos no explorados 
con anterioridad y limitaciones de tesis 
defendidas por estetas marxistas anterio-
res y contemporáneos. Al desarrollar su 
filosofía, defiende aquella que penetra 
en la importancia del desarrollo de la 
teoría, pero no para regodeo intelectual, 
sino para contribuir a la transformación 
social, proceso que tiene como guía al-
canzar el ideal estético. 

En tiempos de exceso de informa-
ción y publicaciones hay quienes bus-
can alternativas para acudir a textos que 
apunten, de forma directa, al tema que 
estudian o les ocupa. No es casual que 
los prólogos sean invisibilizados. En este 
caso, recomiendo que no opten por esa 
alternativa. El escrito que se ubica en ese 
espacio no solo brinda elementos para 
orientar aspectos del contenido del libro 

y presupuestos tenidos en cuenta para 
su organización. Es ante todo un ensa-
yo en el que se presenta el itinerario del 
pensamiento estético de Adolfo Sánchez 
Vázquez. Este no solo es útil para los que 
por primera vez se acercan a este pensa-
dor, sino también para los que conocen 
y estudian su obra. José Ramón Fabelo 
Corzo, partiendo de sus propios estudios 
de filosofía y de estética y de haber pene-
trado en la obra y vida de Adolfo Sánchez 
Vázquez, logra prestar atención a con-
ceptos claves de la filosofía y la estética 
de Sánchez Vázquez. En ellos devela lo 
que de continuidad y ruptura contienen 
y, sobre esta base, exhibe cómo se fueron 
enriqueciendo sus ideas. El análisis de 
sus obras, organizadas por los momen-
tos en los que fueron escritas y editadas, 
en relación con los hechos y contextos 
que tenían lugar, permiten a Fabelo -y a 
los que se aventuren en la lectura de su 
ensayo interpretativo- acercarse al movi-
miento ascendente del pensamiento de 
este filósofo y esteta marxista.

Toda reseña tiene ante sí la misión de 
invitar a la lectura y a la vez distanciarse 
de la obra reseñada, para aportar ideas lo 
más objetivas posibles sobre su conteni-
do. Por fuerte que sea el intento de sacu-
dir intereses y gustos, estos están siempre 
latentes. Si a lo anterior se une la limita-
ción de espacio, la extensión que no debe 
ser rebasada, la imposibilidad de desple-
gar ideas y valoraciones sobre cada una 
de las partes y artículos contenidos en el 
libro reseñado, la tarea se torna compleja.

Las ideas que siguen no escapan a los 
impactos mencionados por lo que, de 
seguro, tendrán la impronta de quien 
las sugiere, de sus propios criterios de 
jerarquía y selección. Asumiendo el reto, 
cabe decir para comenzar que el valor 
general de la obra puede resumirse en 
que brinda un compendio de aproxima-
ciones diversas al pensamiento y obra de 
un filósofo y esteta que no escondió ser 
marxista y no poco contribuyó al desa-
rrollo del marxismo. En sus aportes y 
particularidades, un peso significativo 
lo tiene el haber concebido su obra en 
América Latina, subcontinente con ta-
reas urgentes y propias.

DE ESPAÑA PARTIÓ 
HACIA MÉXICO, 

ABRAZÓ A CUBA Y 
AMÓ AL CONTINENTE

 ANTONIO RAMÓN BARREIRO VÁZQUEZ*
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El volumen no puede agotar el tema 
y sirve de incitación a otros para que 
se acerquen al pensamiento y obra de 
Adolfo Sánchez Vázquez. Sirve además 
como inspiración para que, siguiendo 
el legado, se aporten ideas que contri-
buyan a la transformación de la realidad 
latinoamericana; que no solo iluminen, 
sino que hagan vibrar y favorezcan la 
imprescindible movilización para con-
quistar una superior sociedad, guiada 
por el respeto a la dignidad humana y en 
la que se rompa la enajenación y se creen 
las condiciones que propicien la genuina 
realización de las potencialidades huma-
nas. Esa alternativa tiene un nombre en 
el ideario de Sánchez Vázquez: socialis-
mo, término que tampoco escondió el 
filósofo de la praxis. 

La primera parte del libro se inicia 
con el ensayo “Continuidad y discon-
tinuidad de la filosofía de la praxis”, de 
Karla Sánchez Félix. Entre las ideas que 
desarrolla están: la interrelación teoría-
práctica en la filosofía de la praxis, las 
consecuencias de limitarla a mera inter-
pretación, lo que conllevaría al silencio 
social, por lo que la filosofía no solo debe 
describir lo que aparece de manera ex-
positiva o crítica, sino también debe de 
ser una actividad participativa en la que 
se rechace la forma de organización so-
cial impuesta, y cuente por ello con una 
postura política, signada en este caso por 
ir a contracorriente del flujo del capital. 
Así mismo subraya que las discusio-
nes actuales, inscritas en el terreno del 
marxismo, no solo han dejado de lado 
el tema de la ideología porque este haya 
pasado de moda, sino que la han sepul-
tado por concebirla como una herencia 
del marxismo dogmático. Y no todo ese 
legado lo es, esa etiqueta forma parte de 
la estrategia trazada de alcanzar un futu-
ro sin ideologías, en el que solo impere 
una, sin que se le mencione. Entre las 
vías para alcanzarlo están, por ejemplo, 
en el campo de las ciencias hablar de la 
necesidad de neutralizarlas; distinguir lo 
científico de lo ideológico, lo limpio de 
lo sucio. Esta neutralidad, políticamen-
te, significa la abstención de una críti-
ca radical. Sánchez Vázquez se opuso al 

fin de las ideologías porque implicaba 
admitir el capitalismo como la única al-
ternativa posible o como la mejor forma 
de organización social. Ideas a las que el 
filósofo le brindó especial atención en 
varios textos y entre ellos en “La ideo-
logía de la ‘neutralidad ideológica’ en las 
ciencias sociales”, publicado en Ensayos 
marxistas sobre filosofía e ideología. 

Le sigue “¿Es difícil ser marxista en 
México?” de Gerardo de la Fuente Lora. 
El autor, además de brindar argumentos 
sobre la interrogante, aporta el escena-
rio en el cual Adolfo Sánchez Vázquez 
defendió y desarrolló la teoría marxista. 
Ese en el que la revolución socialista no 
está en el orden del día, no hay lugar 
para postular un sujeto de las transfor-
maciones históricas y además tiene lugar 
el derrumbe del socialismo en Europa 
del Este. En esas difíciles condiciones 
Adolfo Sánchez Vázquez fue la figura 
marxista más importante en México, ca-
lificación otorgada por el autor.

Con el título de “A contracorrien-
te. La empecinada herejía de Adolfo 
Sánchez Vázquez”, escrito a manera de 
reseña para la presentación de dos vo-
lúmenes con obras del y sobre el pen-
sador, Gilberto Valdés Gutiérrez y José 
Ramón Fabelo Corzo aportan valiosas 
ideas. Entre ellas, explican el paulatino, 
pero firme distanciamiento con respec-
to al marxismo dogmático que defendió 
Adolfo Sánchez Vázquez, por lo cual al-
gunos lo denominan marxista crítico y 
otros defensor-herético del marxismo. 
Distinguen los autores el influjo de la 
Revolución cubana en este proceso, y la 
tesis acerca de que el socialismo es una 
alternativa social necesaria, deseable y 
posible, aunque no inevitable, al capi-
talismo. Esas y otras razones son las que 
se esgrimen para afirmar que un pen-
samiento como el de Adolfo Sánchez 
Vázquez no podía tener otro destino 
que el de navegar, casi siempre, a con-
tracorriente: en oposición a los vientos 
del capitalismo siempre; pero también 
en franco enfrentamiento al marxismo 
oficial dogmático, extendido durante 
tanto tiempo a casi toda la izquierda 
internacional.

La segunda parte del libro se inicia 
con “14 tesis sobre los valores estéticos 
a propósito de dos libros de Adolfo Sán-
chez Vázquez: Las ideas estéticas de Marx 
e Invitación a la estética de José Ramón 
Fabelo Corzo. En este texto, su autor da 
continuidad a su prolífera obra en torno 
a los valores y la axiología, esta vez dedi-
cando espacio a lo estético como valor y 
sus particularidades.

Le sigue “La educación estética según 
Adolfo Sánchez Vázquez”, de Samuel 
Arriarán Cuéllar. En esas líneas se apun-
tan imperativos que se levantan ante la 
educación estética a la luz de las ideas del 
pensador, docente y activista político. Se 
hace énfasis en la necesidad de readecuar 
las instituciones educativas y de transfor-
mar este proceso. La educación estética 
no solo debe difundir las bellas artes, sino 
fundamentalmente conducir al enrique-
cimiento de la sensibilidad estética de 
los alumnos, a una ampliación del hori-
zonte en que se mueven (no solo dentro 
del aula o en los talleres, sino también 
fuera, es decir, en la vida cotidiana). Se 
aportan elementos que ayudan a romper 
con posiciones que empobrecen la edu-
cación estética y en consecuencia no le 
permiten cumplir sus potencialidades, 
entre ellas, su identificación con la edu-
cación artística, así como su reducción a 
la educación que emplea como soporte 
lo bello clásico. 

En “Sensibilidad y compromiso. 
Adolfo Sánchez Vázquez en la estética 
cubana actual” de Alicia Pino y Mayra 
Sánchez, se exponen razones por las 
cuales este pensador se convirtió en un 
referente de la estética en Cuba. En la 
isla primaba la tendencia de acercarse a 
las relaciones estéticas como si estas es-
tuvieran aisladas del resto de las relacio-
nes humanas, al margen de su existencia 
concreta en la cotidianidad. Asimismo, 
la identificación entre lo estético y lo ar-
tístico estaba naturalizada. Se reconoce 
en el trabajo que de la escuela socialista 
llegó la noción de lo estético en senti-
do amplio, como faceta del hombre 
total y no como un terreno exclusivo y 
elitista, comandado por las novedades 
del mundo del arte y los artistas, que ha 
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sido el modo predominante de enfocar 
a lo estético desde otras escuelas. Ade-
más, agradecen las autoras la introduc-
ción de determinados problemas teóri-
cos, entre ellos, el papel social del arte; 
el problema de lo típico en el arte; los 
aportes a la educación estética y artís-
tica; los desarrollos conceptuales en te-
mas de axiología estética; la atención a 
la cultura popular, etcétera. Temas que 
también tuvieron presencia en la obra de 
Adolfo Sánchez Vázquez. De este último 
valoran su contribución a la crítica de 
la fundamentación del realismo socia-
lista como cimiento de la política sobre 
la creación artística, del realismo como 
canon artístico, enfoque que desconoce 
la especificidad del arte moderno como 
arte nuevo y revolucionario. En dialogo 
con el esteta, insisten en la necesidad de 
que el pensamiento estético cubano se 
enfrente a la necesidad de transformar la 
imagen de subestimación de la estética 
como saber. Apuntan cómo la expropia-
ción del indio, del negro, del mapuche, 
se inicia con la desvalorización estética 
de su producción vital, de sus ornamen-
tos, sus preferencias cromáticas, las que 
califican como primitivas, estridentes, 
escandalosas.

Miguel Rojas Gómez aborda “El ob-
jeto de la estética, el arte, las ideologías y 
el valor en las contribuciones de Adolfo 
Sánchez Vázquez”. Para él, la estética, si-
guiendo al pensador marxista, es mucho 
más que la filosofía del arte. Toda valora-
ción de la realidad, toda creación huma-
na en su multiplicidad de formas puede 
estimarse estéticamente, aunque lo es-
tético no sea la función rectora. Dedica 
importante espacio a las ideas de Sánchez 
Vázquez relacionadas con la estética de la 
recepción y su fundamentación sobre la 
estética de la participación. Asimismo, 
destaca la posición del teórico marxis-
ta, según la cual lo bello es considerado 
uno de los valores estéticos, pero no el 
único, concluyendo en consecuencia que 
no todo lo estético es bello. Todo lo cual 
presupone reconocer como categorías 
tradicionales de la estética a lo feo, lo su-
blime, lo trágico, lo grotesco, lo cómico 
y sus géneros o formas principales, como 

el humor, la farsa, la parodia, la sátira y 
el sarcasmo.

En “Estética de la utopía: crítica y 
praxis” Diana Fuentes recuerda un even-
to organizado en 1990 que presentaba 
al siglo XX como “la experiencia de la 
libertad” y el camino hacia una sociedad 
abierta: del socialismo autoritario a la di-
fícil libertad, a un mundo sin socialismo. 
Al respecto la autora afirma que lo que 

se celebraba, en verdad, no era la liber-
tad, sino la entrada del neoliberalismo. 
En ese evento participó Sánchez Vázquez 
y, a contracorriente, fue coherente con 
su insistente reivindicación del proyecto 
socialista; tanto en la crítica ante quie-
nes, por evidentes motivos ideológicos, 
han tratado de enterrarlo, como también 
ante aquellos que lo han deformado o 
incluso negado invocando su nombre.
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Esta parte del libro, dedicada a la esté-
tica y la teoría del arte de Adolfo Sánchez 
Vázquez también incluye: “Las ideas es-
téticas de Marx a la luz de “Conciencia 
y realidad en la obra de arte”, de Luis 
Guillermo Martínez Gutiérrez y “En la 
búsqueda permanente de una poética. 
Aportaciones críticas de Adolfo Sánchez 
Vázquez sobre la estética”, de Felipe de J. 
Galván Rodríguez.

La tercera parte de este volumen se 
distingue de las anteriores. En ella se 
presenta al hombre de carne y hueso, 
al ser humano, al padre, poeta, filósofo, 
activista político, exiliado, educador, co-
municador; además, incluye fotografías 
del álbum de la familia, donadas por su 
hija.

Los textos legan importantes contri-
buciones para acercarnos a la vida de 
este filósofo y esteta marxista. Los pri-
meros aproximan itinerarios, momentos 
cruciales de su biografía y tienen el valor 
añadido de haber sido escritos por con-
temporáneos, colegas y amigos. No fal-
tan en ellos reflexiones sobre principales 
contribuciones. Esta parte se inicia con: 
“Adolfo Sánchez Vázquez: de España a 
México y de la poesía a la filosofía de la 
praxis” de Víctor Gerardo Rivas López. 
Entre otros textos, atesorados en esta 
parte están: “Adolfo Sánchez Vázquez y 
la filosofía de la praxis” de Gabriel Var-
gas Lozano; “Las vocaciones política y 
literaria: asedios críticos a la teoría filosó-
fico/estética de Adolfo Sánchez Vázquez” 
de Joseba Buj Corrales; “Muchas gracias, 
querido Maestro” de José Ramón Fabelo 
Corzo.

En las palabras del Dr. Fabelo se apor-
tan elementos y vivencias de los estrechos 
vínculos de Adolfo Sánchez Vázquez con 
la Revolución cubana, de su colabora-
ción con Casa de las Américas, la Uni-
versidad Central de Las Villas, la Uni-
versidad de La Habana, institución que 
le otorgó el doctorado honoris causa, así 

como el Instituto de Filosofía, centro de 
investigaciones que con orgullo lo dis-
tinguió con la condición de Investigador 
de Mérito, en septiembre de 2004.

Para coronar el volumen, aparecen 
dos entrevistas: “La obra de arte tiene 
consecuencias que el artista debe asu-
mir”. Entrevista concedida por Adolfo 
Sánchez Vázquez a la Dra. Olga Fernán-
dez Ríos y “Aurora nos recuerda a Adol-
fo”, entrevista a María Aurora Sánchez 
Rebolledo (hija) realizada por el Dr. José 
Ramón Fabelo Corzo y el Mtro. Rodrigo 
Walls Calatayud.

A la interrogante, formulada en la 
primera de estas entrevistas, sobre ¿qué 
recomendaciones usted pudiera hacer a 
los marxistas y revolucionarios de nues-
tro tiempo?, Sánchez Vázquez ofrece 
una aleccionadora respuesta: “Ser fieles 
a los valores, a la verdad, a la justicia, 
a la dignidad y desarrollar siempre un 
potencial crítico hacia los demás, pero 
crítico también hacia uno mismo, auto-
crítico. Porque la crítica y la autocrítica 
son muy necesarias. Uno de los factores 
determinantes de ese enclosamiento del 
marxismo fue, justamente, la ausencia 
de crítica y de autocrítica. Donde desa-
parece la crítica y la autocrítica, se para-
liza por tanto la capacidad de creación, 
la capacidad de investigación. Entonces, 
mi recomendación es que nunca olviden 
y que nunca se envanezcan con lo que 
han creado y estén siempre abiertos a la 
crítica y, desde luego, a la crítica propia, 
a la autocrítica”.

Por su parte, en la segunda entrevis-
ta, entro otros aspectos de interés sobre 
la vida íntima y familiar del destacado 
pensador, su hija afirma: “Mi padre era 
un hombre que disfrutaba mucho de la 
vida y no solo tenía una pasión muy es-
pecial por su actividad intelectual, sino 
también por los placeres vitales. Sabía 
disfrutar de los momentos de ocio con 
la familia o amigos íntimos. Le gustaba 

una buena comida, tomar un café exprés 
cargado, ir al cine o teatro, ver un parti-
do de futbol, viajar y una de sus grandes 
diversiones era asistir a las librerías de la 
ciudad. En general, sus gustos eran sen-
cillos y muy apegados a las bondades que 
ofrecía la vida misma, pero, indudable-
mente, lo que más disfrutaba era la lectu-
ra, ya fuera la relacionada con sus activi-
dades filosóficas o aquellas que colmaban 
sus inquietudes intelectuales o curiosida-
des artísticas, como era la literatura. Era 
un gran conocedor de la literatura clásica 
española y universal, ya que desde muy 
pequeño tuvo una fuerte inclinación por 
las letras y la creación literaria”.

Estética y Filosofía de la Praxis. Ho-
menaje a Adolfo Sánchez Vázquez, coor-
dinado por José Ramón Fabelo Corzo y 
publicado por la Colección La Fuente 
(México-La Habana, 2021) es un texto 
que ilumina senderos de la filosofía de 
la praxis y la estética de Adolfo Sánchez 
Vázquez. Incita a releer sus fuentes, para 
no solo apropiarse de nuevos conoci-
mientos, sino para emplearlos en pos de 
la transformación social y la edificación 
de un mundo mejor. Este libro represen-
ta un excelente catalizador del enorme 
legado que deja ese autor y ser huma-
no en él homenajeado. Nos constata, 
una vez más, que ese otro mundo que 
necesita ser construido, no puede ser al-
canzado asumiendo como guía retóricas 
especulativas abstractas que pueden estar 
de moda, pero carecen de conexión or-
gánica con la praxis, sino desarrollando 
un pensamiento como el marxista, des-
pojándolo de esquematismos, en el que 
prime el pensamiento crítico, la creación 
original, con las cuales dar respuestas a 
exigencias cambiantes y nuevas. 

NOTA

* Instituto de Filosofía de Cuba
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